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- Proyecto de ley con declaratoria de urgente con- 
sideración por el que se establecen normas en 
ese sentido. 


do resuelve pasar a cuarto intermedio hasta el 
próximo martes 16 de los corrientes a la hora 
16:00. 


1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 4 de enero de 2001. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria, el próximo martes 9, a la hora 17, a fin de 
considerar el siguiente 


ORDE DEL DIA 


Discusión general y particular del proyecto de ley, 
con declaratoria de urgente consideración, por el que se 


dictan normas para el Fomento del Empleo y de las Me- 
joras de la Administración. 


(Carp. N* 353/2000 - Rep. N* 173/2001. 
Anexos l, IL, II y IV) 


Mario Farachio 
Secretario.» 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Arismendi, Astori, At- 
chugarry, Borsari, Brause, Cid, Correa Freitas, Couriel, de 
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Boismenu, Fau, Fernández Huidobro, Gallinal, Garat, Garga- 
no, Korzeniak, Larrañaga, Mangado, Michelini, Mujica, Nin 
Novoa, Núñez, Penadés, Percovich, Pou, Sanabria, Scarpa, Sin- 
ger, Virgili y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores García Cos- 
ta, Heber, Millor, Pereyra y Rubio. 


3) FOMENTO DEL EMPLEO Y MEJORAS DE LA ADMI- 
NISTRACION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la se- 
sión. 


(Es la hora 18 y 21 minutos) 


-Se pasa a considerar el único punto del orden del día: “Dis- 
cusión general y particular del proyecto de ley, con declarato- 
ria de urgente consideración, por el que se dictan normas para 
el Fomento del Empleo y de las Mejoras de la Administración. 
(Carp. N* 353/2000 - Rep. N* 175/2001. Anexos L, IH y ITD).” 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 353/2000 
Rep. N* 175/2001 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 
SECCION I 
FOMENTO DEL EMPLEO 


Artículo 1”.- Fíjase en 0% (cero por ciento) desde el 
1” de enero de 2001 hasta el 31 de diciembre de 2001, la 
tasa de aporte patronal jubilatorio al Banco de Previsión 
Social (BPS) correspondiente para aquellos dependien- 
tes que a partir del 19 de enero de 2001 fueren contrata- 
dos o reincorporados del seguro de desempleo, con el 
resultado de aumentar la cantidad de trabajadores de la 
empresa respecto a los que estuvieren efectivamente 
prestando funciones al 31 de agosto de 2000. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2” de la 
presente ley, no se consideran comprendidos en el inci- 
so primero del presente artículo las empresas reguladas 
por el régimen del Decreto-Ley N* 14.411, de 7 de agos- 
to de 1975. 


Mensualmente esta tasa no podrá aplicarse a un nú- 
mero mayor de dependientes del que surja como aumen- 
to neto en la plantilla del mes comparada con la referida 
en el primer inciso. Si la diferencia fuere mayor al núme- 
ro de trabajadores ingresados con posterioridad al 31 de 


agosto de 2000, dicha tasa se aplicará sobre los últimos 
incorporados. Se encuentran comprendidas aquellas em- 
presas que tengan actividad registrada en el BPS al 31 
de agosto de 2000. 


Están comprendidos en el presente artículo los de- 
pendientes en seguro de desempleo parcial previsto en 
el literal C) del artículo 5” del Decreto-Ley N* 15.180, de 
20 de agosto de 1981. 


En aquellos casos en que se comprobare que el in- 
cremento de la nómina al amparo del beneficio incluido 
en el presente artículo, fuere consecuencia de manio- 
bras por uno o más contribuyentes, sin incrementar el 
empleo efectivo, la misma dará lugar al pago de todos 
los tributos adeudados, más recargos, multas y demás 
infracciones que correspondan de acuerdo al Decreto- 
Ley N* 14.306, de 29 de noviembre de 1974, sin perjuicio 
de las acciones penales que correspondan. 


Artículo 2”.- Redúcese en un 75% (setenta y cinco 
por ciento) para el sector construcción, para el personal 
comprendido en el Decreto-Ley N* 14.411, de 7 de agos- 
to de 1975, la tasa de aporte patronal previsional jubila- 
torio para los propietarios de obras privadas, por el pe- 
ríodo 1” de enero de 2001 hasta el 31 de diciembre de 
2001. Este beneficio se aplicará exclusivamente a las ta- 
reas de construcción, y siempre que dichas obras sean 
iniciadas a partir de la vigencia de la presente ley o aque- 
llas cuya ejecución se encontrara suspendida por más 
de seis meses hasta la fecha de promulgación de la pre- 
sente ley y se hubieran reactivado o se reactiven, en 
cualquier momento, a partir del 1” de noviembre de 2000. 


No están comprendidas aquellas obras en que el Es- 
tado es el comitente, adquirente o concedente. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a extender el período de 
la reducción establecida precedentemente. 


Artículo 3".- La tasa de aportes del Banco de Previ- 
sión Social de las empresas unipersonales que se regis- 
tren a partir de la fecha de vigencia de la presente ley, 
cuyo titular tuviera una edad entre dieciocho y veinti- 
nueve años se reduce en el porcentaje correspondiente 
al componente de aporte patronal jubilatorio del titular 
de la misma, hasta el 31 de diciembre de 2001. 


Artículo 4”.- Redúcese la tasa de aporte patronal ru- 
ral dispuesta en el inciso primero del artículo 686 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en la redacción 
dada por el artículo 3” de la Ley N* 17.243, de 29 de junio 
de 2000, en un 0,387 0/00 (cero con trescientos ochenta 
y siete por mil), por el período 1? de enero de 2001 al 31 
de diciembre de 2001. La reducción antes mencionada 
refiere exclusivamente a los componentes patronales ju- 
bilatorios a la contribución patronal rural global. 
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Artículo 5”.- Prorrógase, por el período 1” de enero 
de 2001 al 31 de diciembre de 2001, la exoneración de la 
aportación patronal rural sobre dependientes y sobre el 
titular y su cónyuge colaborador prevista en el artículo 
4” de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000. 


Artículo 6”.- Extiéndese la facultad otorgada al Po- 
der Ejecutivo por el artículo 5* de la Ley N* 17.243, de 29 
de junio de 2000, con los alcances necesarios para dar 
cumplimiento a lo establecido en los artículos 4? y 5* de 
la presente ley. 


SECCION H 


FISCALIZACIÓN DE SOCIEDADES COMERCIA- 
LES EN LAS QUE PARTICIPEN LOS ENTES AUTONO- 
MOS Y SERVICIOS DESCENTRALIZADOS 


Artículo 7”.- Los Entes Autónomos y Servicios Des- 
centralizados del dominio industrial y comercial del Es- 
tado autorizados legalmente al efecto, sólo podrán parti- 
cipar en emprendimientos o asociaciones con entidades 
públicas o privadas, nacionales o extranjeras, cuando el 
consorcio o sociedad a constituir admita jurídicamente 
la existencia de un órgano de contralor interno, integra- 
do por sus representantes y en forma proporcional a su 
participación. 


Los mencionados organismos deberán informar al 
Poder Ejecutivo sobre la configuración de tales extre- 
mos, con una antelación no menor a treinta días de la 
proyectada formalización del emprendimiento o asocia- 
ción. 


Asimismo, deberán informar anualmente al Poder Eje- 
cutivo sobre la gestión de la sociedad o emprendimien- 
to respectivo y remitirle toda otra documentación de ca- 
rácter contable, jurídico o empresarial que sea sometida 
a su consideración, en un plazo no mayor a los treinta 
días de recibida la misma. 


La Auditoría Interna de la Nación establecerá las nor- 
mas técnicas generales a las que deberán someter su 
actuación los representantes de los Entes Autónomos o 
Servicios Descentralizados del dominio industrial y co- 
mercial del Estado que integren los órganos de contra- 
lor internos previstos en el inciso primero de este artícu- 
lo. 


Lo establecido en el presente artículo es sin perjui- 
cio de lo dispuesto por la Ley N* 17.040, de 20 de no- 
viembre de 1998. 


Artículo 8”.- En caso de que los emprendimientos o 
asociaciones a que se alude en el artículo 7* de la pre- 
sente ley, se hubieren acordado con anterioridad a la 
vigencia de la presente ley, los organismos involucra- 
dos deberán informar al Poder Ejecutivo sobre el grado 
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de participación en el control interno y sobre los esta- 
dos contables correspondientes, dentro del plazo de 
treinta días corridos a partir de su promulgación. 


En todos los casos, la información será suministrada 
a través del Ministerio por el que se vincula el organis- 
mo con el Poder Ejecutivo. 


SECCION MI 
ESCUELA DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL 


Artículo 9”.- Créase en la órbita del Tribunal de Cuen- 
tas la Escuela de Auditoría Gubernamental, con el fin de 
fortalecer el proceso de capacitación de personal y con- 
tribuir al mejoramiento y a la transparencia de la gestión 
del Estado. 


Artículo 10.- La Escuela de Auditoría Gubernamen- 
tal funcionará con autonomía técnica y estará dirigida 
por un Consejo Académico de cinco miembros: un re- 
presentante del Tribunal de Cuentas, que lo presidirá, 
un representante de la Universidad de la República, un 
representante de las universidades privadas, uno de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y otro de la Au- 
ditoría Interna de la Nación. Dicho Consejo Académico 
tendrá el carácter de honorario. 


Artículo 11.- Serán cometidos de dicha Escuela: 


A) Diseñar, impartir y mantener el Programa de Forma- 
ción y Actualización de Auditores Gubernamentales. 


B) Incluir en el mencionado Programa técnicas moder- 
nas de prevención, detección y corrección de frau- 
des y corrupción administrativa en el sector público. 


C) Establecer sistemas de capacitación basados en tec- 
nología de punta para la transmisión e interacción 
real de conocimientos y experiencias en el ámbito 
nacional, regional e internacional. 


D) Operar el sistema de actualización de Auditores para 
la renovación anual de sus conocimientos y habili- 
dades, llevando el control del proceso. 


E) Organizar eventos técnicos sobre materias de su es- 
pecialidad mediante la realización de foros, talleres o 
seminarios abiertos al público. 


F) Establecer un centro especializado de documentación 
y biblioteca de consulta, realizar investigaciones y 
editar y publicar sus resultados. 


G) Administrar los recursos financieros derivados de sus 
operaciones académicas y de otras fuentes alternati- 
vas de financiamiento, todo ello de conformidad con 
el programa anual de actividades y al presupuesto 
Operativo que haya sido formalmente aprobado por 
el Consejo Académico. 
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SECCION IV 
NORMAS CONCURSALES 


Artículo 12.- Créanse dos Juzgados Letrados de 
Concursos, por transformación de dos Juzgados Letra- 
dos en Primera Instancia en lo Civil. 


Estos Tribunales conocerán en primera instancia en 
todos los procedimientos concursales: concursos civi- 
les, concordatos, moratorias de sociedades anónimas, 
quiebras y liquidaciones judiciales cuya competencia co- 
rresponda al departamento de Montevideo. 


Artículo 13.- El fuero de atracción previsto en el ar- 
tículo 1575 del Código de Comercio y en el numeral 5) 
del artículo 457 del Código General del Proceso, será 
aplicable a todos los procesos concursales. 


El Tribunal del Concurso asimismo será competente: 


A) En las acciones sociales de responsabilidad promo- 
vidas contra los administradores o directores de so- 
ciedades (artículos 83 y 393 y siguientes de la Ley 
N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989). 


B) En las acciones reivindicatorias y revocatorias con- 
cursales previstas en el Código de Comercio. 


Artículo 14.- Sustitúyense los artículos 70 de la Ley 
N? 2.230, de 2 de junio de 1893, y 1767 del Título XIX del 
Código de Comercio, los cuales quedarán redactados de 
la siguiente forma: 


“ARTICULO 70 y ARTICULO 1767.- Admitida la ges- 
tión el Juez nombrará en el mismo acto dos acreedores 
elegidos entre los doce de mayor monto que no sean 
privilegiados, ni sociedades vinculadas controlantes o 
integrantes de un mismo grupo económico con la ges- 
tionante, con la finalidad de intervenir e informar sobre 
el giro de los negocios. La intervención que tendrá el 
alcance del artículo 316 del Código General del Proceso, 
supondrá en todos los casos el control de los movi- 
mientos de dinero y mercaderías del giro de la gestio- 
nante y ésta deberá rendir cuenta a los Acreedores In- 
formantes de tales movimientos habidos desde la fecha 
de los Estados Contables adjuntos a la gestión hasta el 
momento de la efectiva intervención. La intervención será 
practicada individualmente por el acreedor que haya acep- 
tado el cargo y hasta el momento que el otro acreedor 
acepte su designación, a partir del cual la intervención 
será ejercida en forma conjunta. Los acreedores desig- 
nados deberán informar, previo examen de los libros y 
demás papeles de la sociedad, sobre la marcha del giro 
empresarial, la exactitud de los documentos anexos a la 
gestión y sobre las bases de la petición concursal. La 
designación podrá recaer en entidades gremiales repre- 
sentativas con actuación en materia concursal.” 
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Artículo 15.- Constatada la demora en la aceptación 
de los cargos previstos en los artículos 20 y 70 de la 
Ley N* 2,230, de 2 de junio de 1893, el Tribunal designa- 
rá de inmediato, como Síndico provisorio o como infor- 
mante, a una persona que figure en la lista de Síndicos 
de acuerdo a lo previsto en el artículo 469.2 del Código 
General del Proceso. 


La referida lista podrá integrarse por representantes 
de instituciones gremiales con personería jurídica. 


Artículo 16.- En todo concurso civil, concordato pre- 
ventivo o moratoria, se podrá crear, a iniciativa de cual- 
quier acreedor concursal, del contador interventor o de 
los Acreedores Informantes, una Comisión de Acreedo- 
res de hasta cinco miembros, integrada por alguno o 
algunos de los acreedores concursales o entidades gre- 
miales representativas de acreedores. También podrán 
integrarlas acreedores hipotecarios, prendarios y privi- 
legiados sin que ello implique la renuncia a sus dere- 
chos prevista en el artículo 1556 del Código de Comer- 
cio y en el artículo 41 de la Ley N* 2.230, de 2 junio de 
1893. 


La constitución de la Comisión se efectuará en una 
reunión de acreedores celebrada judicial o extrajudicial- 
mente, con asistencia de acreedores que representen al 
menos el 50% (cincuenta por ciento) de los créditos qui- 
rografarios denunciados por el deudor. Si la reunión se 
celebrara extrajudicialmente, se labrará acta firmada por 
los asistentes y protocolizada notarialmente, cuyo testi- 
monio se agregará al expediente judicial para el conoci- 
miento del Juez del concurso. 


Artículo 17.- La Comisión de Acreedores tendrá 
como cometidos: 


A) Asesorar al Tribunal, al Interventor, al Síndico o a 
los Acreedores Informantes en todos aquellos asun- 
tos en que su opinión le sea requerida. 


B) Proponer medidas urgentes para la conservación de 
los bienes del deudor y el control de sus activida- 
des, pudiendo solicitar al Tribunal la ampliación de 
las facultades del o de los interventores designados. 


C) Intervenir en las tratativas con el deudor analizando 
la factibilidad de las fórmulas de acuerdo propues- 
tas. 


D) En caso de que se celebre un concordato extrajudi- 
cial o privado la Comisión de Acreedores cumplirá 
los cometidos que le asigne dicho acuerdo. 


E) Recomendar la quiebra, liquidación judicial o con- 
curso necesario, cuando de su labor de asesoramien- 
to se haya constatado la inviabilidad de la fórmula 
concursal o una situación patrimonial deficitaria, sal- 
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vo lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 21 
de la presente ley. 


Artículo 18.- Las publicaciones dispuestas por las 
normas vigentes que regulan los distintos procesos con- 
cursales se efectuarán en el Diario Oficial y en un medio 
de prensa escrita de la ciudad del Juzgado interviniente, 
por el término de tres días. 


En el caso de concursos necesarios, quiebras o li- 
quidaciones judiciales cuando no existan recursos dis- 
ponibles ni suficientes para cubrir el costo de las publi- 
caciones, el Tribunal ordenará su realización sin cargo, 
oficiando a la Dirección Nacional de Impresiones y Pu- 
blicaciones Oficiales. 


Tratándose de procesos concursales preventivos el 
deudor deberá acreditar ante el Tribunal las publicacio- 
nes realizadas acompañando un ejemplar que será entre- 
gado al Actuario dentro del término de quince días há- 
biles a contar de la notificación del auto que las ordenó. 
Si así no lo hiciere el Tribunal revocará el auto de admi- 
sión O la moratoria concedida y decretará el concurso 
necesario, la quiebra o liquidación judicial. 


Modifícanse las normas concursales vigentes en 
cuanto establecen la publicación íntegra de los textos 
concordatarios o de las sentencias, disponiendo que 
bastará que se publique un extracto de su contenido 
previo control de la Oficina Actuaria. 


Artículo 19.- En todos los procedimientos concur- 
sales preventivos, deberá disponerse, por el Juez del 
concurso, en el auto de admisión, la inscripción de la 
solicitud en el Registro Nacional de Actos Personales. 
El deudor deberá acreditar la inscripción en el plazo de 
diez días hábiles a contar de la fecha de libramiento del 
oficio. En caso de omisión, la sede, sin más trámite, re- 
vocará el auto de admisión y decretará el concurso ne- 
cesario, la quiebra o la liquidación judicial del deudor. 


También se ordenará la inscripción de las quiebras, 
liquidaciones judiciales o concursos necesarios que se 
decreten y no existiendo recursos suficientes disponi- 
bles para cubrir las tasas registrales para la inscripción 
de estas interdicciones o para la obtención de informa- 
ciones requeridas por el Tribunal, éste las dispondrá de 
oficio sin cargo. 


Artículo 20.- Si por cualquier causa, el proceso de 
quiebra, liquidación judicial o concurso necesario se en- 
contrare paralizado por un término que exceda los seis 
meses, cualquier acreedor, que justifique su crédito, po- 
drá pedir la clausura de los procedimientos con iguales 
efectos a los previstos para la clausura de la quiebra por 
insuficiencia de activo (artículos 1711 y siguientes del 
Código de Comercio). 
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Artículo 21.- En los procesos concursales preventi- 
vos que se encuentren paralizados en sus trámites por 
un término que exceda los seis meses o en que se cons- 
tate la inactividad del deudor en la explotación de su 
giro o la insuficiencia de sus activos para cumplir con 
los pagos por él ofrecidos, a pedido de cualquier acree- 
dor y previa vista del Ministerio Público y del deudor, el 
Tribunal podrá decretar el concurso necesario, la quie- 
bra o la liquidación judicial. 


Se exceptúan de lo dispuesto precedentemente, los 
casos en que el deudor presente al Tribunal un acuerdo, 
firmado por las mayorías de acreedores, exigidas por las 
distintas normas concursales, en el cual se acepten las 
circunstancias referidas. 


Artículo 22.- En los distintos procedimientos de con- 
cordato preventivo judicial o concurso civil, las Juntas 
de Acreedores sólo podrán prorrogarse con carácter ex- 
cepcional. La solicitud de prórroga planteada por el deu- 
dor, será resuelta por el Tribunal en audiencia, atendien- 
do el voto mayoritario de los acreedores concursales 
presentes. 


Artículo 23.- Agrégase al artículo 1771 del Título XIX 
del Código de Comercio el siguiente inciso: 


“Si el Tribunal deniega la moratoria, decretará sin 
más trámite la liquidación judicial de la sociedad anóni- 
ma solicitante, salvo que ésta demuestre que canceló el 
pasivo personal concursal o logró la adhesión de sus 
acreedores para un concordato preventivo.” 


Artículo 24.- En los casos de concordatos preventi- 
vos, moratorias o concursos civiles voluntarios, los cré- 
ditos de los acreedores, se considerarán incobrables a 
todos los efectos de los tributos recaudados por la Di- 
rección General Impositiva, desde el momento de la con- 
cesión de la moratoria provisional. Los tributos corres- 
pondientes deberán liquidarse por los acreedores a me- 
dida que se produzca la cobranza concursal respectiva. 
Igual tratamiento de incobrabilidad recibirán desde el auto 
declaratorio, los créditos respecto de cuyos deudores 
se haya decretado la quiebra, liquidación judicial o el 
concurso necesario. 


Artículo 25.- A partir de la sanción de la presente 
ley, en los distintos procedimientos concursales comer- 
ciales que se inicien, la moratoria provisional dispuesta 
por el artículo 1545 del Código de Comercio así como la 
prevista en los numerales 1* y 2* del artículo 69 de la 
Ley N* 2.230, de 2 de junio de 1893, no podrá exceder 
del término de un año contado desde la fecha de su 
concesión. El Tribunal, excepcionalmente, podrá exten- 
der este plazo, cuando el mismo resulte necesario para 
culminar los procedimientos pendientes para la homolo- 
gación del concordato presentado. 
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Artículo 26.- Sustitúyese el numeral 1? del artícu- 
lo 1019 del Código de Comercio, por el siguiente: 


““1*, Las acciones provenientes de vales, conformes 
O pagarés contra el librador, si la deuda no ha sido reco- 
nocida por documento separado. 


Los cuatro años se contarán desde el vencimiento o 
desde la fecha de la sentencia de condenación prevista 
en el artículo 1606 de este Código en su caso.” 


Artículo 27.- Sustitúyese el artículo 1026 del Código 
de Comercio por el siguiente: 


“ARTICULO 1026.- La prescripción se interrumpe por 
cualquiera de las maneras siguientes: 


1” Por el reconocimiento que el deudor hace del dere- 
cho de aquél contra quien prescribía. 


2” Por medio de emplazamiento judicial notificado al 
prescribiente. El emplazamiento judicial interrumpe la 
prescripción, aunque sea decretado por Juez incom- 
petente. 


3” Por medio de intimación judicial, practicada perso- 
nalmente al deudor, o por edictos al ausente cuyo 
domicilio se ignorase. 


4” Por la admisión de una pretensión concursal deduci- 
da por el deudor. 


La prescripción interrumpida comienza a correr de 
nuevo: en el primer caso, desde la fecha del reconoci- 
miento; en el segundo, desde la fecha de la última dili- 
gencia judicial que se practicare en consecuencia del 
emplazamiento; en el tercero, desde la fecha de la inti- 
mación o de la última publicación en el Diario Oficial; en 
el caso del numeral 4%, comienza a correr de nuevo, una 
vez concluido el proceso concursal. 


En materia de títulos valores cuando haya recaído 
sentencia de condena se aplicará lo dispuesto por los 
artículos 1216 y 1220 del Código Civil.” 


Artículo 28.- Las resoluciones adoptadas por el Tri- 
bunal Concursal serán impugnables en los plazos y por 
los medios previstos en el Capítulo VI del Título VI del 
Libro I del Código General del Proceso. En todos los 
casos la apelación de las resoluciones que se adopten 
en materia concursal no tendrán efectos suspensivos 
salvo que el Tribunal superior así lo disponga (numeral 
2) del artículo 251 del Código General del Proceso). 


Artículo 29.- Sustitúyese el artículo 452 del Código 
General del Proceso, por el siguiente: 


“ARTICULO 452. (Ejecución colectiva).- Procede la 
ejecución colectiva cuando el deudor se encontrare en 
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estado de cesación de pagos, la que se realizará median- 
te el concurso necesario para el deudor civil y la quiebra 
para el comerciante o la sociedad comercial y la liquida- 
ción judicial para la sociedad anónima. 


La quiebra y la liquidación judicial se regirán por las 
disposiciones pertinentes del Código de Comercio y por 
la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 1893, y sus modificati- 


” 


vas. 


Artículo 30.- Sustitúyese el artículo 453 del Código 
General del Proceso, por el siguiente: 


“ARTICULO 453. (Medidas preventivas de la ejecu- 
ción).- La ejecución colectiva del deudor comerciante 
podrá evitarse mediante la presentación de una solici- 
tud de concordato preventivo o moratoria que cumpla 
con las exigencias previstas en el Código de Comercio, 
o en la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 1893, y concordan- 
tes. 


El deudor civil podrá celebrar acuerdos de pagos con 
sus acreedores, en oportunidad de celebrarse la Junta 
de Acreedores tal como se prevé en el artículo 460.4." 


Artículo 31.- Los Juzgados creados por la presente 
ley deberán comenzar a funcionar en un plazo no mayor 
de noventa días a partir de su promulgación. 


Los Juzgados de Primera Instancia en lo Civil de 
Montevideo remitirán a los Juzgados Letrados de Con- 
cursos, dentro de los treinta días siguientes a su entra- 
da en funcionamiento, todos los expedientes con proce- 
sos concursales en trámite en el estado en que se en- 
cuentren. Los expedientes civiles que estuvieran trami- 
tando hasta entonces los Juzgados transformados, se- 
rán redistribuidos entre los demás Juzgados de Primera 
Instancia en lo Civil, por el procedimiento que disponga 
la Suprema Corte de Justicia. Si la convocatoria a Junta 
o reunión de acreedores ya hubiere sido publicada, la 
remisión se efectuará después de su celebración. Si por 
cualquier circunstancia el expediente no se encontrare 
en el Juzgado actuante, la remisión se efectuará, de in- 
mediato, una vez que le fuera devuelto. 


Artículo 32.- Las normas concursales contenidas en 
la presente ley se aplicarán desde su vigencia a los pro- 
cedimientos en trámite. 


SECCION V 


LICENCIA ESPECIAL PARA LOS FUNCIONARIOS 
PUBLICOS O TRABAJADORES PRIVADOS QUE 
ADOPTEN MENORES 


Artículo 33.- Todo trabajador dependiente, afiliado 
al Banco de Previsión Social, que reciba uno o más me- 
nores de edad, en las condiciones previstas por la pre- 
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sente ley, tendrá derecho a una licencia especial de seis 
semanas continuas de duración. 


La licencia especial con goce de sueldo establecida 
en el inciso primero del presente artículo constituye una 
excepción al régimen de licencias especiales establecido 
por el artículo 37 de la Ley N* 16.104, de 23 de enero de 
1990, para los funcionarios públicos. 


Artículo 34.- Quedan comprendidos en lo estableci- 
do en el artículo 33 de la presente ley, quienes, en virtud 
de una disposición legal, pronunciamiento judicial o re- 
solución del Instituto Nacional del Menor reciban me- 
nores a efectos de su posterior adopción o legitimación 
adoptiva. 


El derecho establecido en el artículo 33 de la presen- 
te ley, sólo podrá ejercerse a partir de que se haya he- 
cho efectiva la entrega del menor. 


Artículo 35.- Sólo podrá hacer uso de esta licencia 
especial uno u otro integrante del matrimonio beneficia- 
rio o el beneficiario en su caso. 


Artículo 36.- Los trabajadores del sector privado que 
hagan uso de la licencia especial prevista y por el perío- 
do de la misma, serán beneficiarios como única compen- 
sación por dicha inactividad de un subsidio a cargo del 
Banco de Previsión Social, que se regirá en lo pertinente 
de acuerdo a lo establecido para el subsidio por mater- 
nidad en los artículos 15 y 17 del Decreto-Ley N* 15.084, 
de 28 de noviembre de 1980, y las disposiciones modifi- 
cativas y concordantes. 


El funcionario público continuará percibiendo su re- 
tribución habitual del organismo en el cual cumple fun- 
ciones, durante el goce de la licencia especial. 


Artículo 37.- Los interesados deberán acreditar la si- 
tuación referida en el artículo 34 de la presente ley, me- 
diante testimonio del decreto expedido por el Juez com- 
petente, constancia expedida por el Instituto Nacional 
del Menor o en caso de adopción mediante testimonio 
de la respectiva escritura pública. 


Artículo 38.- La licencia especial referida deberá go- 
zarse efectivamente, no pudiendo sustituirse por salario 
o compensación alguna. 


El empleador o el jerarca del organismo respectivo, 
en su caso, dispondrá de un plazo máximo de cinco días 
corridos para el otorgamiento de la licencia, desde que 
se acrediten los extremos requeridos por la presente ley. 


El beneficio caducará de pleno derecho si los intere- 
sados no ejercitan su reclamo antes de los treinta días a 
contar de la fecha en que se haga efectiva la entrega del 
menor. 
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Artículo 39.- El interesado que, actuando dolosa- 
mente, induzca a engaños para obtener los beneficios 
de la Sección V de la presente ley, deberá restituir el 
importe de lo que se le haya abonado durante el período 
de la licencia especial debidamente actualizado, sin per- 
juicio de otras consecuencias a que hubiere lugar de 
acuerdo a derecho. 


SECCION VI 
RECURSOS ADMINISTRATIVOS 


Artículo 40.- Declárase, a los efectos establecidos 
por el numeral 20) del artículo 85 de la Constitución de 
la República, que el término de ciento veinte días pre- 
visto por el inciso primero de su artículo 318 sólo es 
aplicable a los recursos de revocación y de reposición, 
incisos primero y cuarto del artículo 317 de la Constitu- 
ción de la República, al decidir los cuales “la autoridad 
administrativa” resuelve recursos interpuestos “contra 
sus decisiones”. Dicho término no rige para la resolu- 
ción de los recursos jerárquicos de anulación y de ape- 
lación incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 317 
citado, los cuales tienen por objeto decisiones no adop- 
tadas por los órganos que resuelven dichos recursos. 
Todo ello, sin perjuicio de la obligación de resolver los 
recursos administrativos cuya decisión le competa, que 
recae sobre todo órgano administrativo. 


Artículo 41.- Sustitúyense los artículos 5” y 6? de la 
Ley N* 15.869, de 22 de junio de 1987, por los siguien- 
tes: 


“ARTICULO 5”.- A los ciento cincuenta días siguien- 
tes al de la interposición de los recursos de revocación 
o de reposición, a los doscientos días siguientes a la 
interposición conjunta de los recursos de revocación y 
jerárquico, de revocación y de anulación, o de reposi- 
ción y apelación, y a los doscientos cincuenta días si- 
guientes al de la interposición conjunta de los recursos 
de revocación, jerárquico y de anulación, si no se hu- 
biere dictado resolución sobre el último recurso se ten- 
drá por agotada la vía administrativa. 


ARTICULO 6”.- Vencido el plazo de ciento cincuenta 
días o el de doscientos, en su caso, se deberán fran- 
quear, automáticamente, los recursos subsidiariamente 
interpuestos, reputándose fictamente confirmado el acto 
impugnado. 


El vencimiento de los plazos a que refiere el inciso 
primero del presente artículo no exime al órgano compe- 
tente para resolver el recurso de que se trate, de su 
obligación de dictar resolución sobre el mismo (artículo 
318 de la Constitución de la República). Si ésta no se 
produjera dentro de los treinta días siguientes al venci- 
miento de los plazos previstos en el inciso primero, la 
omisión se tendrá como presunción simple a favor de la 


C.S.-1529 


1530-C.S. 


pretensión del actor, en el momento de dictarse senten- 
cia por el Tribunal respecto de la acción de nulidad que 
aquél hubiere promovido.” 


Artículo 42.- La modificación de los artículos 5* y 6? 
de la Ley N* 15.869, de 22 de junio de 1987, dispuesta 
por el artículo 41 de la presente ley se aplicará a los 
actos administrativos dictados a partir de la fecha de 
vigencia de la presente ley. 


SECCION VII 
TITULO I 
VIVIENDA PARA PASIVOS 


Artículo 43.- Corresponde al Ministerio de Vivien- 
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en co- 
ordinación con el Banco de Previsión Social, la formula- 
ción y evaluación de las políticas de vivienda para jubi- 
lados y pensionistas. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente tendrá a su cargo la ejecución, super- 
visión y administración de las soluciones habitaciona- 
les en general, atendiendo la demanda que establezca el 
BPS para todo el territorio nacional. 


Artículo 44.- Los recursos provenientes de la recau- 
dación del Impuesto a las Retribuciones Personales (IRP) 
a que refiere el artículo 459 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, se destinarán al suministro, administra- 
ción y mantenimiento de las soluciones habitacionales 
para los jubilados y pensionistas del Banco de Previ- 
sión Social comprendidos en la Ley N* 17.217, de 24 de 
setiembre de 1999. 


Artículo 45.- Compete al Banco de Previsión Social la 
determinación de la demanda cuantitativa y cualitativa 
en todo el territorio nacional, la elaboración del Registro 
de Aspirantes, la del orden de prioridad de los mismos y 
la adjudicación de las soluciones habitacionales, de 
acuerdo a los criterios que el Poder Ejecutivo determine. 


Artículo 46.- Las viviendas que se construyan con 
los recursos a que refiere el artículo 44 de la presente 
ley, serán propiedad del Banco de Previsión Social. El 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Me- 
dio Ambiente tendrá la calidad de administrador legal de 
las viviendas, con los poderes que por derecho corres- 
pondan a un administrador con las más amplias faculta- 
des, tanto en la vía judicial como extrajudicial. 


TITULO Il 
FUSION DE COOPERATIVAS DE VIVIENDA 


Artículo 47.- Las cooperativas de vivienda previs- 
tas en la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968, 
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podrán fusionarse en todo caso, siempre y cuando el 
número de socios de la resultante no sea superior a dos- 
cientos. A dichos efectos se seguirán los trámites pre- 
vistos en la Ley N* 16.060, de 4 setiembre de 1989, en lo 
compatible. 


No obstante, se faculta excepcionalmente la fusión 
entre cooperativas de viviendas, que a la fecha de la 
promulgación de la presente ley compartan el mismo com- 
plejo habitacional, hayan construido complejos habita- 
cionales contiguos o sean copropietarias de los mismos 
aunque la cooperativa resultante de la fusión tenga más 
de doscientos socios. 


Si la cooperativa resultante de la fusión supera los 
doscientos socios se podrá por vía estatutaria crear el 
órgano asamblea representativa. Esta se elegirá por voto 
secreto y tendrá las mismas facultades que la asamblea 
general con excepción de las que impliquen resolver la 
disolución, escisión o fusión de la cooperativa o la re- 
forma de sus estatutos y todas aquellas limitaciones que 
le imponga el estatuto. Las resoluciones reservadas ex- 
clusivamente a la asamblea general podrán aprobarse 
por acto eleccionario. 


TITULO MI 


URBANIZACIONES DE 
PROPIEDAD HORIZONTAL 


Artículo 48.- Las urbanizaciones desarrolladas en zo- 
nas urbanas, suburbanas o rurales, que encuadren den- 
tro de las previsiones de la presente ley y de las norma- 
tivas municipales de ordenamiento territorial, podrán re- 
girse por el régimen de la propiedad horizontal. 


Se entiende por “urbanización de propiedad horizon- 
tal” todo conjunto inmobiliario dividido en múltiples bie- 
nes o lotes objeto de propiedad individual, complemen- 
tados por una infraestructura de bienes inmuebles y ser- 
vicios comunes, objeto de copropiedad y coadministra- 
ción por parte de los propietarios de los bienes indivi- 
duales. 


Las superficies mínimas de los bienes individuales 
no serán inferiores a las que, para la zona en que se 
propone implantar el conjunto, determinen las ordenan- 
zas O planes directores o planes de uso del suelo del 
departamento respectivo. 


Cuando la autoridad municipal apruebe las referidas 
urbanizaciones en zonas rurales, el inmueble matriz po- 
drá ser incorporado a la categoría de urbano o suburba- 
no. 


Artículo 49.- Cada uno de los bienes inmuebles des- 
lindados en el plano de fraccionamiento respectivo como 
fracciones individuales -con o sin construcciones- cons- 
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tituirá una unidad, y se individualizará como “padrón 
matriz/número de unidad”. 


Las unidades no serán a su vez divisibles en unida- 
des menores, ni sobreelevadas, ni en subsuelo. 


No obstante, en el proyecto del conjunto, podrán 
reservarse macrounidades destinadas a subdividirse en 
etapas futuras en unidades análogas a las primeras con- 
forme se establezca en el respectivo Reglamento de Co- 
propiedad. 


Artículo 50.- Cada propietario será dueño exclusivo 
de su lote o unidad y copropietario de los bienes afecta- 
dos al uso común. 


La copropiedad de los bienes comunes es insepara- 
ble de la propiedad de cada lote o unidad. La cuota 
parte en la copropiedad será directamente proporcional 
a la superficie de cada lote o unidad, salvo que otra 
previsión se establezca en el Reglamento de Copropie- 
dad. 


Serán bienes comunes, aquellos destinados al uso y 
goce de todos los copropietarios, tales como accesos a 
los lotes privados, circulaciones y conexiones entre los 
bienes comunes y los lotes, espacios libres destinados 
a actividades sociales o recreativas y sus instalaciones, 
los servicios generales de agua potable, saneamiento, 
energía, alumbrado, disposición de residuos sólidos, en 
la forma que establezca el Reglamento de Copropiedad, 
debidamente inscripto en el Registro de la Propiedad 
Inmueble. 


Los servicios comunes deberán instalarse de modo 
que su operación general, mantenimiento y reparación 
puedan realizarse desde los espacios comunes. 


Artículo 51.- Para los conjuntos inmobiliarios obje- 
to de la presente ley, el estado de propiedad horizontal 
se perfecciona con: 


A) El permiso municipal que aprueba el proyecto de ur- 
banización y la habilitación municipal final de las 
Obras de infraestructura. 


B) El plano de mensura y fraccionamiento horizontal co- 
tejado por la Intendencia respectiva, inscripto en la 
Dirección Nacional de Catastro. 


C) La escritura de Reglamento de Copropiedad, conte- 
niendo la hipoteca recíproca en garantía de las ex- 
pensas comunes. 


Artículo 52.- Cada propietario o promitente compra- 
dor de una unidad para realizar obras en la misma, podrá 
solicitar por sí solo el respectivo permiso de construc- 
ción a la autoridad municipal competente, y será único y 
directo responsable de las obras que realice y del pago 
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de sus aportes de seguridad social las que gravarán ex- 
clusivamente dicha unidad o lote. 


La solicitud de todo permiso de construcción dentro 
del conjunto inmobiliario, deberá ser acompañada por 
una constancia de la administración de la urbanización 
en la que se establezca que el proyecto cumple con las 
condiciones convenidas en el Reglamento de Copropie- 
dad. 


Artículo 53.- La autoridad municipal reglamentará las 
obras mínimas de infraestructura a exigir para autorizar 
el registro en la Dirección Nacional de Catastro de un 
plano de proyecto de urbanización de propiedad hori- 
zontal. Una vez inscripto el plano proyecto y obtenido 
el permiso municipal para la construcción de las obras 
de infraestructura podrán otorgarse e inscribirse prome- 
sas de compraventa de estos bienes en el Registro de la 
Propiedad Inmueble respectivo conforme a las Leyes N* 
8.733, de 17 de junio de 1931, N* 12,358, de 3 de enero de 
1957, y concordantes. 


Artículo 54.- Son aplicables a este régimen todas las 
normas legales vigentes de la propiedad horizontal, en 
tanto no se opongan a las disposiciones específicas de 
la presente ley. 


Este régimen es compatible con las normas del Capí- 
tulo III del Decreto-Ley N* 14.261, de 3 de setiembre de 
1974, y con la Ley N* 16.760, de 16 de julio de 1996, toda 
vez que en el financiamiento de la infraestructura, o de 
parte de sus construcciones, intervengan instituciones 
bancarias habilitadas por dichas normas. 


Artículo 55.- Las urbanizaciones que encuadren en 
el artículo 49 de la presente ley, ya existentes o en curso 
de desarrollo, podrán adecuarse y ampararse al régimen 
que se crea, cumpliendo todos sus extremos. 


TITULO IV 


MODIFICACIONES AL REGISTRO DE 
ASPIRANTES A VIVIENDAS DE EMERGENCIA 


Artículo 56.- A partir de la fecha de publicación de 
la presente ley el Banco Hipotecario del Uruguay no re- 
cibirá nuevas inscripciones en el Registro de Aspiran- 
tes a Viviendas de Emergencia creado en el artículo 88 
del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974. 


Artículo 57.- Para mantener la suspensión de los lan- 
zamientos las personas inscriptas en el Registro de As- 
pirantes a Vivienda de Emergencia (RAVE) o sus cesio- 
narios, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 20 del 
Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974, deberán 
reinscribirse en el mismo dentro de los ciento cincuenta 
días siguientes a la notificación que, por telegrama cola- 
cionado u otro medio fehaciente, les realice el Banco 
Hipotecario del Uruguay (BHU). 
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Las reinscripciones únicamente serán admitidas por 
el BHU una vez acreditados los requisitos indispensa- 
bles para su inscripción original y los establecidos en la 
presente ley. 


A tales efectos deberá presentarse una declaración 
jurada de actividad y de ingresos de todos los actuales 
componentes del núcleo habitacional que sean mayores 
de edad. Todo lo relacionado con el RAVE así como la 
información contenida en las declaraciones juradas no 
estará comprendido dentro de las normas relativas al 
secreto bancario. 


Para comprobar la veracidad de la información con- 
tenida en la citada declaración jurada el BHU podrá utili- 
zar los mecanismos previstos en los artículos 5* y 6” del 
Decreto-Ley N* 15.301, de 14 de julio de 1982. 


Artículo 58.- Cesará automáticamente el derecho a 
la suspensión del lanzamiento de quienes no se reinscri- 
ban en el Registro de Aspirantes a Vivienda de 
Emergencia dentro del plazo establecido precedentemen- 
te, así como de quienes su reinscripción no sea admitida 
por el Banco Hipotecario del Uruguay (BHU) por no cum- 
plir con los requisitos previstos en la presente ley. 


En ambos casos el BHU comunicará dicho extremo al 
Juzgado correspondiente, el que dispondrá sin más trá- 
mite el cese de la suspensión de lanzamiento. 


Artículo 59.- Los propietarios, arrendadores o admi- 
nistradores de los inmuebles arrendados tendrán legiti- 
mación para oponerse, en vía judicial, a la reinscripción 
de sus arrendatarios en el Registro de Aspirantes a Vi- 
vienda de Emergencia, si es que acreditan que no se 
cumplen con los requisitos que posibilitan la reinscrip- 
ción. 


En caso de prosperar estas reclamaciones, la reins- 
cripción quedará sin efecto debiendo proceder el Banco 
Hipotecario del Uruguay en la forma dispuesta por el 
artículo 58 de la presente ley. 


Artículo 60.- Facúltase al Poder Ejecutivo, en acuer- 
do con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente y el Ministerio de Economía y 
Finanzas a destinar, del Fondo Nacional de Vivienda y 
Urbanización, las cantidades necesarias para la compra 
o construcción de viviendas a ser adjudicadas por el 
Banco Hipotecario del Uruguay a los reinscriptos en el 
régimen referido en el artículo 57 de la presente ley, en 
las condiciones que esta institución determine. 


Si el Poder Ejecutivo ejerce la facultad conferida en 
el inciso primero del presente artículo, en el mismo acto 
deberá elevar el tope de ejecución de dicho Fondo en 
las partidas necesarias para realizar la referida compra o 
construcción de viviendas. 
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SECCION VIII 


REGISTRO NACIONAL DE AERONAVES Y 
REGISTRO DE INMUEBLES DEL ESTADO 


Artículo 61.- Créase en el Servicio de Registros Pú- 
blicos regulado por la Ley N* 16.871, de 28 de setiembre 
de 1997, el Registro Nacional de Aeronaves, que inte- 
grará la Sección Mobiliaria del Registro de la Propiedad, 
y tendrá competencia nacional y sede en Montevideo. 


Transfiérese la competencia del Registro Nacional de 
Aeronaves, en lo atinente a la propiedad de las aerona- 
ves, actualmente a cargo de la Dirección General de Avia- 
ción Civil, a la Dirección General de Registros. El Minis- 
terio de Defensa Nacional, en acuerdo con el Ministerio 
de Educación y Cultura, determinará la oportunidad y 
forma en que efectuará dicha transferencia. 


La Dirección General de Aviación Civil mantendrá el 
resto de las competencias que actualmente detenta. 


Declárase aplicable al Registro que se crea lo dis- 
puesto por el artículo 83 del Decreto-Ley N* 15.167, de 6 
de agosto de 1981, en la redacción dada por el artículo 
437 de la Ley N” 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Derógase el Decreto-Ley N” 14.685, de 9 de agosto 
de 1977. 


Artículo 62.- Transfiérese a la Dirección General de 
Registros, la competencia del registro administrativo re- 
ferido en el artículo 174 de la Ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992, el que se denominará Registro de 
Inmuebles del Estado. 


El Registro de la Propiedad Sección Inmobiliaria co- 
municará al Registro de Inmuebles del Estado, todos los 
actos que se presenten a inscribir y que deban registrar- 
se en éste, de forma de evitar la doble inscripción para 
los usuarios, en la forma que determine la reglamenta- 
ción. 


El Ministerio de Educación y Cultura en acuerdo con 
el Ministerio de Economía y Finanzas determinarán la 
oportunidad y forma en que se efectuará dicha transfe- 
rencia. 


SECCION IX 


IMPORTACION DE GAS NATURAL 
ALPOR MAYOR 


Artículo 63.- Todo comprador de gas natural al por 
mayor cuyo consumo promedio anual sea no inferior a 
5.000 metros cúbicos diarios queda habilitado a elegir 
su proveedor de gas natural entre los agentes naciona- 
les o extranjeros autorizados en el marco de los acuer- 
dos vigentes entre la República y otros países e impor- 
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tarlo sin restricción o exigencia de especie alguna, con- 
viniendo libremente las condiciones de la transacción 
sin tener que pagar tarifa de importación alguna. 


Facúltase al Poder Ejecutivo, en los casos que deter- 
mine la reglamentación, a reducir la cantidad mínima de 
metros cúbicos establecida en el inciso primero del pre- 
sente artículo. 


SECCION X 


VIOLACION DE LAS 
DISPOSICIONES SANITARIAS 


Artículo 64.- Sustitúyese el artículo 224 del Código 
Penal, por el siguiente: 


“ARTICULO 224. (Daño por violación de las dispo- 
siciones sanitarias).- El que mediante violación a las dis- 
posiciones sanitarias dictadas y publicadas por la auto- 
ridad competente para impedir la introducción o propa- 
gación en el territorio nacional de enfermedades epidé- 
micas o contagiosas de cualquier naturaleza, causare 
daño a la salud humana o animal, será castigado con 
tres a veinticuatro meses de prisión. 


Será circunstancia agravante especial de este delito 
s1 del hecho resultare un grave perjuicio a la economía 
nacional.” 


SECCION XI 
ZONAS FRANCAS 


Artículo 65.- Sustitúyese el artículo 2” de la Ley 
N?* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, por el siguiente: 


“ARTICULO 2".- Las Zonas Francas son áreas del 
territorio nacional de propiedad pública o privada, cer- 
cadas y aisladas eficientemente, las que serán determi- 
nadas por el Poder Ejecutivo previo asesoramiento de la 
Comisión Honoraria Asesora de Zonas Francas, con el 
fin de que se desarrollen en ellas con las exenciones 
tributarias y demás beneficios que se detallan en la pre- 
sente ley, toda clase de actividades industriales, comer- 
ciales o de servicios y entre ellas: 


A) Comercialización de bienes, excepto los referidos en 
el artículo 47 de la presente ley, depósito, almacena- 
miento, acondicionamiento, selección, clasificación, 
fraccionamiento, armado, desarmado, manipulación o 
mezcla de mercancías o materias primas de proce- 
dencia extranjera o nacional. En todo caso que se 
produzca el ingreso de los bienes al territorio políti- 
co nacional, será de estricta aplicación a lo dispues- 
to en el artículo 36 de la presente ley. 


B) Instalación y funcionamiento de establecimientos fa- 
briles. 
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C) Prestación de todo tipo de servicios, no restringidos 
por la normativa nacional, tanto dentro de la Zona 
Franca como desde ella a terceros países. 


Asimismo, los usuarios de Zonas Francas podrán 
brindar los siguientes servicios telefónicos o informáticos 
desde Zonas Francas hacia el territorio nacional no fran- 
co, respetando los monopolios, exclusividades estatales 
y/o concesiones públicas: 


1) Centro Internacional de llamadas (International Call 
Centers), excluyéndose aquellos que tengan como 
único o principal destino el territorio nacional. 


2) Casillas de correo electrónico. 
3) Educación a distancia. 
4) Emisión de certificados de firma electrónica. 


Los servicios que anteceden recibirán el mismo tra- 
tamiento tributario que los servicios prestados desde el 
exterior ya sea en lo que refiere al prestador, así como a 
la deducibilidad del mismo por el prestatario. 


D) Otras que, a juicio del Poder Ejecutivo, resultaren 
beneficiosas para la economía nacional o para la in- 
tegración económica y social de los Estados. 


En caso de que por este medio se habilite la presta- 
ción de nuevos servicios desde Zona Franca hacia el 
territorio no franco, los mismos estarán alcanzados por 
el régimen tributario vigente al momento de la habilita- 
ción, pudiendo establecerse el mismo en base a regíme- 
nes de retención de impuestos con carácter definitivo, 
de acuerdo a lo que establezca el Poder Ejecutivo. 


El Poder Ejecutivo adoptará las medidas necesarias, 
a efectos de que estas actividades no perjudiquen la 
capacidad competitiva o exportadora de las empresas ya 
instaladas en zona no franca. 


La Administración Nacional de Telecomunicacio- 
nes no podrá fijar tarifas diferenciales para los servicios 
de telecomunicaciones fundadas en la distancia entre 
Montevideo y el lugar en que se encuentre emplazada la 
Zona Franca, siendo de recibo diferencias basadas en 
otros motivos, como ser, volumen o tráfico.” 


SECCION XII 
TITULO I 
FOMENTO DEL DEPORTE 
Capítulo 1 
De los clubes deportivos 


Artículo 66.- A efectos de la presente ley se consi- 
deran clubes deportivos las organizaciones privadas, in- 
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tegradas por personas físicas o jurídicas que tengan por 
objeto la práctica de una o varias modalidades deporti- 
vas por sus asociados, así como la participación en acti- 
vidades y competiciones deportivas en las distintas Fe- 
deraciones Deportivas. 


Se entienden por Federaciones Deportivas las aso- 
ciaciones de segundo grado integradas por clubes de- 
portivos, aunque difiera su denominación identificato- 
ría. 


Artículo 67.- Los clubes deportivos, en función de 
las circunstancias que señalan los artículos siguientes, 
pueden adoptar las siguientes formas jurídicas: 


A) Asociaciones Civiles. 
B) Sociedades Anónimas Deportivas. 


Artículo 68.- Todos los clubes deportivos, cualquiera 
sea su finalidad específica y la forma jurídica que adop- 
ten, deberán inscribirse en el correspondiente Registro 
de Clubes Deportivos que se crea en virtud de la pre- 
sente ley. A partir de la entrada en vigencia de la pre- 
sente ley los clubes deportivos contarán con un plazo 
máximo de seis meses para realizar la inscripción respec- 
tiva. En caso de no realizar la inscripción en el plazo 
indicado, los clubes deportivos no podrán participar en 
las competiciones oficiales de las respectivas Federa- 
ciones. 


Las Federaciones Deportivas reconocidas por el Mi- 
nisterio de Deporte y Juventud serán las únicas autori- 
zadas para organizar competiciones oficiales. 


Artículo 69.- El Ministerio de Deporte y Juventud 
podrá actuar de oficio cuando haya tomado conocimien- 
to de incumplimientos legales, estatutarios o reglamen- 
tarios, relacionados con clubes o federaciones. 


Capítulo 2 
De las Sociedades Anónimas Deportivas en general 


Artículo 70.- Los clubes que participen en competi- 
ciones deportivas oficiales podrán adoptar la forma de 
Sociedad Anónima Deportiva a que refiere la presente 
ley. Dichas sociedades quedarán sujetas al régimen ge- 
neral de las Sociedades Anónimas Comerciales, con las 
particularidades establecidas en la presente ley. 


En la denominación social de estas sociedades se 
incluirá la abreviatura SAD. 


Las Sociedades Anónimas Deportivas tendrán como 
único objeto social la participación en competiciones de- 
portivas oficiales y el desarrollo de actividades deporti- 
vas. 
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Artículo 71.- Una vez aprobada la constitución de 
las Sociedades Anónimas Deportivas por la Auditoría 
Interna de la Nación e inscriptas en el Registro Nacional 
de Comercio, deberán inscribirse en el Registro de Clu- 
bes Deportivos del Ministerio de Deporte y Juventud, 
en un plazo de quince días corridos a partir de su publi- 
cación en el Diario Oficial. 


Capítulo 3 
Del capital de las Sociedades Anónimas Deportivas 


Artículo 72.- El capital mínimo de las Sociedades 
Anónimas Deportivas, y los porcentajes mínimos de sus- 
cripción e integración, serán los establecidos en general 
para las Sociedades Anónimas, pero deberán cumplirse 
exclusivamente mediante aportaciones en dinero. 


Las acciones serán nominativas y de igual valor. 
Capítulo 4 


De los accionistas de las Sociedades Anónimas 
Deportivas 


Artículo 73.- Podrán ser accionistas de las Socieda- 
des Anónimas Deportivas las personas físicas y las per- 
sonas jurídicas privadas. Ninguna persona física o jurí- 
dica podrá poseer en forma simultánea acciones en pro- 
porción superior al 1% (uno por ciento) del capital en 
dos o más Sociedades Anónimas Deportivas que parti- 
cipen en la misma competición. 


Para calcular el límite previsto en el inciso primero 
del presente artículo se computarán las acciones poseí- 
das directa y/o indirectamente por el titular y las que lo 
sean por otra u otras personas o entidades que consti- 
tuyan con aquél una unidad de decisión. 


Aquellas personas físicas sujetas a una relación de 
dependencia con una Sociedad Anónima Deportiva, ya 
sea en virtud de un vínculo laboral, profesional o de 
cualquier otra índole, no podrán poseer acciones de otra 
sociedad que participe en la misma competición que ex- 
cedan de la proporción prevista en el presente artículo. 


A efectos de respetar dichos límites, la superación 
de las cantidades previstas en el inciso tercero de este 
artículo implicará la obligación de enajenar la cantidad 
necesaria de acciones, en el plazo de treinta días a partir 
de producida la violación. 


La reglamentación establecerá la forma en que serán 
enajenadas las acciones que superen los máximos pre- 
vistos en el presente artículo. 


Artículo 74.- Todos los actos o negocios jurídicos 
de los accionistas de una Sociedad Anónima Deportiva 
que supongan la enajenación, cesión, transferencia, gra- 
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vamen, usufructo y/o disposición a cualquier título de 
las acciones de ésta, deberán ser comunicados por la 
Sociedad al Registro de Clubes del Ministerio de Depor- 
te y Juventud dentro de los quince días corridos si- 
guientes a la realización de los mismos. 


Los Estatutos de las Sociedades Anónimas Deporti- 
vas no podrán contener ninguna otra limitación a la li- 
bre transmisibilidad de las acciones. 


Los fundadores de las Sociedades Anónimas Depor- 
tivas no podrán reservarse ventajas o remuneraciones 
de ningún tipo. 


Capítulo 5 


De la Administración de las Sociedades Anónimas 
Deportivas 


Artículo 75.- La sociedad estará administrada por 
una Comisión Directiva compuesta por un mínimo de 
cinco y un máximo de quince miembros. 


Artículo 76.- No podrán ser Directivos de las Socie- 
dades Anónimas Deportivas (SADs) quienes tengan sus- 
pendida la capacidad para el ejercicio del comercio, quie- 
nes hayan sido sancionados mediante resolución firme 
en vía administrativa por alguna de las infracciones pre- 
vistas en la presente ley, ni quienes hayan sido declara- 
dos en quiebra o se encuentren en situación de concor- 
dato o concurso civil. 


Tampoco podrán ser Directivos de las SADSs los fun- 
cionarios al servicio de la Administración cuyas funcio- 
nes se relacionen con actividades de éstas, ni quienes 
sean O hayan sido durante los dos últimos años Directi- 
vos en otro club deportivo que participe en la misma 
competición. 


Artículo 77.- Aprobados por la Auditoría Interna de 
la Nación, todo aumento o disminución del capital, trans- 
formación, fusión, escisión o disolución de la Sociedad 
Anónima Deportiva (SAD) y, en general, cualquier mo- 
dificación de los estatutos sociales deberán ser comuni- 
cados por las correspondientes instituciones al Regis- 
tro de Clubes Deportivos del Ministerio de Deporte y 
Juventud, en un plazo máximo de quince días corridos 
desde la notificación de dicha aprobación. 


Los actos eleccionarios, el nombramiento y la sepa- 
ración de los Directivos de la SAD también deberán ser 
comunicados por las correspondientes instituciones al 
Registro de Clubes Deportivos del Ministerio de Depor- 
te y Juventud, en un plazo máximo de quince días corri- 
dos a partir de la realización de dichos actos. 
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Capítulo 6 


De la adopción de la modalidad Sociedad Anónima 
Deportiva 


Artículo 78.- La adopción de la modalidad Sociedad 
Anónima Deportiva deberá realizarse a través de alguno 
de los siguientes procedimientos: 


A) Creación. 
B) Transformación. 
C) Escisión. 


En todos los casos, la reglamentación establecerá 
los requisitos y trámites necesarios para realizar dichos 
actos. 


Capítulo 7 
Del Registro de Clubes Deportivos 


Artículo 79.- Créase el Registro de Clubes Deporti- 
vos en la órbita de la Dirección de Deportes del Minis- 
terio de Deporte y Juventud. 


El mismo tendrá como cometido registrar y fiscalizar 
las transferencias a cualquier título de las acciones de 
las Sociedades Anónimas Deportivas, aplicar las san- 
ciones correspondientes a los clubes deportivos, sus 
Directivos y/o accionistas y las demás competencias que 
dicte la reglamentación correspondiente. 


Capítulo 8 
Sanciones 


Artículo 80.- Comprobada la existencia de una infrac- 
ción a las obligaciones previstas en la presente ley y sin 
perjuicio de las acciones civiles o penales a que hubiere 
lugar, el infractor será pasible de las siguientes sancio- 
nes, las que se podrán aplicar en forma independiente o 
conjunta según resulte de las circunstancias del caso: 


1) Apercibimiento, cuando el infractor carezca de ante- 
cedentes en la comisión de infracciones de la misma 
naturaleza y ésta sea calificada como leve. 


2) Multa cuyo monto inferior no será menor de 5 UR 
(cinco unidades reajustables) y hasta un monto de 
4.000 UR (cuatro mil unidades reajustables), debien- 
do reglamentarse la aplicación de las mismas. 


Sin perjuicio de las sanciones anteriores, regirán las 
normas previstas en la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre 
de 1989, y las que fueren aplicables de la legislación 
general. 
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La intervención judicial de una Sociedad Anónima 
Deportiva en ningún caso podrá afectar la actividad de- 
portiva de la misma. 


Capítulo 9 
Disposiciones generales 


Artículo 81.- Ninguna Sociedad Anónima Deportiva 
podrá participar con más de un equipo en la misma cate- 
goría de una competición deportiva. 


Artículo 82.- Las Sociedades Anónimas Deportivas 
creadas en virtud de la presente ley cuya única finalidad 
sea la prevista en el inciso tercero del artículo 70, esta- 
rán exoneradas de todo impuesto nacional. 


Artículo 83.- Las Federaciones Deportivas deberán 
aceptar e inscribir en sus registros a los clubes que adop- 
ten la modalidad Sociedad Anónima Deportiva. 


TITULO <H 


TALENTOS DEPORTIVOS Y APOYO A LOS 
DEPORTISTAS 


Capítulo 1 


Programa de Desarrollo y Protección de Talentos 
Deportivos 


Artículo 84.- Créase en el ámbito del Ministerio de 
Deporte y Juventud el programa denominado “Del De- 
sarrollo y Protección de Talentos Deportivos”, que será 
coordinado por una Comisión Honoraria compuesta por 
cinco miembros, que asesorará al Ministerio en cuanto a 
la detección e inclusión de los deportistas en los benefi- 
cios del Programa. La Comisión será designada por el 
Ministerio de Deporte y Juventud y uno de sus miem- 
bros será integrante del Comité Olímpico Uruguayo a 
propuesta de éste. 


Artículo 85.- El Ministerio de Deporte y Juventud 
tendrá entre sus cometidos el desarrollo del programa 
de detección de talentos, en coordinación con las Fede- 
raciones, Asociaciones y Clubes Deportivos, Instituto 
Nacional del Menor y los Entes rectores del sistema edu- 
cativo. Las instituciones referidas informarán al Minis- 
terio la existencia de deportistas que demuestren cuali- 
dades especiales en una determinada disciplina. 


Artículo 86.- Para sugerir la inclusión del deportista 
al programa, la Comisión deberá tener necesariamente 
en cuenta las siguientes circunstancias: 


A) Clasificaciones obtenidas en competiciones o prue- 
bas deportivas nacionales o internacionales. 
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B) Situación del deportista en listas oficiales de clasifi- 
cación deportiva, aprobadas por las federaciones co- 
rrespondientes. 


GC) Condiciones especiales de naturaleza técni- 
co-deportiva, verificadas por los organismos depor- 
tivos. 


Artículo 87.- La resolución de incluir al deportista 
en el programa deberá estar fundada estableciéndose 
con precisión un proyecto de desarrollo, plazo del mis- 
mo y términos del contrato al que deberá someterse. 


El referido contrato será suscrito por el deportista o 
su representante legal y la federación o el club al que 
pertenece, quienes serán solidaria y subsidiariamente res- 
ponsables de los términos del mismo. 


Artículo 88.- El acceso al Programa de Desarrollo y 
Protección de Talentos Deportivos, le permitirá al de- 
portista acceder de acuerdo al contrato que se suscribi- 
rá, a algunos de los siguientes beneficios: 


A) Asistencia especializada, de entrenadores técnicos 
nacionales o internacionales, que a criterio del pro- 
grama así lo requiera. 


B) Asistencia médica. 
C) El aprendizaje de un idioma extranjero. 


D) El traslado al exterior a efectos de perfeccionarse en 
su disciplina deportiva. 


Capítulo 2 
Apoyo a deportistas 


Artículo 89.- Los competidores designados para par- 
ticipar en certámenes internacionales oficiales en repre- 
sentación del país, podrán solicitar a los institutos de 
enseñanza, públicos y privados, autorización para no 
asistir a cursos o clases y éstos deberán conceder dicha 
solicitud, otorgando, en su caso, prórrogas para rendir 
exámenes o pruebas, estableciendo para ello mesas es- 
peciales. 


Los competidores mencionados en el inciso primero 
de presente artículo que revistan la calidad de funciona- 
rios públicos, tendrán derecho a una licencia con goce 
de sueldo, desde dos días antes del certamen hasta dos 
días después de realizado. 


A estos efectos se deberá requerir un informe favo- 
rable del Ministerio de Deporte y Juventud, el que de- 
berá acreditarse ante las autoridades públicas o educati- 
vas correspondientes. 
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SECCION XII 


COOPERATIVA NACIONAL DE PRODUCTORES 
DELECHE 


Artículo 90.- Sustitúyese el artículo 41 de la Ley 
N? 17.243, de 29 de junio de 2000, por el siguiente: 


“ARTICULO 41.- El control interno será ejercido por 
una Comisión Fiscal y el destino de las utilidades será 
dispuesto por las autoridades de la cooperativa, que- 
dando sin efecto, a partir de la vigencia de la presente 
ley, todas las disposiciones legales y reglamentarias que 
se opongan a lo establecido en este artículo. 


La Comisión Fiscal será honoraria y estará integrada 
por tres miembros, que serán electos directamente por 
los productores socios de la referida cooperativa, simul- 
táneamente con la elección de su Directorio y de acuer- 
do a los mismos procedimientos legales y estatutarios 
que sean de aplicación para dicha elección. 


Dos de los integrantes de la Comisión Fiscal corres- 
ponderán a la lista más votada y el restante a la lista que 
le siga inmediatamente en número de votos.” 


SECCION XIV 
REGLAMENTACION 


Artículo 91.- El Poder Ejecutivo reglamentará la pre- 
sente ley en un plazo no mayor de treinta días corridos 
a partir de su promulgación. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 19 de diciembre de 2000. 


Washington Abdala 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
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Comisión Especial 


INFORME EN MAYORIA 
Al Senado: 


Vuestra Comisión Especial creada para estudiar la 
Ley de Urgencia sobre el “Fomento del Empleo y Mejo- 
ras de la Administración”, remitida por el Poder Ejecuti- 
vo con fecha 7 de noviembre de 2000, al amparo de lo 
previsto por el artículo 168, numeral 7* de la Constitu- 
ción de la República, aconseja, en mayoría, la aproba- 
ción del proyecto de ley tal como fuera sancionado por 
la Cámara de Representantes con fecha 19 de diciembre 
de 2000. 
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CONSIDERACIONES GENERALES 


Corresponde expresar, en primer término, que es la 
segunda vez en esta Legislatura, que el Poder Ejecutivo, 
en Consejo de Ministros, remite al Parlamento un pro- 
yecto de ley con declaratoria de urgente consideración, 
conforme a lo previsto por el ordinal 7” del artículo 168 
de la Constitución. 


Si bien en nuestro régimen constitucional no se ad- 
mite la delegación legislativa, ni la legislación de urgen- 
cia por parte del Poder Ejecutivo, como si lo admite en el 
Derecho Comparado, la Constitución italiana de 1947, la 
Constitución alemana de 1949, la Constitución francesa 
de 1958, la Constitución griega de 1975, la Constitución 
portuguesa de 1976, la Constitución española de 1978, y 
en América Latina diversas Constituciones como es el 
ejemplo de las Constituciones peruanas de 1979 y 1993, 
la Constitución chilena de 1980 y reformas posteriores, 
la Constitución brasileña de 1988, y la reforma constitu- 
cional argentina de 1994. Según el constitucionalista ita- 
liano Biscaretti di Ruffia, la principal causa de este fenó- 
meno “es la genérica insuficiencia demostrada por los 
Parlamentos contemporáneos para resolver completa- 
mente las innumerables exigencias normativas del Es- 
tado” (Biscaretti di Ruffia, Paolo, “Derecho Constitucio- 
nal”, Madrid, 1987, pág. 494). 


En cambio diversos países latinoamericanos han in- 
corporado, de la misma forma que lo hizo la Constitu- 
ción uruguaya de 1967, la posibilidad de que el Poder 
Ejecutivo declare o solicite el tratamiento con urgencia 
de un proyecto de ley, como es el ejemplo de la Consti- 
tución peruana de 1979, la Constitución ecuatoriana de 
1984, la Constitución brasileña de 1988 y la Constitu- 
ción colombiana de 1991. 


Al estudiar en especial el régimen de las “leyes de 
urgente consideración”, el ilustre profesor compatriota 
Alberto Ramón Real, enseña que “ésta innovación tien- 
de a obtener la manifestación de voluntad, expresa o 
tácita, del Poder Legislativo, dentro de plazos deter- 
minados, sobre ciertos proyectos de ley del Poder Eje- 
cutivo, que éste considere urgentes. La Reforma procu- 
ra, en este aspecto, combatir la inercia del Poder Le- 
gislativo, mediante la fijación de plazos para el pro- 
nunciamiento de los órganos parlamentarios y la atri- 
bución normativa de efectos positivos a su silencio. 
Así se trata de obtener una reacción contra las malas 
costumbres parlamentarias, que durante las últimas le- 
gislaturas provocaron el desprestigio del Poder Le- 
gislativo por su morosidad o ineficacia en la aten- 
ción de los problemas nacionales, incluso en los ca- 
sos en que iniciativas importantes y estudiadas del 
Poder Ejecutivo pudieron ser un buen punto de parti- 
da para su solución” (véase Correa Freitas, Ruben, 
“Derecho Constitucional Contemporáneo”, Mdeo. 1993, 
Tomo IL pág. 33). 


C.S.-1537 


1538-C.S. 


La “declaratoria de urgencia” tiene que ver estricta- 
mente con los plazos fijados por la Constitución de la 
República para la sanción de las leyes, que en este caso 
son de cuarenta y cinco días para la primera Cámara y 
de treinta días para la segunda Cámara. Pero nada tiene 
que ver con el objeto o materia del proyecto de ley sea 
urgente en sí mismo, dado que es el Poder Ejecutivo 
quien por razones de oportunidad o conveniencia le asig- 
na el carácter de urgente. En síntesis, pues, la declarato- 
ria de urgencia es un problema formal, de procedimien- 
to, y no sustancial, material o de contenido. 


Como enseña el profesor español Alvarez Conde, “la 
función legislativa de los Parlamentos modernos no 
responde ya a los esquemas clásicos que hicieron de la 
misma la más importante de las atribuciones parla- 
mentarias. Y ello en base a las siguientes razones: 


1) Por un lado, ha cambiado sustancialmente el con- 
cepto de ley, pues, aunque siga considerándose 
como la expresión de la voluntad general, sus ca- 
racteres de generalidad y abstracción se han per- 
dido. Además, hay que tener en cuenta que hasta la 
propia ley está sujeta a un control jurisdiccional 
por parte de los órganos de Justicia Constitucio- 
nal. 


2) Por otro lado, la intervención del Gobierno en la 
función legislativa se hace cada vez más presente, 
no sólo a través de la legislación de urgencia, sino 
fundamentalmente por medio de la legislación de- 
legada. Todo ello sin olvidar la posible existencia 
como sucede en la actual Constitución francesa, de 
la reserva reglamentaria” (Alvarez Conde, Enrique, 
“Curso de Derecho Constitucional”, Madrid, 1997, 
Volumen Il, pág. 141). 


En consecuencia, a juicio de la mayoría de la Comi- 
sión Especial, el Poder Ejecutivo ha utilizado correcta- 
mente, de acuerdo a la Constitución de la República, el 
instituto de la declaratoria de urgente consideración para 
el tratamiento legislativo, en un plazo razonablemente 
breve, de aquellos asuntos, materias o temas que consi- 
dera de especial interés o importancia, para el desarrollo 
de la gestión de gobierno, el progreso de la economía y 
el mejoramiento social. 


ANALISIS PARTICULAR 


La Comisión Especial tomó en consideración el ex- 
haustivo análisis realizado oportunamente por la Cáma- 
ra de Representantes, que introdujo algunas modifica- 
ciones al proyecto de ley remitido por el Poder Ejecuti- 
vo, entendiendo oportuno limitar el tratamiento a algu- 
nos temas de especial interés o que generaron reaccio- 
nes diversas de los diferentes sectores políticos repre- 
sentados en el Parlamento. Es así como se dispuso reci- 
bir en audiencia para recabar información al señor Presi- 
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dente de ANCAP don Jorge Sanguinetti, al señor Minis- 
tro de Economía y Finanzas Cr. Alberto Bensión y al 
Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
Cr. Ariel Davrieux, a la Junta Nacional de Empleo, al 
Director del Banco de Previsión Social don Luis Colo- 
tuzzo Risso, al Presidente de UTE Esc. Ricardo Scaglia y 
al Presidente de ANTEL Ing. Fernando Bracco. 


1. - FOMENTO DEL EMPLEO 


Son de particular relevancia las normas contenidas 
en el proyecto de ley de Urgencia sobre fomento del 
empleo (Arts. 1% a 69), previéndose con ello una sustan- 
cial mejora en el nivel de actividad que lamentablemente 
se vio comprimido en el año 2000 como consecuencia de 
los factores externos que perjudicaron notoriamente a la 
economía nacional. Es por ello, que en el Art. 1? se ha 
fijado en cero por ciento durante el año 2001, la tasa de 
aporte patronal jubilatorio al Banco de Previsión Social 
para aquellos dependientes que a partir del 1? de enero 
de 2001 fueren contratados o reincorporados del seguro 
de desempleo. Por su parte, el Art. 2* reduce en un se- 
tenta y cinco por ciento para el sector de la construc- 
ción, la tasa de aporte patronal previsional jubilatorio 
para los propietarios de obras privadas por el período 1? 
de enero al 31 de diciembre de 2001. El Art. 3* reduce el 
porcentaje del aporte patronal jubilatorio durante el año 
2001, para las empresas unipersonales cuyo titular tu- 
viera una edad entre dieciocho y veintinueve años de 
edad. Finalmente, los Arts. 4%, 5” y 6” reduce la tasa de 
aporte patronal rural, tal como fue dispuesto oportuna- 
mente por la Ley N* 17.243 de fecha 29 de junio de 2000. 


2. - FISCALIZACION DE SOCIEDADES COMER- 
CIALES 


Las normas sobre fiscalización de sociedades comer- 
ciales en las que participen los Entes Autónomos y los 
Servicios Descentralizados (Arts. 7” y 8*), tienden a dar- 
le mayor transparencia a la gestión pública y mayor con- 
trol al Poder Ejecutivo en todas las sociedades o em- 
prendimientos que lleven adelante las empresas públi- 
cas uruguayas. 


3, - ESCUELA DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL 


La creación de la Escuela de Auditoría Gubernamen- 
tal (Arts. 9% a 11) en la órbita del Tribunal de Cuentas, 
tiene como finalidad básica la capacitación, especializa- 
ción y prevención contra los distintos fenómenos rela- 
cionados con la corrupción, aspecto sobre el cual el Po- 
der Legislativo sancionó oportunamente la Ley N* 17.060 
de 23 de diciembre de 1998, conocida como Ley Anti- 
corrupción por la que se creó una Junta Asesora en 
Materia Económico Financiera del Estado y se estable- 
cieron una serie de disposiciones penales castigando 
los delitos de corrupción. 
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4. - NORMAS CONCURSALES 


En la Sección IV (Arts. 12 a 32), se aprueban una 
serie de normas en materia de concursos civiles, con- 
cordatos, moratorios de sociedades anónimas, quiebras 
y liquidaciones judiciales, creándose dos Juzgados Le- 
trados de Concursos, por transformación de dos Juzga- 
dos Letrados de Primera Instancia en lo Civil, con com- 
petencia en el departamento de Montevideo. Sobre el 
particular corresponde expresar que se trata de una ac- 
tualización necesaria e imprescindible de normas que da- 
tan del año 1926 en materia de concordatos. Estima la 
Comisión Especial en mayoría, que es trascendente la 
reforma en cuanto crea una jurisdicción especializada en 
la materia, aunque por ahora limitada al departamento de 
Montevideo. Asimismo es importante el acortamiento de 
los plazos para evitar situaciones como la de empresas 
que no tienen giro comercial y continúan funcionando, 
usufructuando una moratoria provisional; o el caso de 
empresas que no pagan sus obligaciones y hace tres o 
cuatro años que siguen usufructuando moratorias judi- 
ciales. Estas son formas de competir deslealmente con 
aquellas empresas que cumplen normalmente con sus 
obligaciones tributarias. 


5. - LICENCIA ESPECIAL PARA ADOPCION DE 
MENORES 


En la Sección V (Arts. 33 a 39), se establecen dispo- 
siciones sobre licencia especial para los funcionarios pú- 
blicos o trabajadores privados que adopten menores. Se 
considera de enorme trascendencia social la aprobación 
de estas normas, por cuanto se habrá de fomentar la 
integración a la familia de niños y adolescentes en si- 
tuación de abandono, dando cumplimiento a la norma 
programática prevista por el artículo 41, inciso segundo 
de la Constitución de la República que prescribe que 
“la ley dispondrá las medidas necesarias para que la 
infancia y juventud sean protegidas contra el abando- 
no corporal, intelectual o moral de sus padres o tuto- 
res, así como contra la explotación o el abuso”. Esta 
norma constitucional ha sido complementada por la Con- 
vención sobre los Derechos del Niño adoptada en la 
ciudad de Nueva York el 6 de diciembre de 1989 y apro- 
bada por la Ley N* 16.137 de 28 de setiembre de 1990. 


6. - RECURSOS ADMINISTRATIVOS 


El artículo 40 del proyecto de ley de Urgencia a con- 
sideración del Senado, declara por vía interpretativa, con- 
forme a lo previsto por el Art. 85 numeral 20 de la Cons- 
titución, que el término de ciento veinte días previsto 
por el inciso 1? del artículo 318 de la Constitución de la 
República, sólo es aplicable a los recursos de revoca- 
ción y de reposición, incisos primero y cuarto del artícu- 
lo 317 de la Constitución de la República, al decidir los 
cuales “la autoridad administrativa” resuelve recursos 
interpuestos “contra sus decisiones”. Prescribe el men- 
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cionado artículo 40 que el término de ciento veinte días 
no rige para resolver los recursos subsidiarios, jerárqui- 
cos, de anulación o de apelación (Art. 317, incisos se- 
gundo, tercero y cuarto de la Constitución de la Repú- 
blica) con lo que se reduce sustancialmente el plazo que 
tiene la Administración para resolver los recursos admi- 
nistrativos. 


El artículo 41 del proyecto de ley de Urgencia, susti- 
tuye los artículos 5” y 6” de la Ley N* 15.869 de fecha 22 
de junio de 1987, estableciendo en que plazo se consi- 
dera agotada la vía administrativa. Corresponde infor- 
mar al Senado que, en el régimen vigente, la Administra- 
ción tiene ciento cincuenta días corridos para resolver 
cada uno de los recursos administrativos interpuestos, 
es decir que si se interponen los recursos administrati- 
vos de revocación, jerárquico y de anulación en subsi- 
dio para ante el Poder Ejecutivo contra un acto adminis- 
trativo dictado por un órgano subordinado de un servi- 
cio descentralizado, como por ejemplo la Administración 
Nacional de Correos, el plazo total que tiene la Adminis- 
tración actualmente es de cuatrocientos cincuenta días 
corridos. En cambio, una vez aprobada la reforma pro- 
puesta en el proyecto de ley de Urgencia, la vía admi- 
nistrativa quedará agotada a los doscientos cincuenta 
días siguientes al de la interposición conjunta de los 
recursos administrativos mencionados, disminuyéndose 
el plazo en doscientos días menos a favor del adminis- 
trado. En síntesis, pues, la reforma que introduce el pro- 
yecto de ley de Urgencia, establece los siguientes pla- 
zos para los diferentes tipos de recursos administrati- 
vos, a saber: 


a) - Si se interponen los recursos de revocación o de 
reposición, el plazo para resolver la Administración será 
como hasta el presente de ciento cincuenta días corri- 
dos. 


b) - Si se interponen conjuntamente los recursos de 
revocación y jerárquico en subsidio, o en su defecto de 
reposición y de apelación en subsidio ante los Gobier- 
nos Departamentales, el plazo que tiene la Administra- 
ción para su resolución será de doscientos días corri- 
dos, con lo que se reduce en cien días respecto del 
régimen actual. 


Cc) - Si se interponen conjuntamente los recursos de 
revocación, jerárquico y de anulación en subsidio para 
ante el Poder Ejecutivo, en este caso el plazo para la 
resolución por parte de la Administración será de dos- 
cientos cincuenta días corridos, reduciéndose en dos- 
cientos días respecto del régimen actual. 


Asimismo corresponde expresar que respecto de los 
recursos de revocación y de reposición (artículo 317, in- 
cisos primero y cuarto de la Constitución de la República) 
el plazo que tiene la Administración es de ciento cincuen- 
ta días corridos, que se dividen de la siguiente manera: 
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a) Un primer plazo, para los trámites para la debida 
instrucción del asunto, que es de treinta días corri- 
dos, según lo dispuesto por el artículo 11 de la Ley 
N* 15.869. Este plazo se cuenta por días corridos; se 
computa sin interrupción, si vence en día feriado se 
extenderá hasta el día hábil inmediato siguiente; y 
no se suspende por la Semana de Turismo. 


b) Un segundo plazo, que es de origen constitucional, 
para la resolución de los recursos por parte de las 
autoridades, que es de ciento veinte días corridos, 
contados a partir de la fecha del último acto que 
ordene la ley o reglamento aplicable (artículo 145 del 
Decreto N* 500/991). Este plazo se contará por días 
corridos; se computará sin interrupción; se suspen- 
derá durante la Semana de Turismo; y si vence en 
día feriado se extenderá hasta el día hábil inmediato 
siguiente (sobre el tema puede verse Correa Freitas, 
Ruben, y Vázquez, Cristina “Manual de Derecho de 
la Función Pública”, Mdeo. 1998, págs. 270-271; Co- 
rrea Freitas, Ruben “Procedimiento Administrativo 
Común y Disciplinario”, Mdeo. 1998, págs. 267-268). 


Cabe hacer notar que la disposición del Art. 40 del 
proyecto de ley de Urgencia no refiere al derecho de 
petición, previsto en el Art. 318 de la Constitución de la 
República, dado que se reglamenta únicamente lo refe- 
rente a “los recursos administrativos que se interpon- 
gan contra sus decisiones”. Quiere decir, pues, que las 
peticiones administrativas seguirán como hasta el pre- 
sente, con el mismo plazo para la decisión por parte de 
la Administración, que es de ciento cincuenta días corri- 
dos, a partir del día siguiente de su presentación. 


7. - VIVIENDA PARA PASIVOS 


Los artículos 43 al 46 del proyecto de ley de Urgen- 
cia regulan lo relacionado con las competencias en la 
formulación y evaluación de las políticas de vivienda 
para jubilados y pensionistas, estableciendo que la com- 
petencia le corresponde al Ministerio de Vivienda, Or- 
denamiento Territorial y Medio Ambiente en coordina- 
ción con el Banco de Previsión Social. El inciso segun- 
do del artículo 43 se refiere a un concepto amplio de 
“soluciones habitacionales” en vez de adjudicación de 
viviendas, dado que se entiende que es el concepto ade- 
cuado para contemplar las situaciones de las personas 
mayores de edad que gozan de jubilación o pensión y 
que más que una vivienda en muchos casos lo que re- 
quieren es de una solución habitacional que contemple 
sus necesidades personales, alimentarias, afectivas y so- 
ciales. 


$. - FUSION DE COOPERATIVAS DE VIVIENDA 


El artículo 47 establece que las cooperativas de Vi- 
vienda previstas en la Ley N* 13.728 de 17 de diciembre 
de 1968, podrán fusionarse cuando el número de socios 
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no sea superior a doscientos, facultándose excepcional- 
mente la fusión entre cooperativas de viviendas que a la 
fecha de la promulgación de la presente ley, compartan 
el mismo Complejo Habitacional, hayan construido Com- 
plejos Habitacionales contiguos o sean co-propietarias 
de los mismos aunque la cooperativa resultante de la 
fusión tenga más de doscientos socios. 


9. - URBANIZACION DE PROPIEDAD HORIZON- 
TAL 


Los artículos 48 a 55 del proyecto de ley de Urgencia 
a consideración del Senado, prevé que las urbanizacio- 
nes desarrolladas en zonas urbanas, suburbanas o rura- 
les, podrán regirse por el régimen de propiedad horizon- 
tal. En tal sentido se contempla el desarrollo que se está 
produciendo con diversas iniciativas privadas, que tien- 
den a lograr un mejor confort y una calidad de vida 
adecuada de los integrantes de dichas urbanizaciones. 


10. - REGISTRO DE ASPIRANTES A VIVIENDAS 
DE EMERGENCIA 


Por el artículo 56 se elimina el Registro de Aspiran- 
tes a Viviendas de Emergencia a cargo del Banco Hipo- 
tecario del Uruguay. Con ello se soluciona un grave pro- 
blema que se le ha planteado al Banco Hipotecario del 
Uruguay como consecuencia de la jurisprudencia de 
la Suprema Corte de Justicia a partir de la Sentencia 
N* 167/98 de fecha 17 de agosto de 1998 por la cual se 
condenó al Estado, conforme a lo dispuesto por el artí- 
culo 24 de la Constitución que consagra la responsabili- 
dad del Estado, a pagar la indemnización correspondiente 
a los propietarios por la falta de goce de la propiedad 
arrendada y cuyos inquilinos se encuentran inscriptos 
en el RAVE, sin que se les halla adjudicado la vivienda 
correspondiente (véase la Sentencia publicada en la Re- 
vista Jurídica “La Justicia Uruguaya”, Mdeo., 1999, Tomo 
119, caso 13.670, págs. 200-205). Dicha jurisprudencia se 
ha mantenido constante, por lo que el Banco Hipoteca- 
rio del Uruguay está afrontando una serie de demandas 
de propietarios que se han visto perjudicados por el 
actual sistema del RAVE y por esa razón el Poder Ejecu- 
tivo ha entendido conveniente eliminar dicho registro, 
disponiendo en su artículo 57 la reinscripción dentro de 
los 150 días siguientes a la notificación de las personas 
inscriptas en el RAVE o sus cesionarios. El artículo 58 
dispone el cese automático del derecho a la suspensión 
del lanzamiento de quienes no se reinscriban en el RAVE, 
así como de aquellos cuya reinscripción no sea admitida 
por el Banco Hipotecario del Uruguay. 


11. - REGISTRO NACIONAL DE AERONAVES Y 
REGISTRO DE INMUEBLES DEL ESTADO 


Los artículos 61 y 62 transfieren a la Dirección Gene- 
ral de Registros la competencia en materia de Registro 
Nacional de Aeronaves y de Registro de Inmuebles del 
Estado. 
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12. - IMPORTACION DE GAS NATURAL 


El artículo 63 del proyecto de ley de Urgencia consa- 
gra la potestad de todo comprador de gas natural al por 
mayor cuyo consumo promedio anual sea no inferior a 
5.000 metros cúbicos diarios de elegir su proveedor de 
gas natural entre los agentes nacionales o extranjeros e 
importarlo sin restricción o exigencia de especie alguna. 


Esta disposición tiene una especial relevancia, por 
cuanto elimina cualquier tipo de monopolio en la materia 
y desregula el mercado de importación de gas natural, lo 
que habrá de facilitar el desarrollo de las actividades 
productivas e industriales en nuestro país, sin que se 
vean sometidas a restricciones o al pago de tributos o 
cánones por su importación, bajando sensiblemente los 
costos de producción. Corresponde destacar que tanto 
el Presidente de ANCAP como el Presidente de UTE 
apoyaron la solución prevista por el artículo 63. 


13. - VIOLACION DE LAS DISPOSICIONES SA- 
NITARIAS 


El artículo 64 del proyecto de ley de Urgencia susti- 
tuye el artículo 224 del Código Penal, que se refiere al 
delito de daño por violación de las disposiciones sani- 
tarias. Esta disposición que fue incorporada al Código 
Penal de 1934, tiene su origen en el artículo 271 del Có- 
digo Penal uruguayo de 1889, que lo tomó a su vez del 
proyecto Zanardelli de 1883 y del Código Penal argenti- 
no de 1886 (véase Bayardo Bengoa, Fernando, “Dere- 
cho Penal Uruguayo”, Montevideo 1977, Tomo V, Volu- 
men Il, pág. 246). En nuestra doctrina se afirma que se 
trata de una norma penal en blanco, pero que su inte- 
gración se hará siempre por ley, porque las autoridades 
competentes a que se refiere son la nacional o la munici- 
pal, es decir el Ministerio de Salud Pública o los Gobier- 
nos Departamentales. (Cairoli Martínez, Milton, “Curso 
de Derecho Penal Uruguayo”, Montevideo 1993, Tomo 
IV, págs. 117-118). 


Por otra parte es necesario destacar que es un delito 
que se castiga a título de dolo directo, es decir que se 
requiere la prueba de la voluntad de violar la norma pe- 
nal, conociendo la existencia de la misma, razón por la 
cual no se admite la incriminación a título de culpa, ne- 
gligencia o impericia. Como ejemplos de este delito se 
pueden señalar los siguientes: violación de una cuaren- 
tena, aunque se esté sano; no vacunarse obligatoria- 
mente, cuando esa medida haya sido impuesta; no cum- 
plir con las disposiciones de limpieza en caso de epi- 
demias; no cumplir con normas acerca del enterramien- 
to de cadáveres; violar la prohibición de entrada o sali- 
da al país en caso de epidemia; no desinfectar instru- 
mentos quirúrgicos usados en casos de intervenciones 
a enfermos contagiosos (Cairoli Martínez, Milton, Ob. 
cit., pág. 118). 
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El artículo 64 en análisis modifica la redacción original 
del Código Penal de 1934 estableciendo que comete el 
delito de daño por violación a las disposiciones sanita- 
rias, el que viole las disposiciones sanitarias dictadas y 
publicadas por la autoridad competente para impedir la 
introducción o propagación en el territorio nacional de 
enfermedades epidémicas o contagiosas de cualquier na- 
turaleza, causando daño a la salud humana o animal, pre- 
viéndose que será castigado con 3 a 24 meses de prisión. 


14. - ZONAS FRANCAS 


El artículo 65 sustituye el artículo segundo de la Ley 
N* 15.921 de fecha 17 de diciembre de 1987. Como nove- 
dad, debemos destacar que el literal C prevé que los 
usuarios de Zonas Francas podrán brindar servicios te- 
lefónicos o informáticos desde Zonas Francas hacia el 
territorio nacional no franco, respetando los monopo- 
lios, exclusividades estatales o concesiones públicas En- 
tre esos servicios debemos destacar los llamados “call 
centers”, las casillas de correo electrónico, educación a 
distancia y la emisión de certificados de firma electróni- 
ca, que en realidad debe referirse a la certificación de 
firma digital, dado que la firma electrónica no necesita 
certificación alguna. Corresponde aclarar, tal como lo hizo 
el señor Presidente de ANTEL ante a Comisión Especial, 
que estos servicios no afectan para nada las competen- 
cias ni los servicios que presta ANTEL en el territorio 
nacional. 


En el literal D se establece que ANTEL no podrá fijar 
tarifas diferenciales para los servicios de telecomunica- 
ciones fundadas en la distancia entre Montevideo y el 
lugar en que se encuentre emplazada la Zona Franca. 


Es indudable, a juicio de la mayoría de la Comisión 
Especial, que las modificaciones propuestas tienen como 
finalidad la atracción de inversión extranjera y el desa- 
rrollo de actividades que habrán de generar empleo y un 
mayor nivel de actividad en nuestro país. 


15. - FOMENTO DEL DEPORTE 


En la Sección XII (artículos 66 a 89) se consagran 
una serie de disposiciones referidas a los clubes depor- 
tivos, a las Sociedades Anónimas Deportivas en gene- 
ral, sobre la administración de las Sociedades Anónimas 
Deportivas, el registro de clubes deportivos, etc. En tal 
sentido el artículo 67 establece que los clubes deporti- 
vos pueden adoptar las siguientes formas jurídicas: A) 
Asociaciones Civiles, B) Sociedades Anónimas Deporti- 
vas. El artículo 68 establece que los clubes deportivos 
deberán inscribirse en el registro de clubes deportivos 
que se crea en la presente ley. 


La novedad más importante se refiere a la admisión 
de la forma de Sociedad Anónima Deportiva respecto de 
los clubes que participen en competiciones deportivas 
oficiales (artículos 70 y 71). Se prevé además que las 
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acciones serán nominativas y de igual valor (artículo 
72). El artículo 75 establece que la Sociedad Anónima 
Deportiva estará administrada por una comisión directi- 
va compuesta por un mínimo de 5 y un máximo de 15 
miembros. El artículo 82 establece la exoneración de todo 
impuesto nacional a las Sociedades Anónimas Deporti- 
vas. En el artículo 84 se crea en el ámbito del Ministerio 
de Deporte y Juventud un programa denominado “del 
desarrollo y protección de talentos deportivos” que será 
coordinado por una comisión honoraria compuesta por 
5 miembros. Finalmente el artículo 89 prescribe que los 
competidores designados para participar en certámenes 
internacionales oficiales en representación del país, po- 
drán solicitar a los institutos de enseñanza públicos y 
privados, autorización para no asistir a cursos o clases, 
previéndose además para los que tengan calidad de fun- 
cionarios públicos una licencia con goce de sueldo des- 
de 2 días antes del certamen hasta 2 días después de 
realizado. 


16. - COOPERATIVA NACIONAL DE PRODUC- 
TORES DE LECHE 


Por último, el artículo 90 sustituye el artículo 41 de la 
Primera Ley de Urgencia, Ley N* 17.243 de fecha 29 de 
junio de 2000, estableciendo que el control interno será 
ejercido por una comisión fiscal, que será honoraria y 
que estará integrada por 3 miembros, que serán electos 
directamente por los productores socios, simultáneamen- 
te con la elección de su directorio. 


CONCLUSIONES 


Por las razones expuestas, la Comisión Especial en 
mayoría recomienda al Senado la aprobación del adjunto 
proyecto de ley remitido oportunamente por el Poder 
Ejecutivo dado que el mismo contiene una serie de ins- 
trumentos que habrá de favorecer la recuperación de la 
actividad económica de nuestro país, la inversión de ca- 
pitales extranjeros, así como una mayor competitividad 
por la reducción de costos, la eliminación de monopo- 
lios y de regulaciones innecesarias. 


Montevideo, 2 de enero de 2001. 


Ruben Correa Freitas (Miembro Informante), 
Alberto Brause, José Jorge de Boismenú, 
Francisco Gallinal, Luis Alberto Heber. Se- 
nadores. 


INFORME EN MINORIA 


Tal como lo hiciera nuestra Bancada en la Cámara de 
Representantes, nuestra primera consideración se rela- 
ciona a la inoportunidad del trámite de urgente conside- 
ración otorgado al proyecto en consideración. 


CAMARA DE SENADORES 


El trámite previsto por nuestra Constitución pierde 
jerarquía con este uso reiterado con iniciativas que in- 
cluyen una multiplicidad de temas de los cuales pocos 
pueden ser considerados urgentes. 


El Encuentro Progresista-Frente Amplio reitera su 
honda preocupación por el significado implícito en el 
uso reiterado de este mecanismo por parte del Poder 
Ejecutivo: una franca falta de confianza en los trámites 
legislativos que alimenta la cruzada contra los parlamen- 
tos y el sistema político en general que se viene desa- 
rrollando en forma sistemática desde medios de comuni- 
cación por algunos agentes económicos. Esta actitud 
desde quienes tienen la responsabilidad de gobierno no 
ayuda a fortalecer el sistema democrático y a sus insti- 
tuciones, ya que en un momento de recesión económica 
como el que vive el país, con múltiples descontentos 
expresados de distintas formas, el descrédito en los ac- 
tores políticos resulta por, lo menos, una señal peligro- 
sa. 


Reiteramos asimismo, como se hiciera en oportuni- 
dad de la primera ley de tratamiento de urgente conside- 
ración, que la cantidad y heterogeneidad de los temas 
considerados en el proyecto, desmerecen la seriedad de 
la labor legislativa. 


Salvo la prioridad notoria y razonable de la necesi- 
dad de fomentar el empleo, tema de la primera Sección 
de la ley, el resto de temas merecían un tratamiento de 
mayor profundidad en las Comisiones específicas de cada 
Cámara. En la gran mayoría de las diferentes Secciones 
han debido realizarse modificaciones en su tratamiento 
en Diputados, no sólo propuestas por los señores Dipu- 
tados sino desde el propio Poder Ejecutivo que debió 
variar algunas redacciones por incompletas, apresura- 
das o equivocadas. En otros casos los ejecutores direc- 
tamente implicados desconocían la variación de la nor- 
mativa lo que implicará en muchos casos, al detectarse 
complicaciones en su aplicación, el envío de correctivos 
posteriores. En este mismo proyecto estamos modifican- 
do un error relativo a la anterior Ley de Urgente Consi- 
deración aprobada hace sólo seis meses. En el presente 
proyecto ya ha quedado estipulado que varios artículos 
de diferentes Secciones deberán ser corregidos o expli- 
citados para evitar una interpretación errónea. 


Sección I: Fomento del Empleo 


El título de esta Sección que da nombre a la totalidad 
del proyecto de ley en tratamiento justifica plenamente 
la consideración urgente de iniciativas dada la emergen- 
cia nacional al respecto. 


Lamentablemente los seis artículos que integran este 
bloque, sólo se refieren a una única medida de estímulo: 
la exoneración de aportes patronales. 
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Por considerar de emergencia nacional el tema, deja- 
mos sentado nuestra discrepancia con el tratamiento del 
mismo, minimizado en forma timorata, sin vuelo, sin 
apuestas fuertes tales como se requieren en coyunturas 
críticas como la presente. El espíritu con que se encaró 
la política nacional de inversiones en el Presupuesto 
Quinquenal se repite en este Capítulo que emplea meca- 
nismos que los propios interesados, los empresarios, 
cuestionan en su efectividad. 


Hemos presentado algunas de las medidas que en- 
tendemos serían más efectivas para el estímulo a la crea- 
ción de puestos de trabajo, que, aunque no han conta- 
do con el apoyo de los votos de la coalición de gobier- 
no y algunas de ellas deberían ser de iniciativa del Po- 
der Ejecutivo, queremos dejar constancia de que nues- 
tra negativa a acompañar las propuestas del proyecto 
tienen el fundamento de un encare totalmente distinto 
de lo que entendemos debería ser una política de fo- 
mento del empleo. 


Se incluyen en esta Sección normas de apoyo al sec- 
tor agropecuario que entendemos no son en realidad 
generadoras de puestos de trabajo aunque presten ali- 
vio al castigado sector productivo de nuestro país. En- 
tendemos que son ampliamente mejorables, por lo que 
hemos presentado sustitutivos tendientes a atender a 
las empresas de menor porte y más castigadas en el 
período. Asimismo incorporamos un aditivo que esta- 
blece el cese por 180 días de las ejecuciones y del pase 
al trámite judicial de las deudas de origen agropecuario 
con la banca pública y privada. 


Sección IT. - Fiscalización de Sociedades Comercia- 
les en las que participen los Entes Autónomos y Servi- 
cios Descentralizados 


Acompañaremos este Capítulo por entender que me- 
jora las actuales condiciones de contralor y las que se- 
guramente sobrevendrán. Sin embargo nos parece insu- 
ficientes los mecanismos adoptados y creemos que este 
es un tema que podría haber sido muy mejorado de ha- 
berse estudiado en Comisión. Los controles externos con 
la participación del Tribunal de Cuentas siguen faltando 
y hemos presentado aditivos al respecto, que lamenta- 
mos no hayan sido acompañados en su oportunidad en 
la Cámara de Representantes. 


Sección TI. - Escuela de Auditoría Gubernamental 


Esta Sección establece normas que acompañan la pre- 
ocupación por un aumento de fiscalización y por lo tan- 
to la necesidad de capacitación del funcionariado invo- 
lucrado. De todas maneras aspiramos a una mejor inte- 
gración del Consejo Académico que se crea, que debe- 
ría contar con una mejor representación del Tribunal de 
Cuentas de quien depende. Tampoco compartimos el ca- 
rácter honorario de dicho organismo, ya que la experien- 


CAMARA DE SENADORES 


cia demuestra que la dedicación parcial que cada repar- 
tición permite a sus representantes termina frustrando 
los objetivos que se le cometen y que son de especial 
importancia para la transparencia de la función pública. 


Sección TV. - Normas concursales 


Este Capítulo mejoró considerablemente en el trata- 
miento de la Cámara de Diputados al mejor algunas in- 
congruencias que traía la redacción original y al aten- 
derse mejor las situaciones que se generan en el interior 
del país. 


Nuestra fuerza política lo va a acompañar aunque es 
notorio que era un tema de tratamiento para las Comi- 
siones de Constitución y Código de ambas Cámaras y 
no para ser tratado con la premura de un plazo tan aco- 
tado. 


Sección V. - Licencia especial para los funcionarios 
públicos o trabajadores privados que adopten menores 


Esta Sección corresponde a un proyecto de ley tra- 
bajado por la Comisión de Legislación del Trabajo de la 
Cámara de Representantes y fruto de la iniciativa con- 
junta de las Diputadas en el Día Internacional de la Mu- 
jer del año 2000. 


La norma enviada por el Poder Ejecutivo tal como se 
acordara con el Ministro de Trabajo y Seguridad Social, 
ha sido mejorada en el tratamiento de la Comisión Espe- 
cial de Diputados. Cumple con un reclamo de larga data 
de los adoptantes y estimula una práctica ciertamente 
necesaria en un país que se caracteriza por la baja tasa 
de natalidad. 


La Bancada del Encuentro Progresista-Frente Am- 
plio presenta un aditivo que busca equiparar la situa- 
ción de los adoptantes con relación a sus derechos la- 
borales y la indemnización por despido de los padres 
biológicos. 


Sección VI. - Recursos administrativos 


Esta Sección será votada por nuestra fuerza política 
pero presenta en su redacción algunas complejidades 
jurídicas que ha señalado el Senador Korzeniak, que han 
sido reconocidas por los Senadores Correa Freitas y Brau- 
se y que deberán ser explicitadas en el pleno de la Cá- 
mara para que no ofrezca dudas la interpretación de es- 
tos artículos. 


Estas aclaraciones se refieren a que la interpretación 
de los artículos 40 y 41 deben entender no sólo a los 
“recursos” sino también a las “peticiones administrati- 
vas” tal como lo establece el artículo 85 de la Constitu- 
ción a que se hace mención. 
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Sección VII. - Título IL. - Vivienda para pasivos 


No compartimos el cambio de responsabilidades con 
relación a la administración de las viviendas realizadas 
con el aporte de los jubilados y pensionistas del Banco 
de Previsión Social. 


Es lógico que la ejecución y supervisión de la misma 
esté a cargo del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, pero entendemos que la 
administración debería quedar en manos de quien perci- 
be los fondos. La no existencia de una Comisión Aseso- 
ra integrada por los pasivos que efectúe un seguimiento 
y control del uso que se da a los aportes que ellos mis- 
mos realizan genera permanentes reclamos y desconfian- 
zas que se solucionarían simplemente con la creación de 
este ámbito conjunto. 


La redacción del artículo 45 deja abierto al uso dis- 
crecional de dichos fondos para otros destinos que, al 
no tener esa instancia de intercambio con los actores 
involucrados, puede generar desencuentros y falta de 
transparencia. 


Al haber insistido por años los pasivos en la crea- 
ción de dicha Comisión Asesora y no haber tenido éxito 
en los mismos, proponemos su creación por la vía legal, 
a los efectos de llevar tranquilidad a las asociaciones de 
jubilados y pensionistas. 


Sección VIT. - Título II. - Fusión de cooperativas de 
vivienda 


Cuando nos referimos a la inclusión de temas que no 
ameritan este tratamiento de urgente consideración, el 
del Título II de esta Sección VII es ejemplificante. Este 
proyecto de ley fue presentado por el movimiento co- 
operativo a la Comisión de Vivienda y Medio Ambiente 
de Diputados y contó con el aval de todos los sectores 
integrantes de la misma. Nos preguntamos cuál es la 
razón para enviarlo de esta manera cuando podría haber 
tenido un trámite rápido legislativo normal. 


Sección VIT. - Título IT. - Urbanizaciones de propie- 
dad horizontal 


La Bancada del Encuentro Progresista-Frente Am- 
plio no va a acompañar este Título (II porque el tema 
merece por su importancia un tratamiento en profundi- 
dad en las Comisiones específicas de ambas Cámaras y 
porque el enfoque con que se encara el articulado pre- 
sentado, acentúa los problemas de fragmentación terri- 
torial que viene sufriendo el país. 


Resulta por lo menos insólito que la coalición de 
gobierno no termine de aprobar el proyecto de ley de 
Ordenamiento Territorial tan imprescindible para el país 
y que está en consideración de esta Cámara desde prin- 
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cipio de la Legislatura y envíe modificaciones puntuales 
que, a nuestro entender, contrarían las tres leyes relati- 
vas a Centros Poblados, relativizando la subdivisión del 
territorio en urbano, suburbano y rural. 


La Ley de Propiedad Horizontal está pensada para el 
uso de la altura como medida de aprovechamiento del 
terreno y los barrios a que trata la presente normativa se 
refieren fundamentalmente al uso del suelo como recur- 
so de calidad de vida. 


La Comisión Especial de Diputados introdujo algu- 
nas modificaciones que sugirieron los distintos actores 
involucrados, en especial las planteadas por el Congre- 
so de Intendentes. Sin embargo se han recibido en la 
Comisión Especial del Senado interesantes sugerencias 
del Instituto de Derecho Privado de la Facultad de Dere- 
cho de la Universidad de la República que hubieran ame- 
ritado ser incorporadas en esta nueva instancia de dis- 
cusión, que sin duda, resultó simplemente el cumplimien- 
to “virtual” de las normas que establecen el pasaje por 
una segunda Cámara ya que no se pudo ni siquiera co- 
rregir los errores. 


Sección VII. - Título TV. - Modificaciones al Regis- 
tro de Aspirantes a Viviendas de Emergencia 


Los artículos de este Título determinan el cierre defi- 
nitivo del Registro de Aspirantes a Viviendas de Emer- 
gencia creado en 1974 con carácter transitorio y que, 
por falta de políticas de vivienda adecuadas, se ha man- 
tenido intentando hacer un difícil equilibrio por parte de 
las autoridades correspondientes entre los derechos de 
los propietarios y las necesidades de los inquilinos. 


Los distintos proyectos presentados para solucio- 
nar el tema estaban en tratamiento de la Comisión de 
Vivienda y Medio Ambiente de la Cámara de Diputados 
y se ha optado por enviar estas normas para saldar las 
distintas perspectivas allí expresadas. 


Nuestro voto acompañará la mayoría de los artículos 
por entender que se han introducido muchas de las dis- 
posiciones que hemos presentado en nuestras iniciati- 
vas de los últimos Períodos Legislativos. No votaremos 
el artículo 56 que clausura el Registro, por entender que 
primero debería haberse realizado una depuración clara, 
bien trabajada de acuerdo a las necesidades de la gente 
allí inscripta y por entender que, frente a la ausencia de 
políticas claras para la población con mayores proble- 
mas para acceder al derecho constitucional de un techo 
digno, éste seguía siendo un recurso en medio de una 
situación de crisis como la que vive el país. 


Sección VIII. - Registro Nacional de Aeronaves y 
Registro de Inmuebles del Estado 


La creación de esta nueva forma de control de los 
bienes del Estado va a ser acompañada con nuestro voto, 
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aunque notoriamente, no es un tema de urgente consi- 
deración y perfectamente podría haberse enviado a cual- 
quier Comisión con la solicitud de tratamiento rápido. 


Sección IX. - Importación de gas natural al por ma- 
yor 


Este es uno de los temas centrales de este proyecto 
de ley y que por su importancia y complejidad ameritaba 
un tratamiento y discusión en profundidad por parte de 
todos los actores involucrados. 


En este artículo se cambian las reglas establecidas 
hasta el momento dentro de la transformación de matriz 
energética que el país ha emprendido, reglas de juego 
por las que ANCAP y UTE realizaron determinadas in- 
versiones para viabilizarla. 


La participación de ambos directorios de ANCAP, el 
saliente y el entrante, nos ha ratificado las dudas que 
esta medida nos merece con relación a los intereses del 
país y de sus cuentas públicas. No menos interesante 
han sido las dos participaciones tanto en Diputados 
como en el Senado del Directorio de UTE, que expresan 
una falta de coordinación del Poder Ejecutivo con sus 
Empresas y la escasa coordinación entre ellas para em- 
prender los desafíos de integración regional en un as- 
pecto que hace al desarrollo sustentable de nuestro país 
pero también a la gobernabilidad sobre sus recursos ener- 
géticos. 


No acompañaremos este artículo por la falta de serie- 
dad con que se ha encarado por parte del Poder Ejecuti- 
vo, y porque su redacción ofrece dudas y distintas in- 
terpretaciones en cuanto a su alcance a los distintos 
actores involucrados. 


Tenemos el convencimiento que la eliminación del 
canon de importación hará que el emprendimiento de 
transporte para el Gasoducto del Litoral que tiene como 
permisaria a ANCAP se volverá deficitario para la em- 
presa ya que son muchos los gastos que ello conlleva 
fuera del territorio nacional: contratos con empresas y 
estudios jurídicos en Argentina, contratación de despa- 
chantes de aduana en Colón, contratos de operación y 
mantenimiento del tramo de gasoducto de propiedad de 
ANCAP en Entre Ríos, pago de servidumbres, contribu- 
ciones inmobiliarias, impuestos municipales, etc. 


Este artículo recorta los ingresos de ANCAP y de 
las preguntas realizadas a su actual Presidente sólo nos 
queda su disposición a darle a la empresa un carácter de 
eficiente competidora de posibles interesados en la im- 
portación del gas natural. No son los agentes naciona- 
les los que nos preocupan sino las grandes multinacio- 
nales que se mueven en el entorno de las fuentes ener- 
géticas como recurso estratégico y las dificultades para 
competir con ellas. 
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Seguramente la eliminación de este canon se trasla- 
dará a los bolsillos de los consumidores uruguayos por 
alguna vía con lo cual se continúa en una línea que no 
compartimos de invertir desde el Estado para los priva- 
dos y de subsidiar los costos desde los ingresos de 
cada habitante o trabajador del país. 


Sección X. - Violación de las disposiciones sanita- 
rias 


No compartimos la inclusión de la modificación del 
Código Penal por la vía del tratamiento apresurado en 
este proyecto de ley. Por otra parte, compartiendo la 
necesidad de establecer infracciones en un tema que 
afecta a la producción del país, consideramos un error 
jurídico asimilar lo que constituye un delito (la posibili- 
dad de daño a la salud humana) con lo que constituye 
una falta (el daño a la salud animal). 


Asimismo quedó expresada en el Senado la necesi- 
dad de aclarar para la posterior consulta ante lo impro- 
pio de la técnica jurídica empleada en este artículo 64, 
que estas normas de la autoridad competente deben es- 
tar basadas en una norma de rango legal y que, por lo 
tanto, no pueden ser creadas administrativamente. 


Sección XI. - Zonas Francas 


Las Zonas Francas fueron creadas para lograr la cap- 
tación de inversiones que instalaran actividades de tipo 
productivo industrial. Es claro que los cambios tecnoló- 
gicos y de producción en el mundo las han ido dejando 
reducidas a lugares de implantación de prestadores de 
servicios. 


Las disposiciones presentadas en el artículo 66, dis- 
posiciones modificadas por el propio Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas con relación a su redacción original y 
luego completadas en la Cámara de Diputados, promue- 
ven exoneraciones para las empresas que allí se instalan 
(empresas ahora y no industrias) que a su vez ya están 
provocando que se piense en instrumentar los mismos 
beneficios para quienes no están en el territorio franco. 


Las dudas expresadas por el propio Ministro de Eco- 
nomía en cuanto a los resultados de esta norma así como 
las dudas del Presidente de ANTEL ante la redacción 
resultante del numeral 1) del literal C), nos lleva a no 
acompañar esta norma que parece surgir del apresura- 
miento de acuerdos que no nos quedan claros en cuan- 
to a sus objetivos. 


Se señalaron varios elementos de posible corrección 
para la mejor claridad del artículo, pero ante la imposibi- 
lidad de corregir sólo una coma, reiteramos nuestra pre- 
ocupación por legislar temáticas de tal trascendencia con 
este estilo superficial y desprolijo. 
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Sección XIT. - Título L - Fomento del deporte 


Título II. - Talentos deportivos y apoyo a los depor- 
tistas 


Toda esta Sección tiene en realidad relación con la 
estructuración del deporte regulando las formas de aso- 
ciación de los clubes deportivos y no con el fomento 
del deporte. 


Nuestra fuerza política ha insistido con la necesidad 
de aprobar una Ley Orgánica del Deporte en el país y en 
la Cámara de Diputados se ha creado una Comisión Es- 
pecial que encarará justamente estos presupuestos. 


Nos resulta impropio que se legisle sobre algunos 
puntos que hacen a la actividad deportiva nacional y no 
se le de un marco legal de otra envergadura. 


En el análisis del texto en el Senado surgió la duda 
con relación a las formas jurídicas que podrán adoptar 
los clubes deportivos. Deberán dejarse aclaradas en el 
tratamiento en el Pleno a los efectos de despejar inter- 
pretaciones erróneas o restrictivas. Asimismo se deberá 
explicitar el alcance del artículo 76, ya que su redacción 
supone una interpretación dudosa del acto administrati- 
vo firme. 


Por todo lo antedicho, no acompañaremos esta Sec- 
ción del proyecto en consideración. 


Sección XIII. - Cooperativa Nacional de Productores 
de Leche 


Acompañaremos este artículo que corrige errores de 
la Ley de Tratamiento de Urgente Consideración l. 


Montevideo, 3 de enero de 2001. 


Margarita Percovich (Miembro Informante), 
Alberto Cid, José Korzeniak. Senadores. 


INFORME EN MINORIA 
Nuevo Espacio 


En representación del Nuevo Espacio, voté negati- 
vamente en general el proyecto enviado por el Poder 
Ejecutivo por las consideraciones siguientes: 


a. - No es una sola ley de urgencia. Somos contra- 
rios a usar las leyes de urgente consideración de esta 
forma, donde se incluyen muchas leyes en las mismas, 
de las cuales la mayoría no tiene la urgencia constitu- 
cional expresada. Donde se abarcan temas tan diferen- 
tes que van desde el fomento del empleo a las normas 
sobre deporte, pasando por modificaciones al régimen 
de quiebras y concordatos o las relativas a la vivienda y 
la propiedad horizontal. De esta manera no se puede 
legislar adecuadamente y genera una gran incertidumbre 
jurídica en el tratamiento de las normativas. Ninguna co- 
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misión puede estudiar con detenimiento la variedad y 
complejidad de los temas que se han planteado en el 
proyecto. A ello hay que sumarle la brevedad de los 
plazos que dificulta las necesarias consultas sobre las 
soluciones de fondo que se plantean. Es de destacar 
que el proyecto que envió el Poder Ejecutivo constaba 
de catorce Secciones y 92 artículos y fue aprobado en la 
Cámara de Diputados con la misma cantidad de Seccio- 
nes, aunque con un artículo menos, lo cual demuestra 
que las modificaciones de fondo fueron mínimas. 


b. - No es posible modificar nada. Los acuerdos a 
priori alcanzados por las Bancadas del Partido Colorado 
y del Partido Nacional distorsionan, en este tipo de le- 
yes, el correcto trabajo parlamentario. En la medida que 
parte del acuerdo es que lo que se acordó en una Cáma- 
ra no tiene ninguna modificación en la otra, toda contri- 
bución a mejorar la ley es en vano. Es notorio que hay 
artículos que por su redacción expresan en la letra lo 
contrario a la voluntad de los patrocinantes de la ley y 
sería de sentido común cambiarlos. Esta actitud desalienta 
toda posibilidad de construir mayorías más importantes 
para apoyar propuestas o artículos bien inspirados pero 
con redacciones incorrectas. En varias oportunidades la 
posición de la mayoría fue clara; votaban afirmativamente 
el artículo pero dejaban expresa constancia que votarían 
otro texto, si los acuerdos políticos así lo permitieran. 


Hay artículos como el artículo N? 40 sobre los recur- 
sos de revocación y de reposición o el artículo N* 82 
sobre exoneraciones impositivas a las Sociedades Anó- 
nimas Deportivas, donde nadie da una respuesta clara 
de cómo van a funcionar en la realidad. El primero por- 
que su texto es confuso en el mejor de los casos o con- 
trario a los propósitos expresados por la voluntad de las 
mayorías. En el segundo caso, porque por dos vías dife- 
rentes se está legislando sobre esta materia. El grava- 
men “si” o “no” a las transferencias de deportistas uru- 
guayos al exterior se aborda en el mismo momento por 
la ley de urgencia y por la de presupuesto. Como toda- 
vía ninguna de las dos leyes está vigente, esta situa- 
ción es aún más compleja. Una interpretación sería que 
por este artículo N* 82 se exonera lo que el presupuesto 
gravó. La otra es que el artículo N* 583 del presupuesto 
grava corrigiendo en última instancia esta exoneración. 
Podría haber otra interpretación, de convertirse en ley 
ambos artículos, que estarían vigentes los dos. El grava- 
men, ya que el presupuesto gravó a las transferencias 
en general, y la exoneración, ya que la ley de urgencia 
exonera a las Sociedades Anónimas Deportivas en parti- 
cular. En este último caso el artículo N* 82 tendría la 
virtud de “obligar crear” por “obra y gracia del mismo” 
por lo menos una Sociedad Anónima Deportiva. Esta 
nueva sociedad deportiva sería la que, de no haber otras, 
haga todos los pases al exterior, a la que naturalmente le 
venderían todas las entidades deportivas actuales que 
no cambien su estructura jurídica. Por lo tanto no ha- 
bría recaudación impositiva al respecto. Uno de los dos 
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artículos está de más, sea el Art. N* 82 de esta ley o sea el 
Art. N? 583 de la ley de presupuesto. Lo más preocupante 
es que no hay de parte de la mayoría una clara referencia 
a cómo se dirimen este tipo de incongruencias. 


c. - Incluye temas negativos para el país. Indepen- 
dientemente de su extenso articulado, la ley de urgencia 
convierte en ley algunos temas que no estamos de acuer- 
do. Como son los relativos al delito por las violaciones 
sanitarias; la ampliación de la normativa de Zonas Fran- 
cas sin una evaluación completa de las mismas, o todo 
el Capítulo de las Sociedades Anónimas Deportivas del 
cual propusimos toda una estructura diferente en la Cá- 
mara de Diputados a la planteada por la mayoría. En su 
oportunidad en Sala expondremos nuestros puntos de 
vista sobre estos temas con mayor profundidad. 


Sin perjuicio de la posición expresada anteriormente, 
hemos acompañado en particular aquellos artículos que 
no nos han merecido objeciones sustanciales y durante 
los trabajos de la Comisión desde una posición positiva 
intentamos mejorar los textos provenientes del Poder Eje- 
cutivo o de la Cámara de Diputados en cada caso. 


Dejamos constancia por este intermedio que oportu- 
namente una vez reunido el Senado se solicitará que se 
le quite al proyecto de ley el carácter de urgente consi- 
deración tal como lo establece el literal C) del inciso 7? 
del artículo 168 de la Constitución de la República. En 
dicha oportunidad estamos dispuestos a votar afirmati- 
vamente toda la Sección 1 por considerarla de urgente 
aplicación y, salvo las Secciones X, XI y XII, las otras 
Secciones con las correspondientes modificaciones en 
los plazos más perentorios posibles. 


Por lo expuesto, de mantenerse la voluntad de votar 
la ley en carácter de urgente consideración, votaremos 
negativamente la ley propuesta tal cual está y aconseja- 
mos al Cuerpo que exprese su voluntad de la misma 
forma. 


Montevideo, 2 de enero de 2001. 
Rafael Michelini (Miembro Informante). 


Carp. N* 353/00 
Rep. N* 175/01 
Anexo I 


ADITIVOS Y SUSTITUTIVOS 


Presentados a la Comisión Especial y que por 
resolución de la misma se elevan a 
consideración del Cuerpo 


SUSTITUTIVOS 
DE LOS ARTICULOS 4” Y 5? 


Artículo 4”. - Redúcese la tasa de aporte patronal 
rural dispuesta en el inciso primero del artículo 686 de la 
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Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en la redacción 
dada por el artículo 3%, de la Ley N* 17.243, de 19 de 
junio de 2000, en un 0.387 o/oo (cero con trescientos 
ochenta y siete por mil), por el período 1” de enero de 
2001 al 31 de diciembre de 2001. La reducción antes men- 
cionada refiere exclusivamente a los componentes pa- 
tronales jubilatorios a la contribución patronal rural glo- 
bal de las empresas con superficie entre 500 y 2.500 hec- 
táreas totales índice CONEAT 100. 


Artículo 5”. - Sin perjuicio de lo dispuesto por el 
inciso final del artículo 3” de la Ley N* 15.852, de 24 de 
diciembre de 1986, exonérase de la aportación patronal 
sobre dependientes, el titular y su cónyuge colabora- 
dor, a todas las empresas amparadas por dicha ley que 
exploten predios con extensiones inferiores a las 500 
hectáreas, índice CONEAT 100 y no ocupen, además del 
titular de la misma y su cónyuge, más de cuatro depen- 
dientes. 


La presente exoneración regirá entre el 1? de enero y 
el 31 de diciembre del año 2001. 


ADITIVO A LA SECCION I- 
“FOMENTO DEL EMPLEO” 


Artículo... (...). - “A partir de la fecha de aprobación 
de la presente ley, se congelan las deudas de origen 
agropecuario con la banca pública y privada por un pla- 
zo de 180 días. 


Consecuentemente se suspenden las ejecuciones 
que se derivan de las mismas y el pase a la órbita judi- 
cial que correspondiere. 


Dentro del plazo de suspensión de las acciones judi- 
ciales se estudiarán medidas que impidan la desapari- 
ción de los emprendimientos productivos teniendo en 
cuenta un franqueo que considere la extensión de los 
predios, el tipo de explotación, la zona de implantación 
y el rubro trabajado”. 


Margarita Percovich, Alberto Cid, José Korzeniak. 
Senadores. 


Artículo 10. - La Escuela de Auditores Gubernamen- 
tales estará dirigida por un Consejo integrado por 3 miem- 
bros: uno del Tribunal de Cuentas, una de la Auditoría 
Interna de la Nación y un representante de la Junta Eco- 
nómica Financiera creada por la Ley Anticorrupción. 


Artículo 11. - Serán cometidos de la Escuela: 


A. - Diseñar un programa de formación y actualiza- 
ción de Auditores Gubernamentales. 


B. - Incluir en el programa mencionado técnicas mo- 
dernas de prevención, detección y corrección de frau- 
des y corrupción administrativa en el sector público. 
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C. - Operar el sistema de actualización de auditores 
para la actualización anual de sus conocimientos y habi- 
lidades. 


D. - Organizar eventos técnicos sobre materias de su 
especialidad tales como foros o talleres, convocando a 
todos aquellos que presten funciones de auditoría en la 
Administración Pública. 


E. - Administrar los recursos financieros derivados 
de las actividades académicas que realizasen de acuer- 
do con el programa anual de actividades y el presu- 
puesto operativo propuesto por el Consejo Académico 
y aprobado por la Auditoría Interna de la Nación. 


Rafael Michelini. Senador. 
ADITIVO INCISO FINAL DEL ARTÍCULO 12 


En los restantes departamentos de la República, esta 
competencia corresponderá a los respectivos Juzgados 
Letrados que entienden en materia civil. 


Margarita Percovich. Senadora. 
ADITIVO 
A LA SECCION I 


Artículo. - Créase con destino al Fondo de Recon- 
versión Laboral un gravamen adicional del 5% al previs- 
to por el artículo 3” literal e de la Ley N* 16.343, de 24 de 
diciembre de 1992, en la redacción dada por vía de inter- 
pretación autenticada por la Ley N* 16.405, de 17 de 
agosto de 1993 y que gravará únicamente los acier- 
tos de los denominados “Pozo de Oro”, “Pozo de 
Plata” y “Pozo Revancha”, correspondientes a la mo- 
dalidad de juego denominada “5 de oro”, creada por 
Decreto 635/89, de 28 de diciembre de 1989, 


Dichos recursos serán administrados por la Junta Na- 
cional de Empleo (JUNAB), la cual los afectará a los 
cometidos asignados por el artículo 325 o 327 de la Ley 
N* 16.320, de 1” de noviembre de 1999, 


Los fondos afectados deberán ser depositados men- 
sualmente en la cuenta que a tales efectos la Junta Na- 
cional de Empleo tiene en el Banco Hipotecario del Uru- 
guay o la que se pudiera instrumentar de acuerdo a lo 
dispuesto por el artículo 332 de la Ley N* 16.320, en la 
redacción dada por el artículo 422, inciso 2 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


ADITIVOS 
A LA SECCION I SEGURO DE DESEMPLEO 


Artículo. - Sustitúyese el literal C) del artículo 6 del 
Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 1981, por el 
siguiente: 
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“C) Si el empleado fuere casado, percibirá un suple- 
mento del 20% (veinte por ciento) del subsidio que co- 
rrespondiera conforme a lo establecido en los literales 
anteriores”. 


Artículo. - Agrégase al artículo 6” del Decreto-Ley 
N* 15.180, de 20 de agosto de 1981, los siguientes litera- 
les: 


“D) Si el solicitante casado o no, tuviere a su cargo 
al menos un familiar incapaz hasta el tercer grado de 
afinidad o consanguinidad, ascendientes o descendien- 
tes menores de veintiún años de edad, percibirá un su- 
plemento del 30% (treinta por ciento) del subsidio con- 
forme a lo establecido en los literales anteriores. 


E) En los casos en que ambos cónyuges o concubi- 
nos que hubieren configurado las causales previstas en 
los literales A) y B) del artículo 5% y que tuvieren a su 
cargo dos o más familiares en los términos del literal 
anterior, tendrán derecho a percibir el 100% (cien por 
ciento) del promedio emergente según lo establecido en 
los numerales 1) y 2) del literal A) del presente artículo, 
aquel que resulte inferior de ambos promedios. Sin per- 
juicio que el otro cónyuge o concubino acceda al 20% 
(veinte por ciento) establecido en el literal C) del pre- 
sente artículo”. 


Artículo. - Sustitúyese el inciso final del artículo 6? 
del Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 1981, por 
el siguiente: 


“Facúltase al Poder Ejecutivo para incrementar los 
porcentajes establecidos en los literales anteriores en 
función de las posibilidades financieras del sistema y la 
situación del mercado de trabajo. 


En ningún caso las prestaciones a servir podrán su- 
perar el equivalente a diez Salarios Mínimos Nacionales”. 


Artículo. - Sustitúyese el artículo 7” del Decreto-Ley 
N?* 15.180, de 20 de agosto de 1981, por el siguiente: 


“ARTICULO 7”. (Término de la prestación). - El sub- 
sidio por desempleo se servirá: 


A) Para el empleado con remuneración mensual fija o 
variable, por un término mínimo de seis meses y calcula- 
do de acuerdo a lo establecido en el artículo 6” y en el 
régimen especial. 


B) Para el empleado remunerado por día o por hora, 
por un mínimo de setenta y dos jornales, ajustándose a 
lo establecido en el artículo 6” y el régimen especial. 


En ambos casos el término se computará desde la 
fecha de iniciación de la prestación por cada período de 
cotización. Los beneficiarios que hayan agotado, de 
modo continuo o discontinuo, el término máximo de du- 
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ración de la prestación de desempleo podrán comenzar a 
recibirla de nuevo cuando hayan transcurrido al menos 
doce meses, seis de ellos de aportación efectiva, desde 
que percibieron la última prestación y reúnan las restan- 
tes condiciones requeridas para el reconocimiento de tal 
derecho”. 


Artículo. - Incorpórase al Decreto-Ley N* 15.180, de 
20 de agosto de 1981, el siguiente artículo: 


“ARTICULO 18. (Régimen especial). - Las personas 
que al tiempo de configurarse la causal establecida en el 
artículo 3” del presente Decreto-Ley tuvieren cuarenta y 
cinco años de edad, tendrán derecho a percibir el 100% 
(cien por ciento) del promedio emergente, según lo esta- 
blecido en el artículo 6”. Las personas comprendidas en 
el artículo 2” del presente Decreto-Ley, que al tiempo de 
solicitar el subsidio por desempleo, tuvieran más de cua- 
renta y cinco años de edad, percibirán el 100% (cien por 
ciento) del promedio establecido en el artículo 6* del pre- 
sente Decreto-Ley, según corresponda, únicamente por 
el término de seis meses, a cuyo vencimiento continuarán 
percibiendo lo que les correspondiere según el régimen 
común, accediendo al quinto año de trabajo, a un mes 
más de subsidio por cada cuatro años de trabajo”. 


Artículo. - (Trabajo doméstico). A los trabajadores 
corresponderá el régimen establecido por el presente De- 
creto-Ley, realizándose la determinación de los cálculos 
correspondientes a todos los efectos en función de la 
forma establecida por las partes para la prestación del 
trabajo, aplicándose lo establecido en los artículos 6* y 
7" del Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 1981, y 
las modificaciones establecidas por la presente ley, se- 
gún el caso. 


Artículo. - (Trabajo rural). A los trabajadores rurales 
corresponderá el régimen establecido por la presente ley, 
realizándose la determinación de los cálculos correspon- 
dientes en forma análoga a lo preceptuado en el artículo 
anterior, en lo pertinente. 


Las prestaciones en especie se integrarán en el 
cálculo del promedio base para la percepción del subsi- 
dio, de acuerdo con el ficto legal correspondiente. 


Artículo. - (Trabajo zafral). Para tener derecho al sub- 
sidio del seguro de desempleo, se estará a lo dispuesto 
por los incisos primero y segundo del artículo 3” del 
Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 1981. 


Para estos trabajadores el mínimo de relación laboral 
exigido deberá haberse cumplido en los veinticuatro me- 
ses inmediatos anteriores a la fecha de configurarse la 
causal, facultándose al Poder Ejecutivo para extender 
este plazo hasta treinta meses, para el caso de ocupa- 
dos en actividades que así lo justifiquen. 
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Artículo. - Sustitúyese el artículo 9” del Decreto-Ley 
N* 15.180, de 20 de agosto de 1981, por el siguiente: 


“ARTICULO 9. (Despido ficto). - Se considerará que 
se ha producido el despido del empleado suspendido en 
forma total de su empleo, si al término del período míni- 
mo de la prestación, no es reintegrado al trabajo, pu- 
diendo reclamar la indemnización que le correspondiere. 
El empleado que se encontrare percibiendo el subsidio 
por más de tres meses en situación de trabajo reducido 
podrá optar por considerarse despedido y reclamar la 
indemnización a que tuviere derecho”. 


Artículo. - Incorpórase al Decreto-Ley N* 15.180, de 
20 de agosto de 1981, el siguiente artículo: 


“ARTICULO 19. - Las personas que al tiempo de 
acceder al subsidio por desempleo hayan configurado 
causal jubilatoria o la configuren durante el período de 
percepción del mismo, no estarán amparadas por el régi- 
men especial establecido en el artículo 18”. 


Artículo. - (Financiación). Sustitúyese el inciso se- 
gundo del artículo 132 de la Ley N* 16.173, de 3 de se- 
tiembre de 1995, por el siguiente: 


“Las Administraciones de Fondos de Ahorro Previ- 
sional (AFAP) quedarán incluidas en los regímenes es- 
tablecidos para los Impuestos a las Rentas de la Indus- 
tria y Comercio (IRIC) y a las Comisiones (COM). La 
recaudación proveniente del Impuesto a las Comisiones 
se destinará en su totalidad a cubrir los subsidios de 
desempleo forzoso de la actividad privada”. 


ADITIVOS 
A LA SECCION I REGISTRO DESOCUPADOS 


Artículo. - El Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial, en consulta con las organizaciones representativas 
de trabajadores y empleadores, deberá operar en la in- 
termediación y colocación laboral mediante oficinas de- 
partamentales que llevarán un registro de personas des- 
ocupadas y de empresas que demanden personal para la 
cobertura de sus vacantes. 


Artículo. - La Dirección Nacional de Empleo del Mi- 
nisterio de Trabajo tendrá como cometidos: 


a) Proporcionar a las oficinas departamentales de colo- 
cación información actualizada del mercado de traba- 
jo nacional y regional en lo referente a las clasifica- 
ciones profesionales que se demanden por parte del 
sector privado, a efectos que cooperen activamente 
mediante un servicio de intermediación en el empleo; 


b) llevar un registro nacional de trabajadores desocu- 
pados; 
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c) coordinar los programas de colocación que realicen 
las oficinas regionales; 


d) otorgar la habilitación y llevar un registro de las agen- 
cias privadas de colocación. 


ADITIVO 
A LA SECCION I 


Artículo. - Créase en el Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social una Comisión Tripartita integrada por las 
organizaciones más representativas de trabajadores y 
empleadores tendiente a orientar e incentivar los proce- 
sos de reducción progresiva de la jornada laboral, los 
cuales implementarán mediante convenios colectivos. 


El principio de progresividad en la disminución de la 
duración del tiempo de trabajo podrá adoptar alguna de 
las formas siguientes: 


a) reducción de la jornada en etapas espaciadas en el 
tiempo; 


b) en etapas que comprendan ramas o sectores de la 
economía nacional; 


c) una combinación de las dos fórmulas precedentes. 
ADITIVO 
A LA SECCION I 


Artículo. - En caso de despido de trabajadores cu- 
yos servicios o montos imponibles no hayan sido total 
O parcialmente declarados al Banco de Previsión Social, 
el empleador deberá abonar el triple de la indemnización 
común que legalmente corresponda. 


ADITIVOS 
A LA SECCION H 


Artículo. - Los Entes Autónomos o Servicios Des- 
centralizados que participen en los emprendimientos o 
asociaciones a las que refieren los artículos 7* y 8* de la 
presente ley serán responsables del cumplimiento de los 
objetivos y formas de actuación definidas en la norma 
legal que autorice la constitución de los mismos y sus 
correspondientes reglamentaciones. 


El Tribunal de Cuentas con la información remitida 
por el Ente Autónomo o Servicio Descentralizado, el que 
lo hará en las mismas oportunidades y contendrá la mis- 
ma información y documentación que los informes que 
sean elevados al Poder Ejecutivo en cumplimiento del 
artículo 7*, elaborará un informe que remitirá a la Asam- 
blea General en función de sus facultades de fiscaliza- 
ción acerca de la razonabilidad de la información pre- 
sentada en sus aspectos contables y financieros, así 
como del grado en que la gestión del emprendimiento o 
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asociación se ha ajustado a los objetivos perseguidos 
al constituirse. 


Artículo. - Declárase por vía interpretativa que la 
Corporación Nacional para el Desarrollo está incluida 
dentro de las personas jurídicas obligadas a rendir cuenta 
documentada o comprobable de su versión, utilización o 
gestión, de acuerdo a lo establecido por el artículo 567 
de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, y que 
sus jerarcas y empleados se encuentran comprendidos 
en los alcances del artículo 572 de la Ley N” 15.903, de 
10 de noviembre de 1987, en la redacción dada por el 
artículo 53 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Establécese que el Tribunal de Cuentas deberá dic- 
taminar e informar sobre los estados y balances que for- 
mule la Corporación Nacional para el Desarrollo, de acuer- 
do a lo dispuesto en el artículo 552 de la Ley N* 15.903, 
de 10 de noviembre de 1987, en la redacción dada por el 
artículo 50 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


SUSTITUTIVO 
DEL ARTICULO 33 


Artículo 33. - Todo asalariado afiliado al Banco de 
Previsión Social que reciba, en las condiciones previs- 
tas por la presente ley, uno o más niños menores de 
edad, tendrá derecho a una licencia especial, de acuerdo 
al siguiente régimen: 


A) Cuando el o los menores tengan menos de un año 
de edad la licencia especial será de 45 días corridos 
de duración. 


B) Cuando el o los menores tengan más de un año y 
menos de tres años de edad la licencia especial será 
de 60 días corridos de duración. 


GC) Cuando el o los menores tengan más de tres y me- 
nos de diez años de edad la licencia especial será de 
90 días corridos de duración. 


ADITIVO 
A LA SECCION V 


Indemnización especial en caso de despido de 
quienes adopten menores 


Artículo... El empleador que despida al trabajador 
durante la licencia prevista en la presente ley o en razón 
de la adopción una vez operado el reintegro, deberá abo- 
nar una indemnización especial similar a la prevista en el 
artículo 17 de la Ley N* 11.577, de 14 de octubre de 1950. 


Margarita Percovich. Senadora. 
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ADITIVO 
ALA SECCION V 


Artículo. - El empleador que despida al trabajador 
durante la licencia prevista en la presente ley o en razón 
de la adopción una vez operado el reintegro, deberá abo- 
nar una indemnización especial similar a la prevista en el 
artículo 17 de la Ley N* 11.577 de 14 de octubre de 1950. 


ADITIVO 
AL ARTICULO 43 


“El Banco de Previsión Social en uso de sus faculta- 
des convocará a una Comisión Asesora, la que contará 


Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo 


SECCION I 
FOMENTO DEL EMPLEO 


Artículo 1”.- Fíjase en 0% (cero por ciento) desde el 
1” de enero de 2001 hasta el 31 de diciembre de 2001, la 
tasa de aporte patronal jubilatorio al Banco de Previsión 
Social correspondiente para aquellos dependientes que 
a partir del 1” de enero de 2001 fueren contratados o 
reincorporados del Seguro de Desempleo, con el resul- 
tado de aumentar la cantidad de trabajadores de la em- 
presa respecto a los que estuvieren efectivamente pres- 
tando funciones al 31 de agosto de 2000. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2” de la 
presente ley, no se consideran comprendidos en el inci- 
so anterior las empresas reguladas por el régimen del 
Decreto-Ley N* 14.411, de 7 de agosto de 1975. 


Mensualmente esta tasa no podrá aplicarse a un nú- 
mero mayor de dependientes del que surja como aumen- 
to neto en la plantilla del mes comparada con la referida 
en el primer inciso. Si la diferencia fuere mayor al núme- 
ro de trabajadores ingresados con posterioridad al 31 de 
agosto de 2000, dicha tasa se aplicará sobre los últimos 
incorporados. Se encuentran comprendidas aquellas em- 
presas que tengan actividad registrada en el Banco de 
Previsión Social al 31 de agosto de 2000. 


Están comprendidos los dependientes en Seguro de 
Desempleo parcial previsto en los literales a) y b) del 
artículo 6” de la Ley N* 15.780, de 20 de agosto de 1981. 


En aquellos casos en que se comprobare que el in- 
cremento de la nómina al amparo del beneficio incluido 
en el presente artículo, fuere consecuencia de manio- 
bras por uno o más contribuyentes, sin incrementar el 
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c/Mod. 


en su integración con representantes de las organiza- 
ciones de jubilados y pensionistas, a los efectos de dar 
cumplimiento a las disposiciones previstas en los inci- 
sos precedentes y en el artículo 45.” 


ADITIVO 46/A 


“El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente en uso de sus facultades convocará 
a una Comisión Asesora, la que contará en su integra- 
ción con representantes de las organizaciones de jubila- 
dos y pensionistas, a los efectos de dar cumplimiento a 
las disposiciones previstas en los incisos precedentes y 
en el artículo 44.” 


Rafael Michelini. Senador. 


Proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes 


SECCION I 
FOMENTO DEL EMPLEO 


Artículo 1”.- Fíjase en 0% (cero por ciento) desde 
el 1? de enero de 2001 hasta el 31 de diciembre de 2001, 
la tasa de aporte patronal jubilatorio al Banco de Previ- 
sión Social (BPS) correspondiente para aquellos depen- 
dientes que a partir del 1* de enero de 2001 fueren con- 
tratados o reincorporados del seguro de desempleo, con 
el resultado de aumentar la cantidad de trabajadores de 
la empresa respecto a los que estuvieren efectivamente 
prestando funciones al 31 de agosto de 2000. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2” de la 
presente ley, no se consideran comprendidos en el inci- 
so primero del presente artículo las empresas reguladas 
por el régimen del Decreto-Ley N* 14.411, de 7 de agos- 
to de 1975. 


Mensualmente esta tasa no podrá aplicarse a un nú- 
mero mayor de dependientes del que surja como aumen- 
to neto en la plantilla del mes comparada con la referida 
en el primer inciso. Si la diferencia fuere mayor al núme- 
ro de trabajadores ingresados con posterioridad al 31 de 
agosto de 2000, dicha tasa se aplicará sobre los últimos 
incorporados. Se encuentran comprendidas aquellas em- 
presas que tengan actividad registrada en el BPS al 31 
de agosto de 2000. 


Están comprendidos en el presente artículo los de- 
pendientes en seguro de desempleo parcial previsto en 
el literal C) del artículo 5” del Decreto-Ley N* 15.180, de 
20 de agosto de 1981. 


En aquellos casos en que se comprobare que el in- 
cremento de la nómina al amparo del beneficio incluido 
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empleo efectivo, la misma dará lugar al pago de todos 
los tributos adeudados, más recargos, multas y demás 
infracciones que correspondan de acuerdo al 
Decreto-Ley N* 14.306, de 29 de noviembre de 1974, sin 
perjuicio de las acciones penales que correspondan. 


Artículo 2”.- Redúcese en un 100% (cien por ciento) 
para el sector construcción, para el personal comprendi- 
do en el Decreto-Ley N* 14.411, de 7 de agosto de 1975, 
la tasa de aporte patronal previsional jubilatorio para los 
propietarios de obras privadas, por el período 1” de ene- 
ro de 2001 hasta el 31 de diciembre de 2001. Este benefi- 
cio se aplicará exclusivamente a la totalidad de los de- 
pendientes afectados directamente a las tareas de cons- 
trucción, y siempre que dichas obras cumplan con los 
siguientes requisitos: 


A) Sean iniciadas a partir de la vigencia de la presente 
ley o aquellas cuya ejecución se encontrara suspen- 
dida por más de seis meses y se reactivaran a partir 
del 1” de noviembre de 2000. 


B) Superen los mil metros cuadrados edificados o su 
equivalente en construcciones civiles o viales. 


No están comprendidas aquellas obras en que el Es- 
tado es el comitente, adquirente o concedente. 


Artículo 3".- La tasa de aportes del Banco de Previ- 
sión Social de las empresas unipersonales que se regis- 
tren a partir de la fecha de vigencia de la presente ley, 
cuyo titular tuviera una edad entre 18 y 25 años se redu- 
ce en el porcentaje correspondiente al componente de 
aporte patronal correspondiente al titular de la misma 
hasta el 31 de diciembre de 2001. 


Artículo 4”.- Redúcese la tasa de aporte patronal ru- 
ral dispuesta en el inciso primero del artículo 686 de la 
Ley N* 16.736 de 5 de enero de 1996, en la redacción 
dada por el artículo 3* de la Ley N* 17.243, de 29 de junio 
de 2000, en un 0,3870/00 (cero con trescientos ochenta 
y siete por mil) por el período 1” de enero de 2001 al 31 
de diciembre de 2001. La reducción antes mencionada 
refiere exclusivamente a los componentes patronales ju- 
bilatorios a la contribución patronal rural global. 


Artículo 5”.- Prorrógase por el período 1” de enero 
de 2001 a 31 de diciembre de 2001 la exoneración de la 
aportación patronal rural sobre dependientes y sobre el 
titular y su cónyuge colaborador prevista en el artícu- 
lo 4? de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000. 


Artículo 6”.- Prorrógase la facultad otorgada al Po- 
der Ejecutivo por el artículo 5* de la Ley N* 17.243, de 29 
de junio de 2000, con los alcances necesarios para dar 
cumplimiento a lo establecido en los dos artículos pre- 
cedentes. 
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en el presente artículo, fuere consecuencia de manio- 
bras por uno o más contribuyentes, sin incrementar el 
empleo efectivo, la misma dará lugar al pago de todos 
los tributos adeudados, más recargos, multas y demás 
infracciones que correspondan de acuerdo al Decreto- 
Ley N* 14.306, de 29 de noviembre de 1974, sin perjuicio 
de las acciones penales que correspondan. 


Artículo 2”.- Redúcese en un 75% (setenta y cinco 
por ciento) para el sector construcción, para el personal 
comprendido en el Decreto-Ley N* 14.411, de 7 de agos- 
to de 1975, la tasa de aporte patronal previsional jubila- 
torio para los propietarios de obras privadas, por el pe- 
ríodo 1” de enero de 2001 hasta el 31 de diciembre de 
2001. Este beneficio se aplicará exclusivamente a las ta- 
reas de construcción, y siempre que dichas obras sean 
iniciadas a partir de la vigencia de la presente ley o aque- 
llas cuya ejecución se encontrara suspendida por más 
de seis meses hasta la fecha de promulgación de la pre- 
sente ley y se hubieran reactivado o se reactiven, en 
cualquier momento, a partir del 1” de noviembre de 2000. 


No están comprendidas aquellas obras en que el Es- 
tado es el comitente, adquirente o concedente. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a extender el período de 
la reducción establecida precedentemente. 


Artículo 3”.- La tasa de aportes del Banco de Previ- 
sión Social de las empresas unipersonales que se regis- 
tren a partir de la fecha de vigencia de la presente ley, 
cuyo titular tuviera una edad entre dieciocho y veinti- 
nueve años se reduce en el porcentaje correspondiente 
al componente de aporte patronal jubilatorio del titular 
de la misma, hasta el 31 de diciembre de 2001. 


Artículo 4”.- Redúcese la tasa de aporte patronal ru- 
ral dispuesta en el inciso primero del artículo 686 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en la redacción 
dada por el artículo 3” de la Ley N* 17.243, de 29 de junio 
de 2000, en un 0,3870/00 (cero con trescientos ochenta 
y siete por mil), por el período 1* de enero de 2001 al 31 
de diciembre de 2001. La reducción antes mencionada 
refiere exclusivamente a los componentes patronales ju- 
bilatorios a la contribución patronal rural global. 


Artículo 5”.- Prorrógase, por el período 1” de enero 
de 2001 al 31 de diciembre de 2001, la exoneración de la 
aportación patronal rural sobre dependientes y sobre el 
titular y su cónyuge colaborador prevista en el artículo 
4” de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000. 


Artículo 6”.- Extiéndese la facultad otorgada al Po- 
der Ejecutivo por el artículo 5* de la Ley N* 17.243, de 29 
de junio de 2000, con los alcances necesarios para dar 
cumplimiento a lo establecido en los artículos 4? y 5” de 
la presente ley. 
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SECCION H 


FISCALIZACION DE SOCIEDADES 
COMERCIALES EN LAS QUE PARTICIPEN LOS 
ENTES AUTÓNOMOS Y 
SERVICIOS DESCENTRALIZADOS 


Artículo 7”.- Los Entes Autónomos y Servicios Des- 
centralizados del dominio industrial y comercial del Es- 
tado autorizados legalmente al efecto, sólo podrán parti- 
cipar en emprendimientos o asociaciones con entidades 
públicas o privadas, nacionales o extranjeras, cuando el 
consorcio o sociedad a constituir admita jurídicamente 
la existencia de un órgano de contralor interno, integra- 
do por sus representantes y en forma proporcional a su 
participación. 


Los mencionados organismos deberán informar al 
Poder Ejecutivo, sobre la configuración de tales extre- 
mos, con una antelación no inferior a treinta días de la 
proyectada formalización del emprendimiento o asocia- 
ción. Asimismo, deberán informar al Poder Ejecutivo en 
forma anual sobre la gestión de la sociedad o emprendi- 
miento respectivo, así como toda otra información de 
carácter contable, jurídico o empresarial que sea someti- 
da a su consideración, en un plazo no inferior a treinta 
días de producido su informe. 


Lo establecido en el presente artículo es sin perjui- 
cio de lo dispuesto por la Ley N* 17.040, de 20 de no- 
viembre de 1998. 


Artículo 8”.- En caso de que los emprendimientos o 
asociaciones a que se alude en el artículo anterior, se 
hubieren acordado con anterioridad a la vigencia de la 
presente ley, los organismos involucrados deberán in- 
formar al Poder Ejecutivo sobre su participación en el 
control interno y sobre los estados contables corres- 
pondientes, dentro del plazo de treinta días corridos a 
partir de su promulgación. 


En todos los casos, la información será suministrada 
a través del Ministerio por el que se vincula el organis- 
mo con el Poder Ejecutivo. 
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SECCION HI 


FISCALIZACION DE SOCIEDADES 
COMERCIALES EN LAS QUE PARTICIPEN 
LOS ENTES AUTONOMOS Y 
SERVICIOS DESCENTRALIZADOS 


Artículo 7”.- Los Entes Autónomos y Servicios Des- 
centralizados del dominio industrial y comercial del Es- 
tado autorizados legalmente al efecto, sólo podrán parti- 
cipar en emprendimientos o asociaciones con entidades 
públicas o privadas, nacionales o extranjeras, cuando el 
consorcio o sociedad a constituir admita jurídicamente 
la existencia de un órgano de contralor interno, integra- 
do por sus representantes y en forma proporcional a su 
participación. 


Los mencionados organismos deberán informar al 
Poder Ejecutivo sobre la configuración de tales extre- 
mos, con una antelación no menor a treinta días de la 
proyectada formalización del emprendimiento o asocia- 
ción. 


Asimismo, deberán informar anualmente al Poder Eje- 
cutivo sobre la gestión de la sociedad o emprendimien- 
to respectivo y remitirle toda otra documentación de ca- 
rácter contable, jurídico o empresarial que sea sometida 
a su consideración, en un plazo no mayor a los treinta 
días de recibida la misma. 


La Auditoría Interna de la Nación establecerá las nor- 
mas técnicas generales a las que deberán someter su 
actuación los representantes de los Entes Autónomos o 
Servicios Descentralizados del dominio industrial y co- 
mercial del Estado que integren los órganos de contra- 
lor internos previstos en el inciso primero de este artícu- 
lo. 


Lo establecido en el presente artículo es sin perjui- 
cio de lo dispuesto por la Ley N* 17.040, de 20 de no- 
viembre de 1998. 


Artículo 8”.- En caso de que los emprendimientos o 
asociaciones a que se alude en el artículo 7? de la pre- 
sente ley, se hubieren acordado con anterioridad a la 
vigencia de la presente ley, los organismos involucra- 
dos deberán informar al Poder Ejecutivo sobre el grado 
de participación en el control interno y sobre los esta- 
dos contables correspondientes, dentro del plazo de 
treinta días corridos a partir de su promulgación. 


En todos los casos, la información será suministrada 
a través del Ministerio por el que se vincula el organis- 
mo con el Poder Ejecutivo. 
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SECCION III 
ESCUELA DE AUDITORES GUBERNAMENTALES 


Artículo 9”.- Créase en la órbita del Tribunal de Cuen- 
tas de la República, la Escuela de Auditores Guberna- 
mentales, con el fin de fortalecer el proceso de capacita- 
ción de personal y contribuir al mejoramiento y a la trans- 
parencia de la gestión del Estado. 


Artículo 10.- La Escuela de Auditores Gubernamen- 
tales, funcionará con autonomía técnica y estará dirigi- 
da por un Consejo Académico de cinco miembros: un 
representante del Tribunal de Cuentas de la República, 
que lo presidirá, un representante de la Universidad de 
la República, un representante de las Universidades pri- 
vadas, uno de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
y otro de la Auditoría Interna de la Nación. Dicho Con- 
sejo Académico tendrá el carácter de honorario. 


Artículo 11.- Serán cometidos de dicha Escuela: 


A) Diseñar, impartir y mantener el Programa de Forma- 
ción y Actualización de Auditores Gubernamentales. 


B) Incluir en el mencionado Programa, técnicas moder- 
nas de prevención, detección y corrección de frau- 
des y corrupción administrativa en el sector público. 


C) Establecer sistemas de capacitación basados en tec- 
nología de punta para la transmisión e interacción 
real de conocimientos y experiencias en el ámbito 
nacional, regional e internacional. 


D) Operar el sistema de actualización de Auditores para 
la renovación anual de sus conocimientos y habili- 
dades, llevando el control del proceso. 


E) Organizar eventos técnicos sobre materias de su es- 
pecialidad mediante la realización de foros, talleres o 
seminarios abiertos al público. 


F) Establecer un centro especializado de documentación 
y biblioteca de consulta, realizar investigaciones y 
editar y publicar sus resultados. 


G) Administrar los recursos financieros derivados de sus 
Operaciones académicas y de otras fuentes alternati- 
vas de financiamiento, todo ello de conformidad con 
el Programa anual de actividades y al presupuesto 
operativo que haya sido formalmente aprobado por 
el Consejo Académico. 


SECCION IV 
NORMAS CONCURSALES 


Artículo 12.- Créanse dos Juzgados Letrados Nacio- 
nales de Concursos por transformación de dos Juzga- 
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SECCION MI 
ESCUELA DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL 


Artículo 9”.- Créase en la órbita del Tribunal de Cuen- 
tas la Escuela de Auditoría Gubernamental, con el fin de 
fortalecer el proceso de capacitación de personal y con- 
tribuir al mejoramiento y a la transparencia de la gestión 
del Estado. 


Artículo 10.- La Escuela de Auditoría Gubernamen- 
tal funcionará con autonomía técnica y estará dirigida 
por un Consejo Académico de cinco miembros: un re- 
presentante del Tribunal de Cuentas, que lo presidirá, 
un representante de la Universidad de la República, un 
representante de las Universidades privadas, uno de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y otro de la Au- 
ditoría Interna de la Nación. Dicho Consejo Académico 
tendrá el carácter de honorario. 


Artículo 11.- Serán cometidos de dicha Escuela: 


A) Diseñar, impartir y mantener el Programa de Forma- 
ción y Actualización de Auditores Gubernamentales. 


B) Incluir en el mencionado Programa técnicas moder- 
nas de prevención, detección y corrección de frau- 
des y corrupción administrativa en el sector público. 


C) Establecer sistemas de capacitación basados en tec- 
nología de punta para la transmisión e interacción 
real de conocimientos y experiencias en el ámbito 
nacional, regional e internacional. 


D) Operar el sistema de actualización de Auditores para 
la renovación anual de sus conocimientos y habili- 
dades, llevando el control del proceso. 


E) Organizar eventos técnicos sobre materias de su es- 
pecialidad mediante la realización de foros, talleres o 
seminarios abiertos al público. 


F) Establecer un centro especializado de documentación 
y biblioteca de consulta, realizar investigaciones y 
editar y publicar sus resultados. 


G) Administrar los recursos financieros derivados de sus 
operaciones académicas y de otras fuentes alternati- 
vas de financiamiento, todo ello de conformidad con 
el programa anual de actividades y al presupuesto 
operativo que haya sido formalmente aprobado por 
el Consejo Académico. 


SECCION IV 


NORMAS CONCURSALES 


Artículo 12.- Créanse dos Juzgados Letrados de 
Concursos, por transformación de dos Juzgados Letra- 
dos en Primera Instancia en lo Civil. 
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dos Letrados de Primera Instancia en lo Civil. Estos tri- 
bunales conocerán en primera instancia en todos los 
procedimientos concursales: Concursos Civiles, Concor- 
datos, Moratorias de Sociedades Anónimas, Quiebras y 
Liquidaciones Judiciales. 


Dispondrán de funcionarios técnicos pertenecientes 
al Poder Judicial, que deberán ser profesionales univer- 
sitarios y haber rendido satisfactoriamente una prueba 
de suficiencia que reglamentará la Suprema Corte de Jus- 
ticia. 


La designación de los funcionarios será realizada por 
la Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 13.- El fuero de atracción previsto en el ar- 
tículo 1575 del Código de Comercio y en el numeral 52 
del artículo 457 del Código General del Proceso, será apli- 
cable a todos los procesos concursales. 


El Tribunal del Concurso asimismo será competente: 


A) En las acciones sociales de responsabilidad promo- 
vidas contra los administradores o directores de so- 
ciedades (artículos 83 y 393 y siguientes de la Ley 
N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989). 


B) En las acciones reivindicatorias y revocatorias con- 
cursales previstas en el Código de Comercio. 


Artículo 14.- A propuesta de cualquier acreedor con 
crédito laboral o del Síndico o Síndicos designados en 
el proceso concursal, el Tribunal del Concurso resolve- 
rá por vía incidental el prorrateo dispuesto por el artícu- 
lo 264 de la ley No. 16.462 de 11 de enero 1994, aplican- 
do el artículo 2372 del Código Civil y los artículos 1745 
y 1766 y siguientes del Código de Comercio. 


Artículo 15.- Sustitúyense los artículos 70 de la Ley 
N?* 2.230 de 2 junio de 1893 y 1767 del Título XIX del 
Código de Comercio, los que quedarán redactados de la 
siguiente forma: 


“ARTICULO 70.- Admitida la gestión el Juez nom- 
brará en el mismo acto dos acreedores elegidos entre 
los doce de mayor monto que no sean privilegiados, ni 
sociedades vinculadas, controlantes o integrantes de un 
mismo grupo de interés económico con la gestionante 
con la finalidad de intervenir e informar sobre el giro de 
los negocios”. 


“ARTICULO 1767.- La intervención que tendrá el al- 
cance del artículo 316 del Código General del Proceso, 
supondrá en todos los casos el control de los movi- 
mientos de dinero y mercaderías del giro de la gestio- 
nante y ésta deberá rendir cuenta a los Acreedores In- 
formantes de tales movimientos habidos desde la fecha 
de los Estados Contables adjuntos a la gestión hasta el 
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Estos Tribunales conocerán en primera instancia en 
todos los procedimientos concursales: Concursos Civi- 
les, Concordatos, Moratorias de Sociedades Anónimas, 
Quiebras y Liquidaciones Judiciales cuya competencia 
corresponda al departamento de Montevideo. 


Artículo 13.- El fuero de atracción previsto en el ar- 
tículo 1575 del Código de Comercio y en el numeral 5”del 
artículo 457 del Código General del Proceso, será aplica- 
ble a todos los procesos concursales. 


El Tribunal del Concurso asimismo será competente: 


A) En las acciones sociales de responsabilidad promo- 
vidas contra los administradores o directores de so- 
ciedades (artículos 83 y 393 y siguientes de la Ley 
N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989). 


B) En las acciones reivindicatorias y revocatorias con- 
cursales previstas en el Código de Comercio. 


Artículo 14.- Sustitúyense los artículos 70 de la Ley 
N? 2.230, de 2 de junio de 1893, y 1767 del Título XIX del 
Código de Comercio, los cuales quedarán redactados de 
la siguiente forma: 


«ARTICULO 70 y ARTICULO 1767.- Admitida la ges- 
tión el Juez nombrará en el mismo acto dos acreedores 
elegidos entre los doce de mayor monto que no sean 
privilegiados, ni sociedades vinculadas controlantes o 
integrantes de un mismo grupo económico con la ges- 
tionante, con la finalidad de intervenir e informar sobre 
el giro de los negocios. La intervención que tendrá el 
alcance del artículo 316 del Código General del Proceso, 
supondrá en todos los casos el control de los movi- 
mientos de dinero y mercaderías del giro de la gestio- 
nante y ésta deberá rendir cuenta a los Acreedores In- 
formantes de tales movimientos habidos desde la fecha 
de los Estados Contables adjuntos a la gestión hasta el 
momento de la efectiva intervención. La intervención será 
practicada individualmente por el acreedor que haya acep- 
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momento de la efectiva intervención. La intervención será 
practicada individualmente por el acreedor que haya acep- 
tado el cargo y hasta el momento que el otro acreedor 
acepte su designación, a partir del cual la intervención 
será ejercida en forma conjunta. Los acreedores desig- 
nados deberán informar, previo examen de los libros y 
demás papeles de la sociedad, sobre la marcha del giro 
empresarial, la exactitud de los documentos anexos a la 
gestión y sobre las bases de la petición concursal. La 
designación podrá recaer en entidades gremiales repre- 
sentativas con actuación en materia concursal.” 


Para su distribución se tendrá presente lo dispuesto 
en los artículos 1766 y siguientes del último cuerpo nor- 
mativo citado. 


Artículo 16.- Constatada la demora en la aceptación 
de los cargos previstos en los artículos 20 y 70 de la 
Ley N* 2,230, de 2 de junio de 1893, facúltase al Tribunal 
conforme lo dispuesto en el artículo 457.3 del Código 
General del Proceso para designar como Sindico Provi- 
sorio o Acreedor Informante a instituciones gremiales 
con personería jurídica. 


Artículo 17.- En todo Concurso Civil, Concordato 
Preventivo o Moratoria, se podrá crear, a iniciativa de 
cualquier acreedor concursal, del Contador Interventor 
o de los Acreedores Informantes, una Comisión de 
Acreedores de hasta cinco miembros, integrada por al- 
guno o algunos de los acreedores concursales o entida- 
des gremiales representativas de acreedores. También 
podrán integrarlas acreedores hipotecarios, prendarios 
y privilegiados sin que ello implique la renuncia a sus 
derechos prevista en el artículo 1556 del Código de Co- 
mercio y artículo 41 de la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 
1893. 


La constitución de la Comisión se efectuará en una 
reunión de acreedores celebrada judicial o extrajudicial- 
mente, con asistencia de acreedores que representen al 
menos el 50% de los créditos quirografarios denuncia- 
dos por el deudor. Si la reunión se celebrara extrajudi- 
cialmente, se labrará acta firmada por los asistentes y 
protocolizada notarialmente. 


Artículo 18.- La Comisión de Acreedores tendrá 
como cometidos: 


A) Asesorar al Tribunal, al Interventor, al Síndico o a 
los Acreedores Informantes en todos aquellos asun- 
tos en que su opinión le sea requerida. 


B) Proponer medidas urgentes para la conservación de 
los bienes del deudor y el control de sus activida- 
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tado el cargo y hasta el momento que el otro acreedor 
acepte su designación, a partir del cual la intervención 
será ejercida en forma conjunta. Los acreedores desig- 
nados deberán informar, previo examen de los libros y 
demás papeles de la sociedad, sobre la marcha del giro 
empresarial, la exactitud de los documentos anexos a la 
gestión y sobre las bases de la petición concursal. La 
designación podrá recaer en entidades gremiales repre- 
sentativas con actuación en materia concursal.» 


Artículo 15.- Constatada la demora en la aceptación 
de los cargos previstos en los artículos 20 y 70 de la 
Ley N* 2,230, de 2 de junio de 1893, el Tribunal designa- 
rá de inmediato, como Síndico Provisorio o como Infor- 
mante, a una persona que figure en la lista de Síndicos 
de acuerdo a lo previsto en el artículo 469.2 del Código 
General del Proceso. 


La referida lista podrá integrarse por representantes 
de instituciones gremiales con personería jurídica. 


Artículo 16.- En todo Concurso Civil, Concordato 
Preventivo o Moratoria, se podrá crear, a iniciativa de 
cualquier acreedor concursal, del Contador Interventor 
o de los Acreedores Informantes, una Comisión de 
Acreedores de hasta cinco miembros, integrada por al- 
guno o algunos de los acreedores concursales o entida- 
des gremiales representativas de acreedores. También 
podrán integrarlas acreedores hipotecarios, prendarios 
y privilegiados sin que ello implique la renuncia a sus 
derechos prevista en el artículo 1556 del Código de Co- 
mercio y en el artículo 41 de la Ley N* 2.230, de 2 junio 
de 1893. 


La constitución de la Comisión se efectuará en una 
reunión de acreedores celebrada judicial o extrajudicial- 
mente, con asistencia de acreedores que representen al 
menos el 50% (cincuenta por ciento) de los créditos qui- 
rografarios denunciados por el deudor. Si la reunión se 
celebrara extrajudicialmente, se labrará acta firmada por 
los asistentes y protocolizada notarialmente, cuyo testi- 
monio se agregará al expediente judicial para el conoci- 
miento del Juez del concurso. 


Artículo 17.- La Comisión de Acreedores tendrá 
como cometidos: 


A) Asesorar al Tribunal, al Interventor, al Síndico o a 
los Acreedores Informantes en todos aquellos asun- 
tos en que su opinión le sea requerida. 


B) Proponer medidas urgentes para la conservación de 
los bienes del deudor y el control de sus activida- 
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des, pudiendo solicitar al Tribunal la designación de 
un Interventor con o sin desplazamiento del titular o 
administradores. 


C) Intervenir en las tratativas con el deudor analizando 
la factibilidad de las fórmulas de acuerdo propues- 
tas. 


D) En caso de que se celebre un Concordato Extrajudi- 
cial o Privado la Comisión de Acreedores cumplirá 
los cometidos que le asigne dicho acuerdo. 


E) Solicitar la Quiebra, Liquidación Judicial o Concurso 
Necesario, cuando de su labor de asesoramiento se 
haya constatado la inviabilidad de la fórmula con- 
cursal o una situación patrimonial deficitaria, salvo 
lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10. 


Artículo 19.- Las publicaciones dispuestas por las 
normas vigentes que regulan los distintos procesos con- 
cursales se efectuarán solamente en el Diario Oficial y 
por el término de tres días. 


En el caso de Concursos Necesarios, Quiebras o Li- 
quidaciones Judiciales cuando no existan recursos sufi- 
cientes disponibles para cubrir el costo de las publica- 
ciones, el Tribunal ordenará su realización sin cargo, ofi- 
ciando al Diario Oficial. 


Tratándose de procesos concursales preventivos el 
deudor deberá acreditar ante el Tribunal las publicacio- 
nes realizadas acompañando un ejemplar que será entre- 
gado al Actuario dentro del término de quince días há- 
biles a contar de la notificación del auto que las ordenó. 
Si así no lo hiciere el Tribunal revocará el auto de admi- 
sión o la moratoria concedida y decretará el Concurso 
Necesario, la Quiebra o Liquidación Judicial. 


Modifícanse las normas concursales vigentes en 
cuanto establecen la publicación íntegra de los textos 
concordatarios o de las sentencias, disponiendo que 
bastará que se publique un extracto de su contenido 
previo control de la Oficina Actuaria. 


Artículo 20.- En todos los procedimientos concur- 
sales preventivos, deberá disponerse por el Tribunal, en 
el auto de admisión, la inscripción de la solicitud en el 
Registro Nacional de Actos Personales. El deudor debe- 
rá acreditar la inscripción en el plazo de diez días hábiles 
a contar de la fecha de libramiento del oficio. En caso de 
omisión, el Tribunal, sin más trámite, revocará el auto de 
admisión y decretará el Concurso Necesario, la Quiebra 
O la Liquidación Judicial. 


También se ordenará la inscripción de las Quiebras, 
Liquidaciones Judiciales o Concursos Necesarios que 
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des, pudiendo solicitar al Tribunal la ampliación de 
las facultades del o de los interventores designados. 


C) Intervenir en las tratativas con el deudor analizando 
la factibilidad de las fórmulas de acuerdo propues- 
tas. 


D) En caso de que se celebre un Concordato Extrajudi- 
cial o Privado la Comisión de Acreedores cumplirá 
los cometidos que le asigne dicho acuerdo. 


E) Recomendar la Quiebra, Liquidación Judicial o Con- 
curso Necesario, cuando de su labor de asesoramien- 
to se haya constatado la inviabilidad de la fórmula 
concursal o una situación patrimonial deficitaria, sal- 
vo lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 21 
de la presente ley. 


Artículo 18.- Las publicaciones dispuestas por las 
normas vigentes que regulan los distintos procesos con- 
cursales se efectuarán en el Diario Oficial y en un medio 
de prensa escrita de la ciudad del Juzgado interviniente, 
por el término de tres días. 


En el caso de Concursos Necesarios, Quiebras o Li- 
quidaciones Judiciales cuando no existan recursos dis- 
ponibles ni suficientes para cubrir el costo de las publi- 
caciones, el Tribunal ordenará su realización sin cargo, 
oficiando a la Dirección Nacional de Impresiones y Pu- 
blicaciones Oficiales. 


Tratándose de procesos concursales preventivos el 
deudor deberá acreditar ante el Tribunal las publicacio- 
nes realizadas acompañando un ejemplar que será entre- 
gado al Actuario dentro del término de quince días há- 
biles a contar de la notificación del auto que las ordenó. 
Si así no lo hiciere el Tribunal revocará el auto de admi- 
sión O la moratoria concedida y decretará el Concurso 
Necesario, la Quiebra o Liquidación Judicial. 


Modifícanse las normas concursales vigentes en 
cuanto establecen la publicación íntegra de los textos 
concordatarios o de las sentencias, disponiendo que 
bastará que se publique un extracto de su contenido 
previo control de la Oficina Actuaria. 


Artículo 19.- En todos los procedimientos concur- 
sales preventivos, deberá disponerse, por el Juez del 
concurso, en el auto de admisión, la inscripción de la 
solicitud en el Registro Nacional de Actos Personales. 
El deudor deberá acreditar la inscripción en el plazo de 
diez días hábiles a contar de la fecha de libramiento del 
oficio. En caso de omisión, la sede, sin más trámite, re- 
vocará el auto de admisión y decretará el Concurso Ne- 
cesario, la Quiebra o la Liquidación Judicial del deudor. 


También se ordenará la inscripción de las Quiebras, 
Liquidaciones Judiciales o Concursos Necesarios que 
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se decreten y no existiendo recursos suficientes dispo- 
nibles para cubrir las tasas registrales para la inscrip- 
ción de estas interdicciones o para la obtención de in- 
formaciones requeridas por el Tribunal, éste las dispon- 
drá de oficio sin cargo. 


Artículo 21.- Si por cualquier causa, el proceso de 
Quiebra, Liquidación Judicial o Concurso Necesario se 
encontrare paralizado por un término que exceda los seis 
meses, cualquier acreedor, que justifique su crédito, po- 
drá pedir la clausura de los procedimientos con iguales 
efectos a los previstos para la clausura de la Quiebra 
por insuficiencia de activo (artículos 1711 y siguientes 
del Código de Comercio). 


Artículo 22.- En los procesos concursales preventi- 
vos que se encuentren paralizados en sus trámites por 
un término que exceda los seis meses o en que se cons- 
tate la inactividad del deudor en la explotación de su 
giro o la insuficiencia de sus activos para cumplir con 
los pagos por él ofrecidos, a pedido de cualquier acree- 
dor y previa vista del Ministerio Público, el Tribunal 
podrá decretar el Concurso Necesario, la Quiebra o Li- 
quidación Judicial. 


Se exceptúa de lo dispuesto precedentemente, los 
casos en que el deudor presente al Tribunal un acuerdo, 
firmado por las mayorías de acreedores, exigidas por las 
distintas normas concursales, en el cual se acepten las 
circunstancias referidas. 


Artículo 23.- En los distintos procedimientos de Con- 
cordato Preventivo Judicial o Concurso Civil, las Juntas 
de Acreedores sólo podrán prorrogarse con carácter ex- 
cepcional. La solicitud de prórroga planteada por el deu- 
dor, será resuelta por el Tribunal en audiencia, atendien- 
do el voto mayoritario de los acreedores concursales 
presentes. 


Artículo 24.- Agrégase al artículo 1771 del Código de 
Comercio (Título XIX) el siguiente inciso: “Si el Tribu- 
nal deniega la moratoria, decretará sin más trámite la Li- 
quidación Judicial de la sociedad anónima solicitante, 
salvo que ésta demuestre que canceló el pasivo perso- 
nal concursal o logró la adhesión de sus acreedores para 
un Concordato Preventivo”. 


Artículo 25.- En los casos de Concordatos Preventi- 
vos, Moratorias o Concursos Civiles Voluntarios, los 
créditos de los acreedores, se considerarán incobrables 
a todos los efectos de los tributos recaudados por la 
Dirección General Impositiva, desde el momento de la 
concesión de la moratoria provisional. Los tributos co- 
rrespondientes deberán liquidarse por los acreedores a 
medida que se produzca la cobranza concursal respecti- 
va. Igual tratamiento de incobrabilidad recibirán desde 
el auto declaratorio, los créditos respecto de cuyos deu- 
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se decreten y no existiendo recursos suficientes dispo- 
nibles para cubrir las tasas registrales para la inscrip- 
ción de estas interdicciones o para la obtención de in- 
formaciones requeridas por el Tribunal, éste las dispon- 
drá de oficio sin cargo. 


Artículo 20.- Si por cualquier causa, el proceso de 
Quiebra, Liquidación Judicial o Concurso Necesario se 
encontrare paralizado por un término que exceda los seis 
meses, cualquier acreedor, que justifique su crédito, po- 
drá pedir la clausura de los procedimientos con iguales 
efectos a los previstos para la clausura de la Quiebra 
por insuficiencia de activo (artículos 1711 y siguientes 
del Código de Comercio). 


Artículo 21.- En los procesos concursales preventi- 
vos que se encuentren paralizados en sus trámites por 
un término que exceda los seis meses o en que se cons- 
tate la inactividad del deudor en la explotación de su 
giro o la insuficiencia de sus activos para cumplir con 
los pagos por él ofrecidos, a pedido de cualquier acree- 
dor y previa vista del Ministerio Público y del deudor, el 
Tribunal podrá decretar el Concurso Necesario, la Quie- 
bra o la Liquidación Judicial. 


Se exceptúan de lo dispuesto precedentemente, los 
casos en que el deudor presente al Tribunal un acuerdo, 
firmado por las mayorías de acreedores, exigidas por las 
distintas normas concursales, en el cual se acepten las 
circunstancias referidas. 


Artículo 22.- En los distintos procedimientos de Con- 
cordato Preventivo Judicial o Concurso Civil, las Juntas 
de Acreedores sólo podrán prorrogarse con carácter ex- 
cepcional. La solicitud de prórroga planteada por el deu- 
dor, será resuelta por el Tribunal en audiencia, atendien- 
do el voto mayoritario de los acreedores concursales 
presentes. 


Artículo 23.- Agrégase al artículo 1771 del Título 
XIX del Código de Comercio el siguiente inciso: 


«Si el Tribunal deniega la moratoria, decretará sin 
más trámite la Liquidación Judicial de la sociedad anóni- 
ma solicitante, salvo que ésta demuestre que canceló el 
pasivo personal concursal o logró la adhesión de sus 
acreedores para un Concordato Preventivo». 


Artículo 24.- En los casos de Concordatos Preventi- 
vos, Moratorias o Concursos Civiles Voluntarios, los 
créditos de los acreedores, se considerarán incobrables 
a todos los efectos de los tributos recaudados por la 
Dirección General Impositiva, desde el momento de la 
concesión de la moratoria provisional. Los tributos co- 
rrespondientes deberán liquidarse por los acreedores a 
medida que se produzca la cobranza concursal respecti- 
va. Igual tratamiento de incobrabilidad recibirán desde 
el auto declaratorio, los créditos respecto de cuyos deu- 
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dores se haya decretado la Quiebra, Liquidación Judi- 
cial o el Concurso Necesario. 


Artículo 26.- A partir de la sanción de la presente 
ley, en los distintos procedimientos concursales comer- 
ciales que se inicien, la moratoria provisional dispuesta 
por el artículo 1545 del Código de Comercio así como la 
prevista en los numerales 1 y 2 del artículo 69 de la Ley 
N* 2.230, de 2 de junio de 1893, no podrá exceder del 
término de un año contado desde la fecha de su conce- 
sión. El Tribunal, excepcionalmente, podrá extender este 
plazo, cuando el mismo resulte necesario para culminar 
los procedimientos pendientes para la homologación del 
Concordato presentado. 


Artículo 27.- Modifícase el numeral 19) del artícu- 
lo 1019 del Código de Comercio que quedará con la si- 
guiente redacción: 


1%) Las acciones provenientes de vales, conformes 
O pagarés contra el librador, si la deuda no ha sido reco- 
nocida por documento separado. 


Los cuatro años se contarán desde el vencimiento o 
desde la fecha de la sentencia de condenación prevista 
en el artículo 1606 de este Código en su caso”. 


Artículo 28.- Sustitúyese el artículo 1026 del Código 
de Comercio por el siguiente: 


“ARTICULO 1026.- La prescripción se interrumpe por 
cualquiera de las maneras siguientes: 


19 Por el reconocimiento que el deudor hace del dere- 
cho de aquél contra quien prescribía. 


2%) Por medio de emplazamiento judicial notificado al 
prescribiente. El emplazamiento judicial interrumpe la 
prescripción, aunque sea decretado por Juez incom- 
petente. 


3%) Por medio de intimación judicial, practicada perso- 
nalmente al deudor, o por edictos al ausente cuyo 
domicilio se ignorase. 


4%) Por la admisión de una pretensión concursal deduci- 
da por el deudor. 


La prescripción interrumpida comienza a correr de 
nuevo: en el primer caso, desde la fecha del recono- 
cimiento; en el segundo, desde la fecha de la última 
diligencia judicial que se practicare en consecuencia 
del emplazamiento; en el tercero, desde la fecha de la 
intimación o de la última publicación en el Diario Ofi- 
cial; en el caso del numeral 4”), comienza a correr de 
nuevo, una vez concluido el proceso concursal. 


En materia de títulos valores cuando haya recaído 
sentencia de condena se aplicará lo dispuesto por los 
artículos 1216 y 1220 del Código Civil”. 
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dores se haya decretado la Quiebra, Liquidación Judicial 
o el Concurso Necesario. 


Artículo 25.- A partir de la sanción de la presente 
ley, en los distintos procedimientos concursales comer- 
ciales que se inicien, la moratoria provisional dispuesta 
por el artículo 1545 del Código de Comercio así como la 
prevista en los numerales 1 y 2 del artículo 69 de la Ley 
N* 2.230, de 2 de junio de 1893, no podrá exceder del 
término de un año contado desde la fecha de su conce- 
sión. El Tribunal, excepcionalmente, podrá extender este 
plazo, cuando el mismo resulte necesario para culminar 
los procedimientos pendientes para la homologación del 
Concordato presentado. 


Artículo 26.- Sustitúyese el numeral 19) del artícu- 
lo 1019 del Código de Comercio, por el siguiente: 


«19 Las acciones provenientes de vales, conformes 
O pagarés contra el librador, si la deuda no ha sido reco- 
nocida por documento separado. 


Los cuatro años se contarán desde el vencimiento o 
desde la fecha de la sentencia de condenación prevista 
en el artículo 1606 de este Código en su caso». 


Artículo 27.- Sustitúyese el artículo 1026 del Código 
de Comercio por el siguiente: 


«ARTICULO 1026.- La prescripción se interrumpe por 
cualquiera de las maneras siguientes: 


19 Por el reconocimiento que el deudor hace del dere- 
cho de aquél contra quien prescribía. 


2%) Por medio de emplazamiento judicial notificado al 
prescribiente. El emplazamiento judicial interrumpe la 
prescripción, aunque sea decretado por Juez incom- 
petente. 


3%) Por medio de intimación judicial, practicada perso- 
nalmente al deudor, o por edictos al ausente cuyo 
domicilio se ignorase. 


4%) Por la admisión de una pretensión concursal deduci- 
da por el deudor. 


La prescripción interrumpida comienza a correr de 
nuevo: en el primer caso, desde la fecha del reconoci- 
miento; en el segundo, desde la fecha de la última dili- 
gencia judicial que se practicare en consecuencia del 
emplazamiento; en el tercero, desde la fecha de la inti- 
mación o de la última publicación en el Diario Oficial; en 
el caso del numeral 4%), comienza a correr de nuevo, una 
vez concluido el proceso concursal. 


En materia de títulos valores cuando haya recaído 
sentencia de condena se aplicará lo dispuesto por los 
artículos 1216 y 1220 del Código Civil». 
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Artículo 29.- Las resoluciones adoptadas por el Tri- 
bunal Concursal serán impugnables en los plazos y por 
los medios previstos en el Capítulo VII del Libro 1 del 
Código General del Proceso. En todos los casos la ape- 
lación de las resoluciones que se adopten en materia 
concursal no tendrá efectos suspensivo salvo que el 
Tribunal superior así lo disponga (artículo 251 numeral 2* 
del Código General del Proceso). 


Artículo 30.- Modifícase el artículo 452 del Código 
General del Proceso que quedará redactado de la siguien- 
te forma: 


“ARTICULO 452.- Ejecución colectiva. Procede la eje- 
cución colectiva cuando el deudor se encontrare en es- 
tado de cesación de pagos, la que se realizará mediante 
el Concurso Necesario para el deudor civil y la Quiebra 
o Liquidación Judicial para el deudor comerciante. 


La Quiebra y la Liquidación Judicial se regirán por 
las disposiciones pertinentes del Código de Comercio, 
la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 1893 y sus modificati- 


” 


vas”. 


Artículo 31.- Modifícase el artículo 453 del Código 
General del Proceso que quedará redactado de la siguien- 
te forma: 


“ARTICULO 453. Medidas preventivas de la 
ejecución. La ejecución colectiva del deudor comercian- 
te podrá evitarse mediante la presentación de una solici- 
tud de Concordato Preventivo o Moratoria que cumpla 
con las exigencias previstas en el Código de Comercio, 
o en la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 1893 y concordan- 
tes. 


El deudor civil podrá celebrar acuerdos de pagos 
con sus acreedores, en oportunidad de celebrarse la Junta 
de Acreedores tal como se prevé en el artículo 460.4". 


Artículo 32.- Los Juzgados creados por la presente 
ley deberán comenzar a funcionar en un plazo no mayor 
de noventa días a partir de su promulgación. 


Los Tribunales de toda la República remitirán a los 
Juzgados Letrados Nacionales de Concursos, dentro de 
los treinta días siguientes a su entrada en funcionamien- 
to todos los expedientes con procesos concursales en 
trámite, en el estado en que se encuentren. Si la convo- 
catoria a Junta o reunión de Acreedores ya hubiere sido 
publicada, la remisión se efectuará después de su cele- 
bración. Si por cualquier circunstancia el expediente no 
se encontrare en el Tribunal actuante, la remisión se efec- 
tuará, de inmediato, una vez que le fuera devuelto. 


CAMARA DE SENADORES 


S/Mod. 


C/Mod. 


S/Mod. 


Sust. 


Artículo 28.- Las resoluciones adoptadas por el Tri- 
bunal Concursal serán impugnables en los plazos y por 
los medios previstos en el Capítulo VII del Título VI del 
Libro I del Código General del Proceso. En todos los 
casos la apelación de las resoluciones que se adopten 
en materia concursal no tendrán efectos suspensivos 
salvo que el Tribunal superior así lo disponga (numeral 
2* del artículo 251 del Código General del Proceso). 


Artículo 29.- Sustitúyese el artículo 452 del Código 
General del Proceso, por el siguiente: 


«ARTICULO 452. (Ejecución colectiva). Procede la 
ejecución colectiva cuando el deudor se encontrare en 
estado de cesación de pagos, la que se realizará median- 
te el Concurso Necesario para el deudor civil y la Quie- 
bra para el comerciante o la sociedad comercial y la Li- 
quidación Judicial para la sociedad anónima. 


La Quiebra y la Liquidación Judicial se regirán por 
las disposiciones pertinentes del Código de Comercio y 
por la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 1893, y sus modifi- 
cativas». 


Artículo 30.- Sustitúyese el artículo 453 del Código 
General del Proceso, por el siguiente: 


«ARTICULO 453. (Medidas preventivas de la eje- 
cución). La ejecución colectiva del deudor comerciante 
podrá evitarse mediante la presentación de una solici- 
tud de Concordato Preventivo o Moratoria que cumpla 
con las exigencias previstas en el Código de Comercio, 
o en la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 1893, y concor- 
dantes.” 


El deudor civil podrá celebrar acuerdos de pagos con 
sus acreedores, en oportunidad de celebrarse la Junta 
de Acreedores tal como se prevé en el artículo 460.4." 


Artículo 31.- Los Juzgados creados por la presente 
ley deberán comenzar a funcionar en un plazo no mayor 
de noventa días a partir de su promulgación. 


Los Juzgados de Primera Instancia en lo Civil de 
Montevideo remitirán a los Juzgados Letrados de Con- 
cursos, dentro de los treinta días siguientes a su entra- 
da en funcionamiento, todos los expedientes con proce- 
sos concursales en trámite en el estado en que se en- 
cuentren. Los expedientes civiles que estuvieran trami- 
tando hasta entonces los Juzgados transformados, se- 
rán redistribuidos entre los demás Juzgados de Primera 
Instancia en lo Civil, por el procedimiento que disponga 
la Suprema Corte de Justicia. Si la convocatoria a Junta 
o reunión de Acreedores ya hubiere sido publicada, la 
remisión se efectuará después de su celebración. Si por 
cualquier circunstancia el expediente no se encontrare 
en el Juzgado actuante, la remisión se efectuará, de in- 
mediato, una vez que le fuera devuelto. 
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Artículo 33.- Las normas concursales contenidas en 
la presente ley se aplicarán desde su vigencia a los pro- 
cedimientos en trámite. 


SECCION V 


LICENCIA ESPECIAL PARA LOS 
FUNCIONARIOS PUBLICOS O TRABAJADORES 
PRIVADOS QUE ADOPTEN MENORES 


Artículo 34.- Todo asalariado afiliado al Banco de 
Previsión Social que reciba, en las condiciones previs- 
tas por la presente ley, uno o más niños menores de 
edad, tendrá derecho a una licencia especial, de acuerdo 
al siguiente régimen: 


A) Cuando el o los menores tengan menos de un año 
de edad la licencia especial será de cuarenta y dos 
días continuos de duración. 


B) Cuando el o los menores tengan más de un año y 
menos de tres años de edad la licencia especial será 
de veintiocho días continuos de duración. 


GC) Cuando el o los menores tengan más de tres años y 
menos de diez años de edad la licencia especial será 
de diez días continuos de duración. 


Artículo 35.- Quedan comprendidos en lo estableci- 
do en el artículo precedente, quienes reciban menores 
en la situación de custodia prevista por el artículo 9* del 
Decreto-Ley N* 15.210 de 9 de noviembre de 1981, así 
como todas aquellas situaciones en las que exista un 
pronunciamiento judicial o del Instituto Nacional del 
Menor (NAME) referido a la entrega de un menor a los 
efectos de su posterior adopción o legitimación adopti- 
va. 


Artículo 36.- Sólo podrá hacer uso de esta licencia 
especial, uno u otro integrante de la pareja beneficiaria 
o el beneficiario en su caso. 


Artículo 37.- Los trabajadores del sector privado que 
hagan uso de la licencia especial prevista y por el perío- 
do de la misma, serán beneficiarios como única compen- 
sación por dicha inactividad de un subsidio a cargo del 
Banco de Previsión Social, que se regirá en lo pertinente 
de acuerdo a lo establecido para el subsidio por mater- 
nidad en los artículos 15 y 17 del Decreto-Ley N* 15.084, 
de 28 de noviembre de 1980, y las disposiciones modifi- 
cativas y concordantes. 
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Artículo 32.- Las normas concursales contenidas en 
la presente ley se aplicarán desde su vigencia a los pro- 
cedimientos en trámite. 


SECCION V 


LICENCIA ESPECIAL PARA LOS FUNCIONA- 
RIOS PUBLICOS O TRABAJADORES PRIVADOS 
QUE ADOPTEN MENORES 


Artículo 33.- Todo trabajador dependiente, afiliado 
al Banco de Previsión Social, que reciba uno o más me- 
nores de edad, en las condiciones previstas por la pre- 
sente ley, tendrá derecho a una licencia especial de seis 
semanas continuas de duración. 


La licencia especial con goce de sueldo establecida 
en el inciso primero del presente artículo constituye una 
excepción al régimen de licencias especiales establecido 
por el artículo 37 de la Ley N* 16.104, de 23 de enero de 
1990, para los funcionarios públicos. 


Artículo 34.- Quedan comprendidos en lo estableci- 
do en el artículo 33 de la presente ley, quienes, en virtud 
de una disposición legal, pronunciamiento judicial o re- 
solución del Instituto Nacional del Menor reciban me- 
nores a efectos de su posterior adopción o legitimación 
adoptiva. 


El derecho establecido en el artículo 33 de la presen- 
te ley, sólo podrá ejercerse a partir de que se haya he- 
cho efectiva la entrega del menor. 


Artículo 35.- Sólo podrá hacer uso de esta licencia 
especial uno u otro integrante del matrimonio beneficia- 
rio o el beneficiario en su caso. 


Artículo 36.- Los trabajadores del sector privado que 
hagan uso de la licencia especial prevista y por el perío- 
do de la misma, serán beneficiarios como única compen- 
sación por dicha inactividad de un subsidio a cargo del 
Banco de Previsión Social, que se regirá en lo pertinente 
de acuerdo a lo establecido para el subsidio por mater- 
nidad en los artículos 15 y 17 del Decreto-Ley N* 15.084, 
de 28 de noviembre de 1980, y las disposiciones modifi- 
cativas y concordantes. 
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El funcionario público continuará percibiendo su re- 
tribución habitual del organismo en el cual cumple fun- 
ciones, durante el goce de la licencia especial. 


Artículo 38.- Los interesados deberán acreditar la si- 
tuación referida en el artículo 35 de la presente ley, me- 
diante testimonio del decreto expedido por el Juez com- 
petente; constancia expedida por el Instituto Nacional 
del Menor o en caso de adopción mediante testimonio 
de la respectiva escritura pública. 


Artículo 39.- La licencia especial referida deberá go- 
zarse efectivamente, no pudiendo sustituirse por salario 
o compensación alguna. 


El empleador o el jerarca del Organismo respectivo, 
en su caso, dispondrá de un plazo máximo de diez días 
corridos para el otorgamiento de la licencia, desde que 
se acrediten los extremos requeridos por la presente ley. 


El beneficio caducará de pleno derecho si los intere- 
sados no ejercitan su reclamo antes de los treinta días a 
contar de la fecha en que se haga efectiva la entrega del 
menor. 


Artículo 40.- El interesado que actuando con malicia, 
induzca a engaño para obtener los beneficios de la pre- 
sente sección de esta ley, deberá restituir el importe de lo 
que se haya abonado durante el período de licencia espe- 
cial, debidamente actualizado, sin perjuicio de otras con- 
secuencias a que hubiere lugar de acuerdo a derecho. 


SECCION VI 
RECURSOS ADMINISTRATIVOS 


Artículo 41.- Declárase, a los efectos establecidos 
por el numeral 20 del artículo 85 de la Constitución de la 
República, que el término de ciento veinte días previsto 
por el inciso primero de su artículo 318 solo es aplicable 
a los recursos de revocación y de reposición incisos 
primero y cuarto del artículo 317, al decidir los cuales “la 
autoridad administrativa” resuelve recursos interpues- 
tos “contra sus decisiones”. Dicho término no rige para 
la resolución de los recursos jerárquicos, de anulación y 
de apelación incisos segundo, tercero y cuarto del artí- 
culo 317, los cuales tienen por objeto decisiones no 
adoptadas por los órganos que resuelven dichos recur- 
sos. Todo ello, sin perjuicio de la obligación de resolver 
los recursos administrativos cuya decisión le competa, 
que recae sobre todo órgano administrativo. 


Artículo 42.- Modifícanse los artículos 5* y 6* de la 
Ley N* 15.869, de 22 de junio de 1987, que quedarán 
redactados de la siguiente manera: 
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El funcionario público continuará percibiendo su re- 
tribución habitual del organismo en el cual cumple fun- 
ciones, durante el goce de la licencia especial. 


Artículo 37.- Los interesados deberán acreditar la si- 
tuación referida en el artículo 34 de la presente ley, me- 
diante testimonio del decreto expedido por el Juez com- 
petente, constancia expedida por el Instituto Nacional 
del Menor o en caso de adopción mediante testimonio 
de la respectiva escritura pública. 


Artículo 38.- La licencia especial referida deberá go- 
zarse efectivamente, no pudiendo sustituirse por salario 
o compensación alguna. 


El empleador o el jerarca del organismo respectivo, 
en su caso, dispondrá de un plazo máximo de cinco días 
corridos para el otorgamiento de la licencia, desde que 
se acrediten los extremos requeridos por la presente ley. 


El beneficio caducará de pleno derecho si los intere- 
sados no ejercitan su reclamo antes de los treinta días a 
contar de la fecha en que se haga efectiva la entrega del 
menor. 


Artículo 39.- El interesado que, actuando dolosamen- 
te, induzca a engaños para obtener los beneficios de la 
Sección V de la presente ley, deberá restituir el importe 
de lo que se le haya abonado durante el período de la 
licencia especial debidamente actualizado, sin perjuicio 
de otras consecuencias a que hubiere lugar de acuerdo 
a derecho. 


SECCION VI 
RECURSOS ADMINISTRATIVOS 


Artículo 40.- Declárase, a los efectos establecidos por 
el numeral 20) del artículo 85 de la Constitución de la 
República, que el término de ciento veinte días previsto 
por el inciso primero de su artículo 318 sólo es aplicable 
a los recursos de revocación y de reposición, incisos 
primero y cuarto del artículo 317 de la Constitución de la 
República, al decidir los cuales «la autoridad administra- 
tiva» resuelve recursos interpuestos «contra sus deci- 
siones». Dicho término no rige para la resolución de los 
recursos jerárquicos de anulación y de apelación inci- 
sos segundo, tercero y cuarto del artículo 317 citado, 
los cuales tienen por objeto decisiones no adoptadas 
por los órganos que resuelven dichos recursos. Todo 
ello, sin perjuicio de la obligación de resolver los recur- 
sos administrativos cuya decisión le competa, que recae 
sobre todo órgano administrativo. 


Artículo 41.- Sustitúyense los artículos 5” y 6* de la 
Ley N* 15.869, de 22 de junio de 1987, por los siguien- 
tes: 
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“ARTICULO 5*.- A los ciento cincuenta días siguien- 
tes al de la interposición de los recursos de revocación 
o de reposición, a los doscientos días siguientes a la 
interposición conjunta de los recursos de revocación y 
jerárquico, de revocación y de anulación, o de reposi- 
ción y apelación, y a los doscientos cincuenta días si- 
guientes al de la interposición conjunta de los recursos 
de revocación, jerárquico y de anulación, si no se hu- 
biere dictado resolución sobre el último recurso se ten- 
drá por agotada la vía administrativa”. 


“ARTICULO 6”.- Vencido el plazo de ciento cincuen- 
ta días o el de doscientos, en su caso, se deberán fran- 
quear, automáticamente, los recursos subsidiariamente 
interpuestos, reputándose fictamente confirmado el acto 
impugnado. 


El vencimiento de los plazos a que se refiere el inci- 
so anterior no exime al órgano competente para resolver 
el recurso de que se trate, de su obligación de dictar 
resolución sobre el mismo (artículo 318 de la Constitu- 
ción). Si ésta no se produjera dentro de los treinta días 
siguientes al vencimiento de los plazos previstos en el 
inciso primero, la omisión se tendrá como presunción 
simple a favor de la pretensión del actor, en el momento 
de dictarse sentencia por el Tribunal respecto de la ac- 
ción de nulidad que aquél hubiere promovido”. 


Artículo 43.- La modificación de los artículos 5* y 6? 
de la Ley N* 15.869, de 22 de junio de 1987, dispuesta 
por el artículo precedente se aplicará a los actos admi- 
nistrativos dictados a partir de la fecha de vigencia de la 
presente ley. 


SECCION VII 
TITULO I 
VIVIENDA PARA PASIVOS 


Artículo 44.- Corresponde al Ministerio de Vivien- 
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente la for- 
mulación, ejecución, supervisión y evaluación de los pla- 
nes de vivienda y soluciones habitacionales en general, 
para los jubilados y pensionistas del Banco de Previ- 
sión Social y la instrumentación de la política nacional 
en la materia. 


Artículo 45.- Los recursos provenientes de la recau- 
dación del Impuesto a las Retribuciones Personales a 
que refiere el artículo 459 de la Ley N* 16.736 de 5 de 
enero de 1996, se destinará al suministro de soluciones 
habitacionales para los jubilados y pensionistas del Ban- 
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S/Mod. 
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«ARTICULO 5".- A los ciento cincuenta días siguien- 
tes al de la interposición de los recursos de revocación 
o de reposición, a los doscientos días siguientes a la 
interposición conjunta de los recursos de revocación y 
jerárquico, de revocación y de anulación, o de reposi- 
ción y apelación, y a los doscientos cincuenta días si- 
guientes al de la interposición conjunta de los recursos 
de revocación, jerárquico y de anulación, si no se hu- 
biere dictado resolución sobre el último recurso se ten- 
drá por agotada la vía administrativa. 


ARTICULO 6”.- Vencido el plazo de ciento cincuenta 
días o el de doscientos, en su caso, se deberán fran- 
quear, automáticamente, los recursos subsidiariamente 
interpuestos, reputándose fictamente confirmado el acto 
impugnado. 


El vencimiento de los plazos a que refiere el inciso 
primero del presente artículo no exime al órgano compe- 
tente para resolver el recurso de que se trate, de su 
obligación de dictar resolución sobre el mismo (artículo 
318 de la Constitución de la República). Si ésta no se 
produjera dentro de los treinta días siguientes al venci- 
miento de los plazos previstos en el inciso primero, la 
omisión se tendrá como presunción simple a favor de la 
pretensión del actor, en el momento de dictarse senten- 
cia por el Tribunal respecto de la acción de nulidad que 
aquél hubiere promovido». 


Artículo 42.- La modificación de los artículos 5? y 6? 
de la Ley N* 15.869, de 22 de junio de 1987, dispuesta 
por el artículo 41 de la presente ley se aplicará a los 
actos administrativos dictados a partir de la fecha de 
vigencia de la presente ley. 


SECCION VII 
TITULO I 
VIVIENDA PARA PASIVOS 


Artículo 43.- Corresponde al Ministerio de Vivien- 
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en co- 
ordinación con el Banco de Previsión Social, la formula- 
ción y evaluación de las políticas de vivienda para jubi- 
lados y pensionistas. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente tendrá a su cargo la ejecución, super- 
visión y administración de las soluciones habitaciona- 
les en general, atendiendo la demanda que establezca el 
BPS para todo el territorio nacional. 


Artículo 44.- Los recursos provenientes de la recau- 
dación del Impuesto a las Retribuciones Personales (IRP) 
a que refiere el artículo 459 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, se destinarán al suministro, administra- 
ción y mantenimiento de las soluciones habitacionales 
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co de Previsión Social comprendidos en el artículo 2* de 
la Ley N* 17.217 de 24 de setiembre de 1999. 


Artículo 46.- Compete al Banco de Previsión Social 
la elaboración del Registro de Aspirantes para la adjudi- 
cación en uso de soluciones habitacionales y el control 
del destino asignado a las mismas de acuerdo con la 
reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 


Artículo 47.- Las viviendas que se construyan con 
los recursos a que refiere el artículo 45 de la presente 
ley, serán propiedad del Banco de Previsión Social. El 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Me- 
dio Ambiente tendrá la calidad de administrador legal de 
las viviendas y de representante judicial y extrajudicial 
del Banco de Previsión Social a tales efectos. 


TITULO II 
FUSION DE COOPERATIVAS DE VIVIENDA 


Artículo 48.- Facúltase, excepcionalmente la fusión 
entre Cooperativas de Viviendas previstas en la Ley 
N* 13.728 de 17 de diciembre de 1968, que a la fecha de 
la promulgación de la presente ley hayan construido com- 
plejos habitacionales contiguos aunque juntos sumen 
más de doscientas unidades. 


TITULO MI 


URBANIZACIONES DE 
PROPIEDAD HORIZONTAL 


Artículo 49.- Las urbanizaciones desarrolladas en zo- 
nas urbanas, suburbanas o rurales, que encuadren den- 
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para los jubilados y pensionistas del Banco de Previ- 
sión Social comprendidos en la Ley N* 17.217, de 24 de 
setiembre de 1999. 


Artículo 45.- Compete al Banco de Previsión Social la 
determinación de la demanda cuantitativa y cualitativa 
en todo el territorio nacional, la elaboración del Registro 
de Aspirantes, la del orden de prioridad de los mismos y 
la adjudicación de las soluciones habitacionales, de 
acuerdo a los criterios que el Poder Ejecutivo determine. 


Artículo 46.- Las viviendas que se construyan con 
los recursos a que refiere el artículo 44 de la presente 
ley, serán propiedad del Banco de Previsión Social. El 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Me- 
dio Ambiente tendrá la calidad de administrador legal de 
las viviendas, con los poderes que por derecho corres- 
pondan a un administrador con las más amplias faculta- 
des, tanto en la vía judicial como extrajudicial. 


TITULO II 
FUSION DE COOPERATIVAS DE VIVIENDA 


Artículo 47.- Las cooperativas de vivienda previs- 
tas en la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968, 
podrán fusionarse en todo caso, siempre y cuando el 
número de socios de la resultante no sea superior a dos- 
cientos. A dichos efectos se seguirán los trámites pre- 
vistos en la Ley N* 16.060, de 4 setiembre de 1989, en lo 
compatible. 


No obstante, se faculta excepcionalmente la fusión 
entre cooperativas de viviendas, que a la fecha de la 
promulgación de la presente ley compartan el mismo com- 
plejo habitacional, hayan construido complejos habita- 
cionales contiguos o sean copropietarias de los mismos 
aunque la cooperativa resultante de la fusión tenga más 
de doscientos socios. 


Si la cooperativa resultante de la fusión supera los 
doscientos socios se podrá por vía estatutaria crear el 
órgano asamblea representativa. Esta se elegirá por voto 
secreto y tendrá las mismas facultades que la asamblea 
general con excepción de las que impliquen resolver la 
disolución, escisión o fusión de la cooperativa o la re- 
forma de sus estatutos y todas aquellas limitaciones que 
le imponga el estatuto. Las resoluciones reservadas ex- 
clusivamente a la asamblea general podrán aprobarse 
por acto eleccionario. 


TITULO MI 


URBANIZACIONES DE 
PROPIEDAD HORIZONTAL 


Artículo 48.- Las urbanizaciones desarrolladas en zo- 
nas urbanas, suburbanas o rurales, que encuadren den- 
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tro de las previsiones de la presente ley, podrán regirse 
por el régimen de la Propiedad Horizontal. 


Se entiende por “urbanización de Propiedad Hori- 
zontal”, todo conjunto inmobiliario dividido en múltiples 
bienes inmuebles objeto de propiedad individual, com- 
plementados por una infraestructura de bienes inmue- 
bles y servicios comunes, objeto de copropiedad y coad- 
ministración por parte de los propietarios de los bienes 
individuales. 


Artículo 50.- Cada uno de los bienes inmuebles des- 
lindados en el plano de fraccionamiento respectivo como 
fracciones individuales -con o sin construcciones- cons- 
tituirá una unidad, y se individualizará como “padrón 
matriz/número de unidad”. 


Las unidades no serán a su vez divisibles en unida- 
des menores, ni sobre elevadas, ni en subsuelo. 


No obstante, en el proyecto del conjunto, podrán 
reservarse macrounidades destinadas a subdividirse en 
etapas futuras en unidades análogas a las primeras con- 
forme se establezca en el respectivo Reglamento de Co- 
propiedad. 


Artículo 51.- La copropiedad de los bienes comunes 
es inseparable de la propiedad de cada unidad. La cuota 
parte en la copropiedad será directamente proporcional 
a la superficie del suelo de cada unidad, salvo que otra 
previsión se establezca en el Reglamento de Copropie- 
dad. 
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Sust. 


tro de las previsiones de la presente ley y de las norma- 
tivas municipales de ordenamiento territorial, podrán re- 
girse por el régimen de la propiedad horizontal. 


Se entiende por «urbanización de propiedad horizon- 
tal» todo conjunto inmobiliario dividido en múltiples bie- 
nes o lotes objeto de propiedad individual, complemen- 
tados por una infraestructura de bienes inmuebles y ser- 
vicios comunes, objeto de copropiedad y coadministra- 
ción por parte de los propietarios de los bienes indivi- 
duales. 


Las superficies mínimas de los bienes individuales 
no serán inferiores a las que, para la zona en que se 
propone implantar el conjunto, determinen las ordenan- 
zas O planes directores o planes de uso del suelo del 
departamento respectivo. 


Cuando la autoridad municipal apruebe las referidas 
urbanizaciones en zonas rurales, el inmueble matriz po- 
drá ser incorporado a la categoría de urbano o suburba- 
no. 


Artículo 49.- Cada uno de los bienes inmuebles des- 
lindados en el plano de fraccionamiento respectivo como 
fracciones individuales —con o sin construcciones- cons- 
tituirá una unidad, y se individualizará como «padrón 
matriz/número de unidad». 


Las unidades no serán a su vez divisibles en unida- 
des menores, ni sobreelevadas, ni en subsuelo. 


No obstante, en el proyecto del conjunto, podrán 
reservarse macrounidades destinadas a subdividirse en 
etapas futuras en unidades análogas a las primeras con- 
forme se establezca en el respectivo Reglamento de Co- 
propiedad. 


Artículo 50.- Cada propietario será dueño exclusivo 
de su lote o unidad y copropietario de los bienes afecta- 
dos al uso común. 


La copropiedad de los bienes comunes es insepara- 
ble de la propiedad de cada lote o unidad. La cuota 
parte en la copropiedad será directamente proporcional 
a la superficie de cada lote o unidad, salvo que otra 
previsión se establezca en el Reglamento de Copropie- 
dad. 


Serán bienes comunes, aquellos destinados al uso y 
goce de todos los copropietarios, tales como accesos a 
los lotes privados, circulaciones y conexiones entre los 
bienes comunes y los lotes, espacios libres destinados 
a actividades sociales o recreativas y sus instalaciones, 
los servicios generales de agua potable, saneamiento, 
energía, alumbrado, disposición de residuos sólidos, en 
la forma que establezca el Reglamento de Copropiedad, 
debidamente inscripto en el Registro de la Propiedad 
Inmueble. 
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Artículo 52.- Para los conjuntos inmobiliarios obje- 
to de esta ley, el estado de Propiedad Horizontal se per- 
fecciona con: 


A) El permiso municipal que aprueba el proyecto y la 
habilitación municipal final de las obras de infraes- 
tructura. 


B) El plano de mensura y fraccionamiento horizontal co- 
tejado por la Intendencia respectiva, inscripto en la 
Dirección Nacional de Catastro. 


C) La escritura de Reglamento de Copropiedad, conte- 
niendo la hipoteca recíproca en garantía de las ex- 
pensas comunes. 


Artículo 53.- Cada propietario o promitente compra- 
dor de una unidad, para realizar obras en la misma, po- 
drá solicitar por sí solo el respectivo permiso de cons- 
trucción a la autoridad municipal competente, y será úni- 
co y directo responsable de las obras que realice y del 
pago de sus aportes de seguridad social las que grava- 
rán exclusivamente dicha unidad. 


Artículo 54.- Una vez obtenido el permiso municipal 
para la construcción de las obras de infraestructura po- 
drán otorgarse e inscribirse promesas de compraventa 
de estos bienes en el Registro de la Propiedad Inmueble 
respectivo conforme a las Leyes N* 8.733, de 17 de junio 
de 1931, N* 12.358, de 3 de enero de 1957, y concordan- 
tes. 


Artículo 55.- Son aplicables a este régimen todas las 
normas legales vigentes de la Propiedad Horizontal, en 
tanto no se opongan a las disposiciones específicas de 
la presente ley. 


Este régimen es compatible con las normas del Capí- 
tulo III de la Ley N* 14.261, de 3 de septiembre de 1974 y 
con la Ley N* 16.760, de 16 de julio de 1996, toda vez 
que en el financiamiento de la infraestructura, o de parte 
de sus construcciones, intervengan instituciones ban- 
carias habilitadas por dichas normas. 
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Los servicios comunes deberán instalarse de modo 
que su operación general, mantenimiento y reparación 
puedan realizarse desde los espacios comunes. 


Artículo 51.- Para los conjuntos inmobiliarios objeto 
de la presente ley, el estado de propiedad horizontal se 
perfecciona con: 


A) El permiso municipal que aprueba el proyecto de ur- 
banización y la habilitación municipal final de las 
obras de infraestructura. 


B) El plano de mensura y fraccionamiento horizontal co- 
tejado por la Intendencia respectiva, inscripto en la 
Dirección Nacional de Catastro. 


C) La escritura de Reglamento de Copropiedad, conte- 
niendo la hipoteca recíproca en garantía de las ex- 
pensas comunes. 


Artículo 52.- Cada propietario o promitente compra- 
dor de una unidad para realizar obras en la misma, podrá 
solicitar por sí solo el respectivo permiso de construc- 
ción a la autoridad municipal competente, y será único y 
directo responsable de las obras que realice y del pago 
de sus aportes de seguridad social las que gravarán ex- 
clusivamente dicha unidad o lote. 


La solicitud de todo permiso de construcción dentro 
del conjunto inmobiliario, deberá ser acompañada por 
una constancia de la administración de la urbanización 
en la que se establezca que el proyecto cumple con las 
condiciones convenidas en el Reglamento de Copropie- 
dad. 


Artículo 53.- La autoridad municipal reglamentará las 
obras mínimas de infraestructura a exigir para autorizar 
el registro en la Dirección Nacional de Catastro de un 
plano de proyecto de urbanización de propiedad hori- 
zontal. Una vez inscripto el plano proyecto y obtenido 
el permiso municipal para la construcción de las obras 
de infraestructura podrán otorgarse e inscribirse prome- 
sas de compraventa de estos bienes en el Registro de la 
Propiedad Inmueble respectivo conforme a las Leyes N* 
8.733, de 17 de junio de 1931, N* 12,358, de 3 de enero de 
1957, y concordantes. 


Artículo 54.- Son aplicables a este régimen todas las 
normas legales vigentes de la propiedad horizontal, en 
tanto no se opongan a las disposiciones específicas de 
la presente ley. 


Este régimen es compatible con las normas del Capí- 
tulo III del Decreto-Ley N* 14.261, de 3 de setiembre de 
1974, y con la Ley N* 16.760, de 16 de julio de 1996, toda 
vez que en el financiamiento de la infraestructura, o de 
parte de sus construcciones, intervengan instituciones 
bancarias habilitadas por dichas normas. 
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Artículo 56.- Las urbanizaciones que encuadren en 
el artículo 1” de la presente ley, ya existentes o en curso 
de desarrollo, podrán adecuarse y ampararse al régimen 
que se crea, cumpliendo todos sus extremos. 


TITULO IV 


MODIFICACIONES AL REGISTRO DE 
ASPIRANTES A VIVIENDAS DE EMERGENCIA 


Artículo 57.- A partir de la fecha de publicación de 
la presente ley el Banco Hipotecario del Uruguay no 
recibirá nuevas inscripciones en el Registro de Aspiran- 
tes a Viviendas de Emergencia (RAVE) creado en el artí- 
culo 88 del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974. 


Artículo 58.- Para mantener la suspensión de los lan- 
zamientos las personas inscriptas en el Registro o sus 
cesionarios de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 20 
del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974, debe- 
rán reinscribirse en el mismo dentro de los ciento cin- 
cuenta días siguientes a la publicación de la presente 
ley. 


Las reinscripciones únicamente serán admitidas por 
el Banco Hipotecario del Uruguay una vez acreditados 
los requisitos indispensables para su inscripción origi- 
nal y los establecidos en esta ley. 


A tales efectos deberá presentarse una declaración 
jurada de actividad y de ingresos de todos los actuales 
componentes del núcleo habitacional que sean mayores 
de edad. Todo lo relacionado con el Registro de Aspi- 
rantes a Vivienda de Emergencia así como la informa- 
ción contenida en las declaraciones juradas no estará 
comprendida dentro de las normas relativas al secreto 
bancario. 


Para comprobar la veracidad de la información con- 
tenida en la citada declaración jurada el Banco Hipote- 
cario del Uruguay podrá utilizar los mecanismos previs- 
tos en los artículos 5” y 6” del Decreto-Ley N* 15.301, de 
14 de julio de 1982. 


Artículo 59.- Cesará automáticamente el derecho a la 
suspensión del lanzamiento de quienes no se reinscriban 
en el Registro dentro del plazo establecido precedente- 
mente, así como de quienes su reinscripción no sea admi- 
tida por el Banco Hipotecario del Uruguay por no cumplir 
con los requisitos previstos en la presente ley. 


En ambos casos el Banco Hipotecario del Uruguay 
comunicará dicho extremo al Juzgado correspondiente, 
el que dispondrá sin más trámite el cese de la suspen- 
sión de lanzamiento. 


Artículo 60.- Los propietarios, arrendadores o admi- 
nistradores de los inmuebles arrendados tendrán legiti- 
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Artículo 55.- Las urbanizaciones que encuadren en 
el artículo 49 de la presente ley, ya existentes o en curso 
de desarrollo, podrán adecuarse y ampararse al régimen 
que se crea, cumpliendo todos sus extremos. 


TITULO IV 


MODIFICACIONES AL REGISTRO DE 
ASPIRANTES A VIVIENDAS DE EMERGENCIA 


Artículo 56.- A partir de la fecha de publicación de 
la presente ley el Banco Hipotecario del Uruguay no re- 
cibirá nuevas inscripciones en el Registro de Aspiran- 
tes a Viviendas de Emergencia creado en el artículo 88 
del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974. 


Artículo 57.- Para mantener la suspensión de los lan- 
zamientos las personas inscriptas en el Registro de As- 
pirantes a Vivienda de Emergencia (RAVE) o sus ce- 
sionarios, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 20 del 
Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974, deberán 
reinscribirse en el mismo dentro de los ciento cincuenta 
días siguientes a la notificación que, por telegrama cola- 
cionado u otro medio fehaciente, les realice el Banco 
Hipotecario del Uruguay (BHU). 


Las reinscripciones únicamente serán admitidas por 
el BHU una vez acreditados los requisitos indispensa- 
bles para su inscripción original y los establecidos en la 
presente ley. 


A tales efectos deberá presentarse una declaración 
jurada de actividad y de ingresos de todos los actuales 
componentes del núcleo habitacional que sean mayores 
de edad. Todo lo relacionado con el RAVE así como la 
información contenida en las declaraciones juradas no 
estará comprendido dentro de las normas relativas al 
secreto bancario. 


Para comprobar la veracidad de la información con- 
tenida en la citada declaración jurada el BHU podrá utili- 
zar los mecanismos previstos en los artículos 5* y 6” del 
Decreto-Ley N* 15.301, de 14 de julio de 1982. 


Artículo 58.- Cesará automáticamente el derecho a 
la suspensión del lanzamiento de quienes no se reinscri- 
ban en el Registro de Aspirantes a Vivienda de 
Emergencia dentro del plazo establecido precedentemen- 
te, así como de quienes su reinscripción no sea admitida 
por el Banco Hipotecario del Uruguay (BHU) por no cum- 
plir con los requisitos previstos en la presente ley. 


En ambos casos el BHU comunicará dicho extremo al 
Juzgado correspondiente, el que dispondrá sin más trá- 
mite el cese de la suspensión de lanzamiento. 


Artículo 59.- Los propietarios, arrendadores o admi- 
nistradores de los inmuebles arrendados tendrán legiti- 
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mación para oponerse a la reinscripción de sus arrenda- 
tarios en el Registro, tanto en vía administrativa como 
judicial, si es que acreditan que no se cumplen con los 
requisitos que posibilitan la reinscripción. 


En caso de prosperar estas reclamaciones, la reins- 
cripción quedará sin efecto debiendo proceder el Banco 
Hipotecario del Uruguay en la forma dispuesta por el 
artículo anterior. 


Artículo 61.- Facúltase al Poder Ejecutivo a través 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente a destinar de las partidas presupuesta- 
les que sean asignadas en la Ley de Presupuesto del 
Quinquenio 2000-2004 con cargo a Rentas Generales, las 
cantidades necesarias para la compra o construcción de 
viviendas a ser adjudicadas por el Banco Hipotecario 
del Uruguay a los reinscriptos en el Registro referido en 
el artículo 56 de la presente ley, en las condiciones que 
esta institución determine. 


SECCION VIII 


REGISTRO NACIONAL DE AERONAVES Y 
REGISTRO DE INMUEBLES DEL ESTADO 


Artículo 62.- Créase en el Servicio de Registros Pú- 
blicos regulado por la Ley N* 16.871, de 28 de septiem- 
bre de 1997, el Registro Nacional de Aeronaves que in- 
tegrará la Sección Mobiliaria del Registro de la Propie- 
dad, y tendrá competencia nacional y sede en Montevi- 
deo. 


Transfiérese la competencia del Registro Nacional de 
Aeronaves, actualmente a cargo de la Dirección General 
de Aviación Civil, a la Dirección General de Registros. 
El Ministerio de Defensa Nacional, en acuerdo con el 
Ministerio de Educación y Cultura, determinarán la opor- 
tunidad y forma en que efectuará dicha transferencia. 


Declárase aplicable a dicho Registro, lo dispuesto 
por el artículo 83 del Decreto-Ley N* 15.167, de 6 de agos- 
to de 1981, en la redacción dada por el artículo 437 de la 
Ley N” 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Derógase el Decreto-Ley N* 14.685, de 9 de agosto 
de 1977. 


Artículo 63.- Transfiérese a la Dirección General de 
Registros, la competencia del registro administrativo re- 
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mación para oponerse, en vía judicial, a la reinscripción 
de sus arrendatarios en el Registro de Aspirantes a Vi- 
vienda de Emergencia, si es que acreditan que no se 
cumplen con los requisitos que posibilitan la reinscrip- 
ción. 


En caso de prosperar estas reclamaciones, la reins- 
cripción quedará sin efecto debiendo proceder el Banco 
Hipotecario del Uruguay en la forma dispuesta por el 
artículo 58 de la presente ley. 


Artículo 60.- Facúltase al Poder Ejecutivo, en acuer- 
do con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente y el Ministerio de Economía y 
Finanzas a destinar, del Fondo Nacional de Vivienda y 
Urbanización, las cantidades necesarias para la compra 
o construcción de viviendas a ser adjudicadas por el 
Banco Hipotecario del Uruguay a los reinscriptos en el 
régimen referido en el artículo 57 de la presente ley, en 
las condiciones que esta institución determine. 


Si el Poder Ejecutivo ejerce la facultad conferida en 
el inciso primero del presente artículo, en el mismo acto 
deberá elevar el tope de ejecución de dicho Fondo en 
las partidas necesarias para realizar la referida compra o 
construcción de viviendas. 


SECCION VIII 


REGISTRO NACIONAL DE AERONAVES Y 
REGISTRO DE INMUEBLES DEL ESTADO 


Artículo 61.- Créase en el Servicio de Registros Pú- 
blicos regulado por la Ley N* 16.871, de 28 de setiembre 
de 1997, el Registro Nacional de Aeronaves, que inte- 
grará la Sección Mobiliaria del Registro de la Propiedad, 
y tendrá competencia nacional y sede en Montevideo. 


Transfiérese la competencia del Registro Nacional de 
Aeronaves, en lo atinente a la propiedad de las aerona- 
ves, actualmente a cargo de la Dirección General de Avia- 
ción Civil, a la Dirección General de Registros. El Minis- 
terio de Defensa Nacional, en acuerdo con el Ministerio 
de Educación y Cultura, determinará la oportunidad y 
forma en que efectuará dicha transferencia. 


La Dirección General de Aviación Civil mantendrá el 
resto de las competencias que actualmente detenta. 


Declárase aplicable al Registro que se crea lo dis- 
puesto por el artículo 83 del Decreto-Ley N* 15.167, de 6 
de agosto de 1981, en la redacción dada por el artículo 
437 de la Ley N” 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Derógase el Decreto-Ley N” 14.685, de 9 de agosto 
de 1977. 


Artículo 62.- Transfiérese a la Dirección General de 
Registros, la competencia del registro administrativo re- 
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ferido en el artículo 174 de la Ley N* 16.320, de 1” de 
noviembre de 1992, el que se denominará Registro de 
Inmuebles del Estado. 


El Registro de la Propiedad Sección Inmobiliaria co- 
municará al Registro de Inmuebles del Estado, todos los 
actos que se presenten a inscribir y que deban registrar- 
se en éste, de forma de evitar la doble inscripción para 
los usuarios; en la forma que determine la reglamenta- 
ción. 


El Ministerio de Educación y Cultura en acuerdo con 
el Ministerio de Economía y Finanzas determinarán la 
oportunidad y forma en que se efectuará dicha transfe- 
rencia. 


SECCION IX 


IMPORTACION DE GAS NATURAL AL POR 
MAYOR 


Artículo 64.- Todo comprador de gas natural al por 
mayor cuyo consumo promedio anual sea no inferior a 
5.000 metros cúbicos diarios queda habilitado a elegir 
su proveedor de gas natural entre los agentes naciona- 
les o extranjeros autorizados en el marco de los acuer- 
dos vigentes entre la República y otros países e impor- 
tarlo sin restricción o exigencia de especie alguna, con- 
viniendo libremente las condiciones de la transacción 
sin tener que pagar tarifa de importación alguna. 


SECCION X 


VIOLACION DE LAS 
DISPOSICIONES SANITARIAS 


Artículo 65.- Modifícase el artículo 224 del Código 
Penal, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


“ARTICULO 224. (Daño por violación de las dispo- 
siciones sanitarias).- El que mediante violación a las dis- 
posiciones sanitarias dictadas y publicadas por la auto- 
ridad competente para impedir la introducción o propa- 
gación en el territorio nacional de enfermedades epidé- 
micas o contagiosas de cualquier naturaleza, causare 
daño a la salud humana o animal, será castigado con 
tres a veinticuatro meses de prisión. 


Será circunstancia agravante de este delito si del 
hecho resultare un grave perjuicio a la economía nacio- 
nal” 
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ferido en el artículo 174 de la Ley N* 16.320, de 1” de 
noviembre de 1992, el que se denominará Registro de 
Inmuebles del Estado. 


El Registro de la Propiedad Sección Inmobiliaria co- 
municará al Registro de Inmuebles del Estado, todos los 
actos que se presenten a inscribir y que deban registrar- 
se en éste, de forma de evitar la doble inscripción para 
los usuarios, en la forma que determine la reglamenta- 
ción. 


El Ministerio de Educación y Cultura en acuerdo con 
el Ministerio de Economía y Finanzas determinarán la 
oportunidad y forma en que se efectuará dicha transfe- 
rencia. 


SECCION IX 


IMPORTACION DE GAS NATURAL AL POR 
MAYOR 


Artículo 63.- Todo comprador de gas natural al por 
mayor cuyo consumo promedio anual sea no inferior a 
5.000 metros cúbicos diarios queda habilitado a elegir 
su proveedor de gas natural entre los agentes naciona- 
les o extranjeros autorizados en el marco de los acuer- 
dos vigentes entre la República y otros países e impor- 
tarlo sin restricción o exigencia de especie alguna, con- 
viniendo libremente las condiciones de la transacción 
sin tener que pagar tarifa de importación alguna. 


Facúltase al Poder Ejecutivo, en los casos que deter- 
mine la reglamentación, a reducir la cantidad mínima de 
metros cúbicos establecida en el inciso primero del pre- 
sente artículo. 


SECCION X 


VIOLACION DE LAS 
DISPOSICIONES SANITARIAS 


Artículo 64.- Sustitúyese el artículo 224 del Códi- 
go Penal, por el siguiente: 


«ARTICULO 224. (Daño por violación de las dispo- 
siciones sanitarias).- El que mediante violación a las dis- 
posiciones sanitarias dictadas y publicadas por la auto- 
ridad competente para impedir la introducción o propa- 
gación en el territorio nacional de enfermedades epidé- 
micas O contagiosas de cualquier naturaleza, causare 
daño a la salud humana o animal, será castigado con 
tres a veinticuatro meses de prisión. 


Será circunstancia agravante especial de este delito 
si del hecho resultare un grave perjuicio a la economía 
nacional». 
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SECCION XI 
ZONAS FRANCAS 


Artículo 66.- Sustitúyense los literales A) y C) del 
artículo 2” de la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 
1987, por los siguientes: 


“A) Comercialización con ingreso a la Zona Franca o 
sin ingreso al territorio nacional, depósito, almacenamien- 
to, acondicionamiento, selección, clasificación, fraccio- 
namiento, armado, desarmado, manipulación o mezcla de 
mercancías o materias primas de procedencia extranjera 
O nacional. 


C) Prestación de todo tipo de servicios tanto en la 
Zona Franca como desde ella a terceros países. Asimis- 
mo, las empresas instaladas como usuarias podrán pres- 
tar servicios de telecomunicaciones y desarrollar todas 
las actividades de la industria de la información o de los 
contenidos de las telecomunicaciones, con excepción del 
servicio público de telefonía básica cometido con exclu- 
sividad a la Administración Nacional de Telecomunica- 
ciones (ANTEL), entendiendo por tal la prestación a ter- 
ceros de servicios de telefonía fija, conmutada y referida 
al tráfico nacional. Se permite el acceso a los servicios 
informáticos de Zona Franca desde todo el territorio na- 
cional, recibiendo el mismo tratamiento tributario que los 
que se presten desde el exterior del país”. 
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SECCION XI 
ZONAS FRANCAS 


Artículo 65.- Sustitúyese el artículo 2” de la Ley 
N?* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, por el siguiente: 


«ARTICULO 2”.- Las zonas francas son áreas del te- 
rritorio nacional de propiedad pública o privada, cerca- 
das y aisladas eficientemente, las que serán determina- 
das por el Poder Ejecutivo previo asesoramiento de la 
Comisión Honoraria Asesora de Zonas Francas, con el 
fin de que se desarrollen en ellas con las exenciones 
tributarias y demás beneficios que se detallan en la pre- 
sente ley, toda clase de actividades industriales, comer- 
ciales o de servicios y entre ellas: 


A) Comercialización de bienes, excepto los referidos en 
el artículo 47 de la presente ley, depósito, almacena- 
miento, acondicionamiento, selección, clasificación, 
fraccionamiento, armado, desarmado, manipulación o 
mezcla de mercancías o materias primas de proce- 
dencia extranjera o nacional. En todo caso que se 
produzca el ingreso de los bienes al territorio políti- 
co nacional, será de estricta aplicación a lo dispues- 
to en el artículo 36 de la presente ley. 


B) Instalación y funcionamiento de establecimientos fa- 
briles. 


C) Prestación de todo tipo de servicios, no restringidos 
por la normativa nacional, tanto dentro de la zona 
franca como desde ella a terceros países. 


Asimismo, los usuarios de zonas francas podrán brin- 
dar los siguientes servicios telefónicos o informáticos 
desde zonas francas hacia el territorio nacional no fran- 
co, respetando los monopolios, exclusividades estatales 
y/o concesiones públicas: 


1) Centro Internacional de llamadas (International Call 
Centers), excluyéndose aquellos que tengan como 
único o principal destino el territorio nacional. 


2) Casillas de correo electrónico. 
3) Educación a distancia. 
4) Emisión de certificados de firma electrónica. 

Los servicios que anteceden recibirán el mismo tra- 
tamiento tributario que los servicios prestados desde el 
exterior ya sea en lo que refiere al prestador, así como a 
la deducibilidad del mismo por el prestatario. 

D) Otras que, a juicio del Poder Ejecutivo, resultaren 


beneficiosas para la economía nacional o para la in- 
tegración económica y social de los Estados. 
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SECCION XII 
TITULO I 
FOMENTO DEL DEPORTE 
Capítulo 1 
De los clubes deportivos 


Artículo 67.- A efectos de la presente ley se consi- 
deran clubes deportivos las organizaciones privadas, in- 
tegradas por personas físicas o jurídicas que tengan por 
objeto la práctica de una o varias modalidades deporti- 
vas por sus asociados, así como la participación en acti- 
vidades y competiciones deportivas en las distintas Fe- 
deraciones Deportivas. 


Se entienden por Federaciones Deportivas las aso- 
ciaciones de segundo grado integradas por clubes de- 
portivos, aunque difiera su denominación identificato- 
ría. 


Artículo 68.- Los clubes deportivos, en función de 
las circunstancias que señalan los artículos siguientes, 
pueden adoptar las siguientes formas jurídicas: 


A) Asociaciones Civiles. 
B) Sociedades Anónimas Deportivas. 


Artículo 69.- Todos los clubes deportivos, cualquiera 
que sea su finalidad específica y la forma jurídica que 
adopten, deberán inscribirse en el correspondiente Re- 
gistro de Clubes Deportivos que se crea en virtud de la 
presente ley. Á partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley los clubes deportivos contarán con un pla- 
zo máximo de seis meses para realizar la inscripción res- 
pectiva. 
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En caso de que por este medio se habilite la presta- 
ción de nuevos servicios desde zona franca hacia el te- 
rritorio no franco, los mismos estarán alcanzados por el 
régimen tributario vigente al momento de la habilitación, 
pudiendo establecerse el mismo en base a regímenes de 
retención de impuestos con carácter definitivo, de acuer- 
do a lo que establezca el Poder Ejecutivo. 


El Poder Ejecutivo adoptará las medidas necesarias, 
a efectos de que estas actividades no perjudiquen la 
capacidad competitiva o exportadora de las empresas ya 
instaladas en zona no franca. 


La Administración Nacional de Telecomunicacio- 
nes no podrá fijar tarifas diferenciales para los servicios 
de telecomunicaciones fundadas en la distancia entre 
Montevideo y el lugar en que se encuentre emplazada la 
zona franca, siendo de recibo diferencias basadas en 
otros motivos, como ser, volumen o tráfico». 


SECCION XII 
TITULO I 
FOMENTO DEL DEPORTE 
Capítulo 1 
De los clubes deportivos 


Artículo 66.- A efectos de la presente ley se con- 
sideran clubes deportivos las organizaciones privadas, 
integradas por personas físicas o jurídicas que tengan 
por objeto la práctica de una o varias modalidades de- 
portivas por sus asociados, así como la participación en 
actividades y competiciones deportivas en las distintas 
Federaciones Deportivas. 


Se entienden por Federaciones Deportivas las aso- 
ciaciones de segundo grado integradas por clubes de- 
portivos, aunque difiera su denominación identificato- 
ría. 


Artículo 67.- Los clubes deportivos, en función de 
las circunstancias que señalan los artículos siguientes, 
pueden adoptar las siguientes formas jurídicas: 


A) Asociaciones Civiles. 
B) Sociedades Anónimas Deportivas. 


Artículo 68.- Todos los clubes deportivos, cualquie- 
ra sea su finalidad específica y la forma jurídica que adop- 
ten, deberán inscribirse en el correspondiente Registro 
de Clubes Deportivos que se crea en virtud de la pre- 
sente ley. A partir de la entrada en vigencia de la pre- 
sente ley los clubes deportivos contarán con un plazo 
máximo de seis meses para realizar la inscripción respec- 
tiva. En caso de no realizar la inscripción en el plazo 
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En caso de no realizar la inscripción en el plazo indi- 
cado, los clubes deportivos no podrán participar en las 
competiciones oficiales de las respectivas federaciones. 


Las Federaciones Deportivas reconocidas por el Mi- 
nisterio de Deporte y Juventud serán las únicas autori- 
zadas para organizar competiciones oficiales. 


Artículo 70.- El Ministerio de Deporte y Juventud 
podrá actuar de oficio cuando haya tomado conocimien- 
to de cualquier irregularidad vinculada al funcionamien- 
to de los clubes deportivos y federaciones. 


Capítulo 2 
De las Sociedades Anónimas Deportivas en General 


Artículo 71.- Los clubes, que participen en competi- 
ciones deportivas oficiales podrán adoptar la forma de 
Sociedad Anónima Deportiva a que refiere la presente 
ley. Dichas sociedades quedarán sujetas al régimen ge- 
neral de las Sociedades Anónimas Comerciales, con las 
particularidades establecidas en la presente ley. 


En la denominación social de estas sociedades se 
incluirá la abreviatura SAD. 


Las Sociedades Anónimas Deportivas tendrán como 
único objeto social la participación en competiciones de- 
portivas oficiales y el desarrollo de actividades deporti- 
vas. 


Artículo 72.- Una vez aprobada la constitución de 
las Sociedades Anónimas Deportivas por la Auditoria 
Interna de la Nación e inscriptas en el Registro Nacional 
de Comercio, deberán inscribirse en el Registro de Clu- 
bes Deportivos del Ministerio de Deporte y Juventud, 
en un plazo de quince días corridos a partir de su publi- 
cación en el Diario Oficial. 


Capítulo 3 
Del capital de las Sociedades Anónimas Deportivas 


Artículo 73.- El capital mínimo de las Sociedades 
Anónimas Deportivas, y los porcentajes mínimos de sus- 
cripción e integración, serán los establecidos en general 
para las Sociedades Anónimas, pero deberán cumplirse 
exclusivamente mediante aportaciones en dinero. 


Las acciones serán nominativas y de igual valor. 
Capítulo 4 


De los accionistas de las 
Sociedades Anónimas Deportivas 


Artículo 74.- Podrán ser accionistas de las Socieda- 
des Anónimas Deportivas las personas físicas y las per- 
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indicado, los clubes deportivos no podrán participar en 
las competiciones oficiales de las respectivas Federa- 
ciones. 


Las Federaciones Deportivas reconocidas por el Mi- 
nisterio de Deporte y Juventud serán las únicas autori- 
zadas para organizar competiciones oficiales. 


Artículo 69.- El Ministerio de Deporte y Juventud 
podrá actuar de oficio cuando haya tomado conocimien- 
to de incumplimientos legales, estatutarios o reglamen- 
tarios, relacionados con clubes o federaciones. 


Capítulo 2 
De las Sociedades Anónimas Deportivas en general 


Artículo 70.- Los clubes que participen en competi- 
ciones deportivas oficiales podrán adoptar la forma de 
Sociedad Anónima Deportiva a que refiere la presente 
ley. Dichas sociedades quedarán sujetas al régimen ge- 
neral de las Sociedades Anónimas Comerciales, con las 
particularidades establecidas en la presente ley. 


En la denominación social de estas sociedades se 
incluirá la abreviatura SAD. 


Las Sociedades Anónimas Deportivas tendrán como 
único objeto social la participación en competiciones de- 
portivas oficiales y el desarrollo de actividades deporti- 
vas. 


Artículo 71.- Una vez aprobada la constitución de 
las Sociedades Anónimas Deportivas por la Auditoría 
Interna de la Nación e inscriptas en el Registro Nacional 
de Comercio, deberán inscribirse en el Registro de Clu- 
bes Deportivos del Ministerio de Deporte y Juventud, 
en un plazo de quince días corridos a partir de su publi- 
cación en el Diario Oficial. 


Capítulo 3 
Del capital de las Sociedades Anónimas Deportivas 


Artículo 72.- El capital mínimo de las Sociedades 
Anónimas Deportivas, y los porcentajes mínimos de sus- 
cripción e integración, serán los establecidos en general 
para las Sociedades Anónimas, pero deberán cumplirse 
exclusivamente mediante aportaciones en dinero. 


Las acciones serán nominativas y de igual valor. 
Capítulo 4 


De los accionistas de las 
Sociedades Anónimas Deportivas 


Artículo 73.- Podrán ser accionistas de las Socieda- 
des Anónimas Deportivas las personas físicas y las per- 
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sonas jurídicas privadas. Ninguna persona física o jurí- 
dica podrá poseer en forma simultánea acciones en pro- 
porción superior al uno por ciento del capital en dos o 
más Sociedades Anónimas Deportivas que participen en 
la misma competición. 


Para calcular el límite previsto en el párrafo anterior 
se computarán las acciones poseídas directa y/o indi- 
rectamente por el titular y las que lo sean por otra u 
otras personas o entidades que constituyan con aquél 
una unidad de decisión. 


Aquellas personas físicas sujetas a una relación de 
dependencia con una Sociedad Anónima Deportiva, ya 
sea en virtud de un vínculo laboral, profesional o de 
cualquier otra índole, no podrán poseer acciones de otra 
sociedad que participe en la misma competición que ex- 
cedan de la proporción prevista en el presente artículo. 


A efectos de respetar dichos límites, la superación 
de las cantidades previstas en el apartado precedente 
implicará la obligación de enajenar la cantidad necesaria 
de acciones, en el plazo de treinta días a partir de produ- 
cida la violación. 


La reglamentación establecerá la forma en que serán 
enajenadas las acciones que superen los máximos pre- 
vistos en el presente artículo. 


Artículo 75.- Todos los actos o negocios jurídicos 
de los accionistas de una Sociedad Anónima Deportiva 
que supongan la enajenación, cesión, transferencia, gra- 
vamen, usufructo y/o disposición a cualquier título de 
las acciones de ésta, deberán ser comunicados por la 
Sociedad al Registro de Clubes del Ministerio de Depor- 
te y Juventud dentro de los quince días corridos si- 
guientes a la realización de los mismos. 


Los Estatutos de las Sociedades Anónimas Deporti- 
vas no podrán contener ninguna otra limitación a la li- 
bre transmisibilidad de las acciones. 


Los fundadores de las Sociedades Anónimas Depor- 
tivas no podrán reservarse ventajas o remuneraciones 
de ningún tipo. 


Capítulo 5 


De la Administración de las 
Sociedades Anónimas Deportivas 


Artículo 76.- La sociedad estará administrada por 
una Comisión Directiva compuesta por un mínimo de 
cinco y un máximo de quince miembros. 


Artículo 77.- No podrán ser Directivos de las Socie- 
dades Anónimas Deportivas quienes tengan suspendi- 
da la capacidad para el ejercicio del comercio, quienes 
hayan sido sancionados mediante resolución firme en 
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sonas jurídicas privadas. Ninguna persona física o jurí- 
dica podrá poseer en forma simultánea acciones en pro- 
porción superior al 1% (uno por ciento) del capital en 
dos o más Sociedades Anónimas Deportivas que parti- 
cipen en la misma competición. 


Para calcular el límite previsto en el inciso primero 
del presente artículo se computarán las acciones poseí- 
das directa y/o indirectamente por el titular y las que lo 
sean por otra u otras personas o entidades que consti- 
tuyan con aquél una unidad de decisión. 


Aquellas personas físicas sujetas a una relación de 
dependencia con una Sociedad Anónima Deportiva, ya 
sea en virtud de un vínculo laboral, profesional o de 
cualquier otra índole, no podrán poseer acciones de otra 
sociedad que participe en la misma competición que ex- 
cedan de la proporción prevista en el presente artículo. 


A efectos de respetar dichos límites, la superación 
de las cantidades previstas en el inciso tercero de este 
artículo implicará la obligación de enajenar la cantidad 
necesaria de acciones, en el plazo de treinta días a partir 
de producida la violación. 


La reglamentación establecerá la forma en que serán 
enajenadas las acciones que superen los máximos pre- 
vistos en el presente artículo. 


Artículo 74.- Todos los actos o negocios jurídicos 
de los accionistas de una Sociedad Anónima Deportiva 
que supongan la enajenación, cesión, transferencia, gra- 
vamen, usufructo y/o disposición a cualquier título de 
las acciones de ésta, deberán ser comunicados por la 
Sociedad al Registro de Clubes del Ministerio de Depor- 
te y Juventud dentro de los quince días corridos si- 
guientes a la realización de los mismos. 


Los Estatutos de las Sociedades Anónimas Deporti- 
vas no podrán contener ninguna otra limitación a la li- 
bre transmisibilidad de las acciones. 


Los fundadores de las Sociedades Anónimas Depor- 
tivas no podrán reservarse ventajas O remuneraciones 
de ningún tipo. 


Capítulo 5 


De la Administración de las 
Sociedades Anónimas Deportivas 


Artículo 75.- La sociedad estará administrada por una 
Comisión Directiva compuesta por un mínimo de cinco y 
un máximo de quince miembros. 


Artículo 76.- No podrán ser Directivos de las So- 
ciedades Anónimas Deportivas (SADs) quienes tengan 
suspendida la capacidad para el ejercicio del comercio, 
quienes hayan sido sancionados mediante resolución 
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vía administrativa por alguna de las infracciones previs- 
tas en la presente ley, ni quienes hayan sido declarados 
en quiebra o se encuentren en situación de concordato 
O concurso civil. 


Tampoco podrán ser Directivos de las Sociedades 
Anónimas Deportivas los funcionarios al servicio de la 
Administración cuyas funciones se relacionen con acti- 
vidades de las Sociedades Anónimas Deportivas, ni quie- 
nes sean O hayan sido durante los dos últimos años 
Directivos en otro club deportivo que participe en la 
misma competición. 


Artículo 78.- Aprobado por la Auditoria Interna de 
la Nación, todo aumento o disminución del capital, trans- 
formación, fusión, escisión o disolución de la sociedad 
y, en general, cualquier modificación de los estatutos 
sociales deberán ser comunicados por las correspon- 
dientes instituciones al Registro de Clubes Deportivos 
del Ministerio de Deporte y Juventud, en un plazo máxi- 
mo de quince días corridos desde la notificación de di- 
cha aprobación. 


Los actos eleccionarios, el nombramiento y la sepa- 
ración de los Directivos de la sociedad también deberán 
ser comunicados por las correspondientes instituciones 
al Registro de Clubes Deportivos del Ministerio de De- 
porte y Juventud, en un plazo máximo de quince días 
corridos a partir de la realización de dichos actos. 


Capítulo 6 


De la adopción de la modalidad 
Sociedad Anónima Deportiva 


Artículo 79.- La adopción de la modalidad Sociedad 
Anónima Deportiva deberá realizarse a través de alguno 
de los siguientes procedimientos: 

A) Creación. 

B) Transformación. 

C) Escisión. 

En todos los casos, la reglamentación establecerá 
los requisitos y trámites necesarios para realizar dichos 
actos. 

Capítulo 7 
Del Registro de Clubes Deportivos 

Artículo 80.- Créase el Registro de Clubes Deporti- 

vos en la órbita de la Dirección de Deportes del Minis- 


terio de Deporte y Juventud. 


El mismo tendrá como cometido registrar y fiscalizar 
las transferencias a cualquier título de las acciones de 
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firme en vía administrativa por alguna de las infraccio- 
nes previstas en la presente ley, ni quienes hayan sido 
declarados en quiebra o se encuentren en situación de 
concordato o concurso civil. 


Tampoco podrán ser Directivos de las SADSs los fun- 
cionarios al servicio de la Administración cuyas funcio- 
nes se relacionen con actividades de éstas, ni quienes 
sean O hayan sido durante los dos últimos años Directi- 
vos en otro club deportivo que participe en la misma 
competición. 


Artículo 77.- Aprobados por la Auditoría Interna de 
la Nación, todo aumento o disminución del capital, trans- 
formación, fusión, escisión o disolución de la Sociedad 
Anónima Deportiva (SAD) y, en general, cualquier mo- 
dificación de los estatutos sociales deberán ser comuni- 
cados por las correspondientes instituciones al Regis- 
tro de Clubes Deportivos del Ministerio de Deporte y 
Juventud, en un plazo máximo de quince días corridos 
desde la notificación de dicha aprobación. 


Los actos eleccionarios, el nombramiento y la sepa- 
ración de los Directivos de la SAD también deberán ser 
comunicados por las correspondientes instituciones al 
Registro de Clubes Deportivos del Ministerio de Depor- 
te y Juventud, en un plazo máximo de quince días corri- 
dos a partir de la realización de dichos actos. 


Capítulo 6 


De la adopción de la modalidad 
Sociedad Anónima Deportiva 


Artículo 78.- La adopción de la modalidad Sociedad 
Anónima Deportiva deberá realizarse a través de alguno 
de los siguientes procedimientos: 


A) Creación. 
B) Transformación. 
C) Escisión. 

En todos los casos, la reglamentación establecerá 
los requisitos y trámites necesarios para realizar dichos 
actos. 

Capítulo 7 


Del Registro de Clubes Deportivos 


Artículo 79.- Créase el Registro de Clubes Deporti- 
vos en la órbita de la Dirección de Deportes del Minis- 
terio de Deporte y Juventud. 


El mismo tendrá como cometido registrar y fiscalizar 
las transferencias a cualquier título de las acciones de 
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las Sociedades Anónimas Deportivas, aplicar las san- 
ciones correspondientes a los clubes deportivos, sus 
Directivos y/o accionistas y las demás competencias que 
dicte la reglamentación correspondiente. 


Capítulo 8 
Sanciones 


Artículo 81.- Comprobada la existencia de una infrac- 
ción a las obligaciones previstas en la presente ley y sin 
perjuicio de las acciones civiles o penales a que hubiere 
lugar, el infractor será pasible de las siguientes sancio- 
nes, las que se podrán aplicar en forma independiente o 
conjunta según resulte de las circunstancias del caso: 


1) Apercibimiento, cuando el infractor carezca de ante- 
cedentes en la comisión de infracciones de la misma 
naturaleza y ésta sea calificada como leve. 


2) Multa cuyo monto inferior no será menor de 5 UR 
(cinco unidades reajustable) y hasta un monto de 
4000 UR (cuatro mil unidades reajustables), debien- 
do reglamentarse la aplicación de las mismas. 


Sin perjuicio de las sanciones anteriores, regirán las 
normas previstas en la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre 
de 1989, de Sociedades Comerciales y las que fueren 
aplicables de la legislación general. 


La intervención judicial de una Sociedad Anónima 
Deportiva en ningún caso podrá afectar la actividad de- 
portiva de la misma. 


Capítulo 9 
Disposiciones generales 


Artículo 82.- Ninguna Sociedad Anónima Deportiva 
podrá participar con más de un equipo en la misma cate- 
goría de una competición deportiva. 


Artículo 83.- Las Sociedades Anónimas Deportivas 
creadas en virtud de la presente ley cuya única finalidad 
sea la prevista en el inciso tercero del artículo 71, esta- 
rán exoneradas de todo impuesto nacional. 


Artículo 84.- Las Federaciones Deportivas deberán 
aceptar e inscribir en sus registros a los clubes que adop- 
ten la modalidad Sociedad Anónima Deportiva. 
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las Sociedades Anónimas Deportivas, aplicar las san- 
ciones correspondientes a los clubes deportivos, sus 
Directivos y/o accionistas y las demás competencias que 
dicte la reglamentación correspondiente. 


Capítulo 8 
Sanciones 


Artículo 80.- Comprobada la existencia de una infrac- 
ción a las obligaciones previstas en la presente ley y sin 
perjuicio de las acciones civiles o penales a que hubiere 
lugar, el infractor será pasible de las siguientes sancio- 
nes, las que se podrán aplicar en forma independiente o 
conjunta según resulte de las circunstancias del caso: 


1) Apercibimiento, cuando el infractor carezca de ante- 
cedentes en la comisión de infracciones de la misma 
naturaleza y ésta sea calificada como leve. 


2) Multa cuyo monto inferior no será menor de 5 UR 
(cinco unidades reajustables) y hasta un monto de 
4.000 UR (cuatro mil unidades reajustables), debien- 
do reglamentarse la aplicación de las mismas. 


Sin perjuicio de las sanciones anteriores, regirán las 
normas previstas en la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre 
de 1989, y las que fueren aplicables de la legislación 
general. 


La intervención judicial de una Sociedad Anónima 
Deportiva en ningún caso podrá afectar la actividad de- 
portiva de la misma. 


Capítulo 9 
Disposiciones generales 


Artículo 81.- Ninguna Sociedad Anónima Deportiva 
podrá participar con más de un equipo en la misma cate- 
goría de una competición deportiva. 


Artículo 82.- Las Sociedades Anónimas Deportivas 
creadas en virtud de la presente ley cuya única finalidad 
sea la prevista en el inciso tercero del artículo 70, esta- 
rán exoneradas de todo impuesto nacional. 


Artículo 83.- Las Federaciones Deportivas deberán 
aceptar e inscribir en sus registros a los clubes que adop- 
ten la modalidad Sociedad Anónima Deportiva. 
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TITULO IU 


PROGRAMA DE DESARROLLO Y PROTECCION 
DE TALENTOS DEPORTIVOS 


Artículo 85.- Créase en la órbita del Ministerio de 
Deporte y Juventud, el Programa denominado “De De- 
sarrollo y Protección de Talentos Deportivos”. Dicho 
Programa estará coordinado por una Comisión Honora- 
ria integrada por cinco miembros, que asesorará al Mi- 
nisterio en cuanto a la inclusión de un deportista en los 
beneficios de dicho Programa. 


Dicha Comisión será designada por el Poder Ejecuti- 
vo. 


Artículo 86.- El Comité Olímpico Uruguayo, las Fe- 
deraciones, Asociaciones o Clubes Deportivos, infor- 
maran al Ministerio de Deporte y Juventud la existencia 
de deportistas que demuestren cualidades especiales en 
una determinada disciplina que permita ser incluido den- 
tro del Programa establecido en el artículo anterior. 


Artículo 87.- Para sugerir la inclusión del deportista 
al Programa, la Comisión deberá tener necesariamente 
en cuenta las siguientes circunstancias: 


A) Clasificaciones obtenidas en competiciones o prue- 
bas deportivas nacionales o internacionales. 


B) Situación del deportista en listas oficiales de clasifi- 
cación deportiva, aprobadas por las federaciones co- 
rrespondientes. 


GC) Condiciones especiales de naturaleza 
técnico-deportiva, verificadas por los organismos de- 


portivos. 


Artículo 88.- La resolución de incluir al deportista 
en el Programa deberá estar fundada estableciéndose 
con precisión un proyecto de desarrollo, plazo del mis- 
mo y términos del contrato al que deberá someterse. 


El referido contrato será suscrito por el deportista o 
su representante legal y la federación o el club al que 
pertenece, quienes serán solidaria y subsidiariamente res- 
ponsables de los términos del mismo. 


Artículo 89.- El acceso al Programa de Desarrollo y 
Protección de Talentos Deportivos, le permitirá al de- 
portista acceder de acuerdo al contrato que se suscribi- 
rá, a algunos de los siguientes beneficios: 
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TITULO IU 


TALENTOS DEPORTIVOS Y APOYO A LOS 
DEPORTISTAS 


Capítulo 1 


Programa de Desarrollo y Protección de Talentos 
Deportivos 


Artículo 84.- Créase en el ámbito del Ministerio de 
Deporte y Juventud el Programa denominado «Del De- 
sarrollo y Protección de Talentos Deportivos», que será 
coordinado por una Comisión Honoraria compuesta por 
cinco miembros, que asesorará al Ministerio en cuanto a 
la detección e inclusión de los deportistas en los benefi- 
cios del Programa. La Comisión será designada por el 
Ministerio de Deporte y Juventud y uno de sus miem- 
bros será integrante del Comité Olímpico Uruguayo a 
propuesta de éste. 


Artículo 85.- El Ministerio de Deporte y Juventud 
tendrá entre sus cometidos el desarrollo del programa 
de detección de talentos, en coordinación con las Fede- 
raciones, Asociaciones y Clubes Deportivos, Instituto 
Nacional del Menor y los Entes rectores del sistema edu- 
cativo. Las instituciones referidas informarán al Ministe- 
rio la existencia de deportistas que demuestren cualida- 
des especiales en una determinada disciplina. 


Artículo 86.- Para sugerir la inclusión del deportista 
al Programa, la Comisión deberá tener necesariamente 
en cuenta las siguientes circunstancias: 


A) Clasificaciones obtenidas en competiciones o prue- 
bas deportivas nacionales o internacionales. 


B) Situación del deportista en listas oficiales de clasifi- 
cación deportiva, aprobadas por las federaciones co- 
rrespondientes. 


C) Condiciones especiales de naturaleza téc- 
nico-deportiva, verificadas por los organismos de- 
portivos. 


Artículo 87.- La resolución de incluir al deportista 
en el Programa deberá estar fundada estableciéndose 
con precisión un proyecto de desarrollo, plazo del mis- 
mo y términos del contrato al que deberá someterse. 


El referido contrato será suscrito por el deportista o 
su representante legal y la federación o el club al que 
pertenece, quienes serán solidaria y subsidiariamente res- 
ponsables de los términos del mismo. 


Artículo 88.- El acceso al Programa de Desarrollo 
y Protección de Talentos Deportivos, le permitirá al de- 
portista acceder de acuerdo al contrato que se suscribi- 
rá, a algunos de los siguientes beneficios: 
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A) Asistencia especializada de entrenadores técnicos na- 
cionales o internacionales, que a criterio del progra- 
ma así lo requiera. 


B) Asistencia médica. 
C) El aprendizaje de un idioma extranjero. 


D) El traslado al exterior a efectos de perfeccionarse en 
su disciplina deportiva. 


Artículo 90.- Los competidores designados para par- 
ticipar en certámenes internacionales oficiales en repre- 
sentación del país, podrán solicitar a los institutos de 
enseñanza, públicos y privados, autorización para no 
asistir a cursos o clases y estos deberán conceder pró- 
rrogas para rendir exámenes o pruebas, estableciendo 
para ello mesas especiales. A estos efectos se deberá 
requerir un informe favorable del Ministerio de Deporte 
y Juventud, el que deberá acreditarse ante las autorida- 
des educativas correspondientes. 


SECCION XIII 


COOPERATIVA NACIONAL DE 
PRODUCTORES DE LECHE 


Artículo 91.- Modifícase el artículo 41 de la Ley 
N* 17.243, de fecha 19 de junio de 2000, el que queda- 
rá redactado de la siguiente manera: 


“ARTICULO 41. - El control interno será ejercido por 
una Comisión Fiscal y el destino de las utilidades será 
dispuesto por las autoridades de la cooperativa, que- 
dando sin efecto, a partir de la vigencia de la presente 
ley, todas las disposiciones legales y reglamentarias que 
se opongan a lo establecido en este artículo. 


La Comisión Fiscal será integrada por tres miem- 
bros, que serán electos directamente por los producto- 
res socios de la referida cooperativa, simultáneamente 
con la elección de su Directorio y de acuerdo a los mis- 
mos procedimientos legales y estatutarios que sean de 
aplicación para dicha elección. 


Dos de los integrantes de la Comisión Fiscal co- 
rresponderán a la lista más votada y el restante a la lista 
que le siga inmediatamente en número de votos”. 
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A) Asistencia especializada, de entrenadores técnicos 
nacionales o internacionales, que a criterio del pro- 
grama así lo requiera. 


B) Asistencia médica. 
C) El aprendizaje de un idioma extranjero. 


D) El traslado al exterior a efectos de perfeccionarse en 
su disciplina deportiva. 


Capítulo 2 
Apoyo a deportistas 


Artículo 89.- Los competidores designados para par- 
ticipar en certámenes internacionales oficiales en repre- 
sentación del país, podrán solicitar a los institutos de 
enseñanza, públicos y privados, autorización para no 
asistir a cursos o clases y éstos deberán conceder dicha 
solicitud, otorgando, en su caso, prórrogas para rendir 
exámenes o pruebas, estableciendo para ello mesas es- 
peciales. 


Los competidores mencionados en el inciso primero 
del presente artículo que revistan la calidad de funcio- 
narios públicos, tendrán derecho a una licencia con goce 
de sueldo, desde dos días antes del certamen hasta dos 
días después de realizado. 


A estos efectos se deberá requerir un informe favo- 
rable del Ministerio de Deporte y Juventud, el que debe- 
rá acreditarse ante las autoridades públicas o educati- 
vas correspondientes. 


SECCION XII 


COOPERATIVA NACIONAL DE 
PRODUCTORES DE LECHE 


Artículo 90.- Sustitúyese el artículo 41 de la Ley 
N* 17.243, de 29 de junio de 2000, por el siguiente: 


«ARTICULO 41.- El control interno será ejercido por 
una Comisión Fiscal y el destino de las utilidades será 
dispuesto por las autoridades de la cooperativa, que- 
dando sin efecto, a partir de la vigencia de la presente 
ley, todas las disposiciones legales y reglamentarias que 
se opongan a lo establecido en este artículo. 


La Comisión Fiscal será honoraria y estará integrada 
por tres miembros, que serán electos directamente por 
los productores socios de la referida cooperativa, simul- 
táneamente con la elección de su Directorio y de acuer- 
do a los mismos procedimientos legales y estatutarios 
que sean de aplicación para dicha elección. 


Dos de los integrantes de la Comisión Fiscal corres- 
ponderán a la lista más votada y el restante a la lista que 
le siga inmediatamente en número de votos». 
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SECCION XIV 
REGLAMENTACION 


Artículo 92.- El Poder Ejecutivo reglamentará la pre- 
sente ley en un plazo no mayor de treinta días corridos 
a partir de su promulgación. 


SEÑOR PRESIDENTE. Léase el proyecto. 
(Se lee:) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador Co- 
rrea Freitas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: la Comisión 
Especial creada por el Senado para analizar el proyecto de ley 
con declaratoria de urgente consideración remitido por el Poder 
Ejecutivo, en mayoría, recomienda la aprobación del texto tal 
como fue aprobado por la Cámara de Representantes. En tal 
sentido, la mayoría de la Comisión ha hecho un extenso infor- 
me al cual nos remitimos y quisiéramos destacar algunos as- 
pectos que nos parecen sumamente importantes. 


En primer lugar, queremos hacer mención a la utilización del 
mecanismo de la declaratoria de urgente consideración para las 
leyes por parte del Poder Ejecutivo. Si bien en la experiencia 
política uruguaya se ha utilizado poco -este Gobierno ya ha 
anunciado que habrá de utilizar este mecanismo en forma reite- 
rada y es la segunda vez que lo hace-, creemos que es intere- 
sante aportar algunos datos para la reflexión del Senado. En tal 
sentido, en el informe escrito en mayoría se hacen una serie de 
consideraciones con algunas citas de doctrinas que nos pare- 
cen importantes y, sobre todo, se realiza un análisis del Dere- 
cho Comparado en la materia, pues a partir de la segunda post- 
guerra mundial se ha difundido la delegación legislativa. Me 
refiero al instituto por el cual los Parlamentos delegan en el 
Poder Ejecutivo la potestad de aprobar leyes, sin perjuicio de la 
ratificación posterior. Quisiéramos abundar en el tema, porque 
nos parece importante realizar algunas consideraciones doctri- 
nales. Primeramente desearía citar a un destacado constitucio- 
nalista como es Karl Loewenstein quien, en su Teoría de la 
Constitución, analiza la influencia del gobierno sobre el proce- 
so legislativo. En este sentido, Loewenstein afirma: “El esque- 
ma ideal de una estricta autonomía de cada detentador del po- 
der prohibiría absolutamente la intervención gubernamental en 
la función legislativa del Parlamento, en cualquiera de sus fa- 
ses -iniciativa, deliberación y aprobación de la ley- . Pero las 
realidades del proceso del poder no están de acuerdo con esta 
imagen. Nada muestra más claramente la superación de la tradi- 
cional “separación de poderes” que la posición del gobierno en 
el proceso legislativo. El gobierno está precisamente obligado 
a asumir el liderazgo en la toma de decisión política cuya técni- 
ca es la legislación, y también tiene que asumir la responsabili- 
dad por la ejecución de la decisión tomada, que normalmente 
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SECCION XIV 
REGLAMENTACION 


Artículo 91.- El Poder Ejecutivo reglamentará la pre- 
sente ley en un plazo no mayor de treinta días corridos 
a partir de su promulgación. 


se da también en forma de ley. En lugar de estar excluido del 
proceso legislativo, el gobierno está inseparablemente unido a 
él 


El papel del gobierno será, sin embargo, diferente según 
sea el tipo gubernamental específico. En los Estados autorita- 
rios, el monopolio del gobierno está fuertemente asentado en 
todas las fases del proceso de legislación. Si se tolera una 
asamblea, será tan sólo como un órgano subsidiario, cuando 
no esté degradada a simple sello formal. En las democracias 
constitucionales, la intensidad de la participación gubernamen- 
tal depende del vigente tipo de gobierno. Un extremo está re- 
presentado por gobierno de gabinete en Inglaterra y en los 
dominios. El control gubernamental opera, materialmente, con 
rasgos autoritarios aunque se base en el sometimiento volunta- 
rio del Parlamento. Planificación e iniciativa legislativa yacen 
exclusivamente en el gabinete; la iniciativa legislativa de los 
“private members” de los partidos ha desaparecido casi total- 
mente. El control exhaustivo del gabinete sobre el orden del día 
se une a su poder de disposición sobre el tiempo parlamenta- 
rio, lo que conduce en caso necesario a acortar los debates por 
la drástica medida del “closure” (“la guillotina”). La situación 
opuesta se da en los Estados Unidos: la influencia del gobier- 
no sobre el programa legislativo, el orden del día y la distribu- 
ción del tiempo en el Congreso depende de la fuerza de persua- 
sión del presidente, y esto aun cuando el partido del presiden- 
te sea mayoritario. El presidente carece de cualquier facultad 
constitucional para exigir la prioridad de su programa, a lo que 
hay que añadir que el “Rules Committee of the House of Repre- 
sentatives” ocupa una posición casi dictatorial, sin paralelo en 
otras asambleas. La III y IV Repúblicas francesas ocupan un 
lugar intermedio entre estos dos extremos, que se puede desig- 
nar como sistema mixto: programa legislativo, orden del día y 
distribución del tiempo yacen bajo la autonomía de la Asam- 
blea, que actúa, en este punto, por medio de la Conferencia de 
los presidentes. La preponderancia del Parlamento se debilita, 
sin embargo, por la influencia que ejercen los líderes de los 
partidos gubernamentales en dicha Conferencia, así como los 
representantes de la coalición gubernamental en las Comisio- 
nes más importantes. En oposición a esto, “la Constitución de 
de Gaulle” -es decir, la Constitución francesa de 1958- “tiende a 
arralgar constitucionalmente la primacía gubernamental en el 
proceso legislativo, habiendo insertado con este fin una serie 
de disposiciones de procedimiento en el documento mismo, en 
lugar de abandonar su regulación a los reglamentos parlamen- 
tarios. La iniciativa legislativa pertenece tanto al primer minis- 
tro como a los miembros del Parlamento, pero el gobierno fija el 
orden del día así como la prioridad de los proyectos a tratar, 
pudiendo oponerse a enmiendas presentadas por miembros del 
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Parlamento que no hayan sido sometidas a las comisiones, y 
hasta podrá determinar el momento de la votación. En la Ley 
Fundamental de Bonn,” -que hoy es la Constitución alemana 
de 1949- “el Bundestag y el gobierno federal se equilibran en la 
fijación del programa legislativo; pero, prácticamente, todos los 
proyectos de ley importantes son redactados por la burocracia 
ministerial, gozando los proyectos de ley gubernamentales de 
absoluta prioridad. En Suiza, finalmente, el control del Consejo 
Federal sobre el proceso legislativo se acerca al de Inglaterra, 
aunque con la importante diferencia de que la iniciativa legisla- 
tiva del Parlamento tiene un margen considerablemente más 
amplio.” 


En un artículo de “Crónicas de Derecho Público”, publica- 
do por el Instituto Nacional de Administración Pública de Es- 
paña, en el Cuaderno N* 1 correspondiente a mayo - agosto de 
1997, Joaquín García Morillo, catedrático de Derecho Constitu- 
cional de la Universidad de Valencia, señala lo siguiente en 
dicho artículo, cuyo título es “El Parlamento en la era global”, 
que analiza los problemas del Parlamento en la era moderna y 
expresa: “La consecuencia es un Parlamento notablemente des- 
ajustado, en sus características, métodos de organización y pau- 
tas de comportamiento, respecto de la sociedad en que vive. 
Un Parlamento ácrono, que vive fuera del tiempo: fuera del 
tiempo legislativo, fuera del tiempo del control parlamentario - 
vale decir, fuera del tiempo político- y fuera también, en sus 
más importantes facetas, del tiempo presupuestario. 


En efecto, como espero que las líneas que siguen pondrán 
de relieve, el Parlamento está dejando, a velocidad uniforme- 
mente acelerada, no ya de ser el eje del sistema político, que 
eso nunca lo fue entre nosotros,” -naturalmente, está hablando 
de España- “sino también de ser el escenario principal del sis- 
tema. La manifiesta disminución de su capacidad de control, la 
evidente incapacidad de actuar de conformidad con los ritmos 
no ya exigidos, sino impuestos por la sociedad de hoy, su 
alejamiento, en fin, de la esfera de lo real, de lo políticamente 
relevante, y su confinamiento en la esfera de lo formal, de lo 
que sólo formalmente es relevante, se traducen, como se advir- 
tiera ya tiempo atrás, en un progresivo vaciamiento de la fun- 
ción de poder de la institución parlamentaria. 


La acronía parlamentaria, el desfase entre sus ritmos de fun- 
cionamiento y los que la sociedad actual demanda, se ponen 
claramente de relieve, también, en el ejercicio de la función le- 
gislativa. Si el ya mencionado ejemplo de la necesidad de cua- 
tro sucesivos intentos en sendas legislaturas para poder apro- 
bar un Código Penal no fuera suficiente para poner de mani- 
fiesto los indeseables efectos de las rigideces reglamentarias 
sobre la producción legislativa, la experiencia más reciente nos 
ofrece algún otro ejemplo clamoroso de la minusvalía parlamen- 
taria para afrontar con la rapidez exigible la satisfacción de las 
demandas sociales.” 


Luego de analizar este autor algunas experiencias concretas 
del Parlamento español, afirma lo siguiente, que me parece su- 
mamente importante: “El Parlamento se enfrenta, en definitiva, 
a lo que Sartori denominó un “surmenage” crónico, a la incapa- 
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cidad de hacer frente con la celeridad exigible a la demanda de 
producción legislativa que se le plantea con sus medios mate- 
riales y personales, con sus inveteradas pautas de comporta- 
miento y con sus anticuados métodos de trabajo.” 


He querido hacer estas citas doctrinales, que no por exten- 
sas son menos importantes para aclarar y de alguna manera 
comprender el mecanismo utilizado en nuestro país, incorpora- 
do a la Constitución de la República de 1967, de las leyes de 
urgente consideración. 


La mayoría de la Comisión Especial entiende que la utiliza- 
ción del mecanismo de la Ley de Urgente Consideración para 
nada implica una desvalorización de la función del Poder Legis- 
lativo; por el contrario, éste tiene un plazo prefijado de 45 días 
en la primera Cámara y de 30 días en la segunda Cámara. Nos 
encontramos con un proyecto de ley que tiene 90 artículos -si 
nos ponemos a pensar, la primera Cámara contó con 45 días 
para analizar 90 disposiciones, es decir, dos artículos de este 
proyecto enviado por el Poder Ejecutivo por día-, que ha con- 
tado con el tiempo más que suficiente para su discusión. Lo 
mismo ocurre a nivel de la segunda Cámara. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Walter Riesgo) 


-Existe una segunda reflexión que me parece sumamente im- 
portante. Me refiero a que el hecho de que el Parlamento 
disponga de un plazo determinado para la aprobación de una 
ley de urgente consideración, y sobre los temas que proponga 
el Poder Ejecutivo -dado que la iniciativa es privativa- no impli- 
ca en absoluto un desmedro de la función legislativa. Esto es 
así porque el Parlamento puede analizar, cuantas veces quiera 
y por el tiempo que lo desee, los temas considerados, eventual- 
mente aprobados y sancionados en la Ley de Urgente Consi- 
deración. Quiere decir, entonces, que más allá de que el Poder 
Ejecutivo proponga el análisis, en un tiempo razonablemente 
breve, de algunos temas, nada impide al Parlamento analizar 
dichos asuntos con la profundidad que lo desee y durante el 
tiempo que sea necesario, una vez terminado el proceso de la 
ley de urgente consideración. 


Nuestro país no ha recogido del Derecho Comparado, como 
sí lo han hecho otras Constituciones, la experiencia de los lla- 
mados decretos legislativos delegados o leyes delegadas -es 
decir, aquellas que se producen cuando el Parlamento delega la 
facultad en el Poder Ejecutivo- así como tampoco ha tomado 
otra experiencia, como la de los decretos leyes de necesidad o 
urgencia. No obstante, contamos con un sistema intermedio 
que permite la intervención del Poder Legislativo y que otorga 
un tiempo más que razonable para analizar las propuestas reali- 
zadas por el Poder Ejecutivo. Por lo tanto, consideramos que es 
una facultad que ha sido bien ejercida por este último y que 
habrá de exigirnos como parlamentarios, sin duda, una mayor 
dedicación en un tiempo menor. Es así que nada impide el aná- 
lisis de los temas planteados en el proyecto de ley. 


En lo que respecta al fondo del asunto, es decir, a los temas 
planteados, el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo 
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contiene una serie de puntos importantes para el mismo y para 
el país, como son el fomento del empleo, la fiscalización de las 
sociedades comerciales, la creación de una escuela de auditoría 
gubernamental y la actualización de normas sobre concursos - 
normas de vieja data en el Uruguay-, algunas de ellas sobre 
concordatos que fueron dictadas en 1926. Asimismo, se prevé 
una Sección dedicada a la licencia especial para la adopción de 
menores y otra Sección dedicada a los recursos administrati- 
vos. Por esta última se tiende a acortar el plazo que tiene la 
Administración para resolver esos recursos, en una solución 
que, más allá de las discusiones que se mantuvieron en la Co- 
misión Especial, es buena porque, reitero, reduce los plazos de 
forma sustancial, tal como se expresa en el informe en mayoría 
que ha sido elevado al Cuerpo. También debemos destacar que 
se prevén una serie de normas sobre viviendas para pasivos y 
se establece la coordinación entre el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Banco de Pre- 
visión Social. A su vez, se prevén normas sobre fusión de 
cooperativas y urbanización de propiedad horizontal; se elimi- 
na el Registro de Aspirantes a Viviendas de Emergencia, cono- 
cido como RAVE, que ha generado tantas dificultades y juicios 
al Banco Hipotecario del Uruguay como consecuencia de la 
jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia que ha condena- 
do al Estado por responsabilidad debido a la no construcción y 
consecuente no adjudicación de viviendas a los inscritos en el 
RAVE; se crea el Registro Nacional de Aeronaves y el Registro 
de Inmuebles del Estado. Por otro lado, se libera la importación 
de gas natural y en el artículo 63 del proyecto de ley se consa- 
gra la potestad de todo comprador de gas natural al por mayor 
cuyo consumo promedio anual no sea inferior a cinco mil me- 
tros cúbicos diarios, de elegir su proveedor de gas natural en- 
tre los agentes nacionales o extranjeros e importarlo sin restric- 
ciones o exigencias de especie alguna. El proyecto de ley tam- 
bién contiene una norma sobre la violación de las disposicio- 
nes sanitarias, extremo que fue objeto de análisis y debate a 
nivel de la Comisión Especial, sobre todo en cuanto a la conve- 
niencia de mantener normas penales en blanco. Por su parte, el 
artículo 65 dispone una norma muy importante a propósito de 
las Zonas Francas. En este sentido, la Comisión Especial reca- 
bó las opiniones de los Presidentes de ANCAP y de UTE, así 
como las del equipo económico, los que apoyaron las modifica- 
ciones introducidas en ese artículo, el cual sustituye el texto 
correspondiente de la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 
1987. 


Debo agregar que en la Sección XII, artículos 66 a 89 del 
proyecto de ley, se consagran una serie de disposiciones so- 
bre clubes deportivos y sociedades anónimas deportivas en 
general. Allí se crea una nueva forma jurídica, que son las lla- 
madas sociedades anónimas deportivas. Se trata de una serie 
de normas que favorecen el desarrollo del deporte en nuestro 
país. 


Finalmente, en el artículo 90 se sustituye el artículo 41 de la 
Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000. En él se establece de qué 
forma será ejercido el control interno por parte de la Comisión 
Fiscal de la Cooperativa Nacional de Productores de Leche. 
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En síntesis, señor Presidente, más allá de las consideracio- 
nes de carácter general que hemos formulado en cuanto a la 
conveniencia, a la naturaleza y a la constitucionalidad de la 
utilización del mecanismo de la Ley de Urgente Consideración 
por parte del Poder Ejecutivo, la mayoría de la Comisión Espe- 
cial recomienda al Senado la aprobación de estas normas, tal 
como han sido votadas en la Cámara de Representantes, pues- 
to que ellas habrán de contribuir al mejoramiento de la situa- 
ción económica y social del país. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR LARRAÑAGA.-- Que se vote, señor Presidente. 
SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Walter Riesgo).- Tiene la pala- 
bra la señora Senadora. 


SEÑORA PERCOVICH.- Somos algunos más en esta Cáma- 
ra, señor Presidente. 


Escuché sorprendida las palabras del distinguido colega, y 
casi me levanto y me voy a mi casa; pero no lo hice. Sin duda, 
la sesión habría sido más rápida, cosa con la que estará de 
acuerdo el señor Senador Larrañaga. 


Ahora bien, si yo creyera solamente en parte lo que acaba 
de manifestar el señor Senador Correa Freitas, perdería total- 
mente el entusiasmo y la vocación de servicio con que, creo 
que no sólo yo sino la mayoría de los parlamentarios que se 
encuentran en esta Cámara -quisiera que fueran todos-, hemos 
emprendido la difícil tarea de ser los representantes del pueblo, 
por supuesto, cada uno en la medida en que nos ha tocado 
hacerlo. 


Es verdad que los Poderes Ejecutivos hoy tienen que tomar 
cada vez más rápido las decisiones de Gobierno, porque el mun- 
do globalizado así lo obliga y porque el tratamiento de los te- 
mas y los acuerdos internacionales a veces tienen plazos muy 
acotados, pero esto también tiene que ver con que los Estados 
nacionales cada vez disponen de menor margen de maniobra y 
con que los Gobiernos tienen cada vez más lejanía de sus ciu- 
dadanos y sus gobernados. Estos últimos sienten que nadie 
los consulta para aquello que acaba determinando sus vidas. 
Pienso que este es uno de los problemas a los que los Legisla- 
dores debemos aportar algún grado de acercamiento, aun con 
un Poder Ejecutivo que no es el nuestro. Esa es nuestra obliga- 
ción, porque somos representantes de una parte muy importan- 
te de la ciudadanía que nos eligió para ocupar este lugar, y nos 
parece que ese es un elemento democrático fundamental. 


Por eso no participamos ni estamos de acuerdo con este 
tratamiento permanente que el Poder Ejecutivo ha adoptado 
para aplicar este recurso que, tal como decía el señor Senador 
Correa Freitas, está en la Constitución. Por nuestra parte, en- 
tendemos que este mecanismo fue pensado por los Legislado- 
res para tratar un gran tema, que sí merece el carácter de urgen- 
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te consideración, pero no para considerar 10 ó 12 temas, de los 
cuales algunos son de urgente consideración, y otros no, ya 
que se encuentran a estudio de las Comisiones correspondien- 
tes de ambas Cámaras. 


Por otra parte, nos preocupa este tipo de tratamiento por la 
celeridad con que tenemos que considerar los temas, lo cual 
impide que profundicemos en ellos y escuchemos a todos los 
actores involucrados, que deben contar con toda la informa- 
ción necesaria, más allá de que posteriormente se tomen las 
decisiones que se deban adoptar. Precisamente, nos parece que 
esto es lo que nos acerca a la sociedad. Asimismo, considera- 
mos importante que se sepa por qué estamos adoptando deter- 
minadas decisiones. Se trata de un elemento democrático que 
acerca el Parlamento a una sociedad y que, además, encierra 
-este es un elemento de las palabras de nuestro distinguido 
colega, que me preocupa- un descrédito o desconfianza en los 
Legisladores de su propio partido. Cuando hay urgencia en 
tratar los temas y aprobarlos rápidamente, se supone que ellos 
se incluyen en el orden del día y se establece un cronograma y 
plazos determinados. Evidentemente, los Legisladores sabrán 
cómo deben trabajar con esos asuntos para poderlos aprobar. 


Me parece que estos son elementos que conoce cualquiera 
que haya tenido experiencia parlamentaria, como es mi caso, ya 
que me ha tocado ser Legisladora departamental y representar 
al Gobierno, y también a nivel nacional, integrando la oposi- 
ción. En lo que respecta a nuestra fuerza política, puedo decir 
que estamos totalmente dispuestos a colaborar en el tratamien- 
to rápido de los temas que así lo ameritan. Como he dicho, me 
ha tocado hacerlo con dos o tres proyectos de ley importantes 
y urgentes en la Cámara de Representantes, los cuales me gus- 
taría que recibieran el mismo tratamiento en este Cuerpo. 


Además, entendemos que, en realidad, de este proyecto de 
ley, el Capítulo I es el que verdaderamente amerita un trata- 
miento urgente. Incluso, ese capítulo es el que le da título a la 
ley, ya que ha sido denominado como “Fomento del Empleo”. 
Ciertamente, ese es el tema de emergencia nacional en este 
momento y creo que, por otra parte, es el que nos angustia a 
todos, porque vivimos entre la gente y sentimos su angustia y 
la peligrosa desesperanza de muchos sectores productivos del 
país, como son los comerciantes, los trabajadores y la gente 
que queda desempleada. Entonces, esto sí amerita medidas de 
urgente consideración. Pensamos que en ese primer capítulo, 
lamentablemente, las medidas que se proponen no encaran con 
suficiente fuerza y audacia lo que nosotros entendemos son 
medidas tendientes a la promoción del empleo. Por el contrario, 
simplemente se está haciendo referencia en la mayoría de los 
artículos de este proyecto de ley, a las exoneraciones de los 
aportes patronales, lo que nos parece es una de las medidas a 
tomar, pero no la única ya que, como hemos visto, los propios 
empresarios, durante el tratamiento de esta iniciativa en Comi- 
sión, dijeron que no consideraban esta medida suficientemente 
estimulante para la generación de empleo que es, en definitiva, 
de lo que se trata. 
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Este mismo capítulo tiene otra parte que no refiere al fomen- 
to del empleo pero que es igualmente muy importante. Concre- 
tamente, se trata del apoyo al sector agropecuario, para lo que 
se incluyen algunas medidas que, a nuestro juicio, no son sufi- 
cientes. Por tal razón, para este capítulo hemos presentado al- 
gunos sustitutivos y aditivos, que sí son medidas en las que 
hemos estado trabajando permanentemente en conjunto con 
todos los sectores sociales. Esas medidas seguramente serían 
de estímulo en un momento de apuestas, que es lo que necesi- 
ta este marco recesivo que estamos viviendo. 


Los otros capítulos, que consideramos deberían ser trata- 
dos en las diferentes Comisiones, están relacionados con la 
fiscalización de las sociedades comerciales. Por nuestra parte, 
vamos a acompañar la aprobación de este capítulo porque nos 
parece que es muy importante, ya que mejora las condiciones 
de contralor, sobre todo para las medidas que se están toman- 
do, tendientes a la creación de nuevas conjunciones y consor- 
cios entre las empresas estatales y las posibilidades de “joint 
ventures”, que a nuestro juicio son buenas, pero insuficientes. 
Por esta razón, hemos propuesto algunas iniciativas sustituti- 
vas que entendíamos debían haber sido acompañadas en la 
Cámara de Representantes y en la Comisión del Senado. 


Asimismo, vamos a apoyar la creación de una escuela de 
auditoría gubernamental, porque creemos que todo lo que ten- 
ga relación con la capacitación de los funcionarios, debe ser 
bienvenido porque se complementa con las medidas anteriores. 


El capítulo vinculado con las normas concursales, también 
corresponde a un tema que requiere un tratamiento profundo 
en una Comisión especializada, que podría ser la de Constitu- 
ción y Legislación. En este sentido, encontramos que si bien se 
ha mejorado notoriamente el texto en la Cámara de Represen- 
tantes, igual se trata de un tema que mereció muchas dudas a 
quienes están involucrados en él, por lo cual nos habría gusta- 
do tener más tiempo de trabajo en ese ámbito. 


Con respecto a la Sección V, vemos que introduce un pro- 
yecto de ley interesante que había sido tratado en la Comisión 
de Legislación del Trabajo de la Cámara de Representantes y 
que se aprobó por consenso. Incluso, se acordó con el señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social que el proyecto fuera 
enviado por el Poder Ejecutivo y que ese texto fuera aprobado. 
En este aspecto, simplemente vamos a agregar algunos elemen- 
tos que, a nuestro entender, complementan esta buena disposi- 
ción para atender un reclamo de mucha gente en el país. 


La sección referida a los recursos administrativos también 
la vamos a acompañar, más allá de algunas desprolijidades jurí- 
dicas, sobre las que seguramente se extenderá nuestro compa- 
ñero el señor Senador Korzeniak. 


En cuanto a toda la sección que se refiere al tema de vivien- 
das, fundamentalmente el Título I “Viviendas para Pasivos”, 
vamos a manifestar nuestro desacuerdo porque pensamos que 
hay un cambio de responsabilidad que puede afectar la cons- 
trucción de las viviendas. Asimismo, como fundamentábamos 
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en un principio, nos parece que el diálogo con las organizacio- 
nes sociales es muy importante, en virtud del monto que apor- 
tan los pasivos para ese fin. Como sabemos, ha habido mucha 
discusión con relación a los montos destinados a vivienda y la 
forma en que los fondos han sido utilizados. Por lo tanto, lo 
mejor es que exista una mayor trasparencia al respecto, para 
evitar posteriores conflictos. Por eso vamos a proponer -tal 
como lo hemos hecho en la Cámara de Representantes- la inte- 
gración de la tan reclamada Comisión Asesora integrada por 
los pasivos. En este sentido, creo que todos los Legisladores 
del país hemos recibido el reclamo de las organizaciones de 
pasivos para que esa Comisión se integre. Además, considera- 
mos que se trata de un elemento que aportará tranquilidad al 
propio Poder Ejecutivo, al Banco de Previsión Social y, funda- 
mentalmente, al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente, que es el que se ocupa directamente de 
este asunto. 


El Título II de esa misma sección, relativo a la fusión de 
cooperativas de vivienda, tiene en cuenta un proyecto presen- 
tado por CUDECOP, que compartimos totalmente. Sin embargo, 
no entendemos la necesidad de que esta iniciativa se incluyera 
en un proyecto de urgente consideración, porque solamente 
con la voluntad de los Legisladores representantes de la coali- 
ción, se hubiera aprobado rápidamente en la Comisión que lo 
tenía a estudio. 


En esta misma sección, el Título III relativo a urbanizacio- 
nes de la propiedad horizontal, no va a ser acompañado por 
nuestra fuerza política porque entendemos que existe una mo- 
dificación parcial de algo que se está necesitando en este país 
y que a nuestro juicio sí es urgente. Me estoy refiriendo a una 
ley de ordenamiento territorial que estamos reclamando hace 
mucho tiempo y que está a estudio de una Comisión del Sena- 
do. Incluso, la aprobación de ese proyecto de ley debe ser 
previa a cualquier tipo de modificaciones puntuales que se haga 
en el ordenamiento del territorio. Nos parece que esta modifica- 
ción que se ha introducido implica, para nosotros, un descono- 
cimiento y una modificación que pueden hacer colisión con la 
Ley de Centros Poblados. 


Nos preocupa, pues, que se esté legislando de esta forma, 
porque puede dar lugar a diversas interpretaciones al respecto 
y, además, porque creemos que desde el punto de vista de 
nuestro pensamiento filosófico, contribuye a algo sobre lo que 
nos oponemos totalmente: a una fragmentación social territo- 
rial que se viene profundizando en nuestro país. Por lo tanto, 
nos parece grave que el tema se habilite de esta manera, sin 
ahondar más en él. En la Comisión del Senado hemos recibido 
interesantes sugerencias del Instituto de Derecho Privado de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de la República, que no 
han podido ser incorporadas y que lamentamos no hayan sido 
tenidas en cuenta. 


También en esta Sección se han incluido modificaciones al 
RAVE, que es un tema largamente discutido en el Parlamento. 
No obstante ello, no creemos que porque haya visiones distin- 
tas dentro de la propia coalición de Gobierno a ese respecto, la 
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forma de saldarlas sea incluir este asunto en la Ley de Urgen- 
cia. Pensamos que esto se debería haber laudado por votos 
dentro de la propia Comisión, en donde teníamos varios pro- 
yectos de ley. Entendemos que el mecanismo utilizado no es 
suficientemente profundo, y nos hubiese gustado que las dis- 
cusiones quedaran sentadas en la versión taquigráfica de las 
Comisiones correspondientes. 


Ahora bien, vamos a acompañar la Sección VIII, que tiene 
que ver con la reubicación correcta del Registro de Aeronaves 
en el Ministerio pertinente. 


Por otro lado, tenemos un capítulo en el que se ha incluido 
un tema importante que creemos que jamás debería haber sido 
tratado de esta forma: la importación del gas natural al por 
mayor. Es un asunto de una gran complejidad, que atañe al 
cambio de nuestra matriz energética. Me refiero a un cambio de 
reglas de juego con los propios organismos del Estado, que ha 
dado lugar a contradicciones entre los actores del Poder Ejecu- 
tivo. Entonces, por la falta de información, por haber advertido 
esas dudas y contradicciones y por no tener claro cuáles son 
los escenarios hacia donde se va, hubiéramos preferido traba- 
jar con mayor profundidad en esto, porque entendemos que es 
un elemento clave que supone cambios en el Uruguay de este 
siglo. 


En la Sección X se incorpora una modificación al Código 
Penal. En la primera Ley de Urgencia hemos dejado sentada 
nuestra posición de total oposición a tratar en leyes de urgente 
consideración modificaciones al Código. Ha quedado claro en 
el estudio del tema que hay contradicciones en lo que refiere a 
los delitos, las faltas y penas, que hacen que, al menos, esta 
sea una norma sumamente discutible, cuya finalidad no enten- 
demos salvo por el hecho de que se elaboró en el momento en 
que en el país se presentó el problema de la aftosa. Reitero que 
esta es una forma de legislación que no compartimos. 


La Sección XI tiene que ver con otro de los temas importan- 
tes y que hacen a los cambios que se producen a través de 
estas propuestas de modificación de normas. Por ejemplo, la 
relativa a la normativa de las Zonas Francas, también nos mere- 
ce una serie de dudas, por las características que tienen aqué- 
llas. Son espacios del país que nos generan dudas respecto a 
los controles que el Poder Ejecutivo pueda ejercer en los nego- 
cios que se están desarrollando en ellos. 


Si bien las modificaciones introducidas en este capítulo fue- 
ron sumamente mejoradas en el trabajo llevado adelante en la 
Cámara de Representantes -es un hecho que debemos reco- 
nocer- de todos modos no las hemos podido terminar de afi- 
nar en el Senado. Por ello nos han quedado una serie de 
elementos -que han sido planteados por el propio Presidente 
de ANTEL- que mañana pueden dar lugar a diferentes interpre- 
taciones. Esperamos que cuando lleguemos a la consideración 
particular del capítulo podamos, por lo menos, señalarlos a los 
efectos de que quede constancia de ello en la versión taquigrá- 
fica. 
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Pensamos que la Sección XII en sus dos Títulos, es decir, 
el relativo al fomento del deporte y el que tiene que ver con los 
talentos deportivos, merecía un análisis más profundo. Aquí 
también estamos necesitando una ley marco, puesto que el país 
carece de una ley de deportes a pesar de que en la Cámara de 
Representantes se creó una Comisión específica para tratar el 
asunto. Desde la creación del Ministerio de Deportes y Juven- 
tud, estamos legislando a través de las leyes de urgencia o de 
la ley de presupuesto en temas puntuales, y no en el contexto 
de un marco de políticas nacionales de deporte, en donde se 
podrían incluir muchos de los elementos que estábamos dis- 
puestos a acompañar si hubiera existido la posibilidad de dis- 
cutir todo esto en profundidad. 


Por último, quiero señalar que en la Sección XIII vamos a 
acompañar algo que viene a corregir un error de la primera ley 
de urgencia. Esperamos, señor Presidente, que en las próximas 
leyes de urgencia -que se nos ha anunciado que recibiremos- 
no estemos corrigiendo errores cometidos por el apresuramien- 
to con que se está tratando este tema. 


Muchas gracias. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Walter Riesgo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: voy a referirme 
específicamente a un punto que también planteé en la Comi- 
sión, por lo que pido excusas a los señores Senadores que la 
integran, que ya lo escucharon. Digo que el mismo no va a 
aludir al fondo de la ley de urgencia, sino a la circunstancia de 
haberse enviado con declaratoria de urgente consideración. Este 
es un tema que ya fue planteado por compañeros nuestros en 
la Cámara de Representantes, quienes habían demostrado -al 
menos, así lo pienso- la inconveniencia, la falta de mérito de 
incluir en una ley de urgencia, por un lado, temas tan variados 
y, por otro, algunos asuntos que tienen una fineza política, 
jurídica, que requieren de un tratamiento quizá más meditado o, 
al menos, asesoramientos dentro del ámbito parlamentario, tal 
vez, no tan apresurados como los que se han tenido que tomar. 


Mi planteo se va a circunscribir, exclusivamente, a lo que 
considero es una demostración de que no sólo se trata de un 
problema de inconveniencia, sino que también hay un proble- 
ma de juridicidad. Tengo el convencimiento sano, honesto, de 
que la declaratoria de urgente consideración de una ley no es, 
como se ha sostenido, meramente una cuestión formal. El tema 
ha insumido en el Uruguay varios años de trabajo de la doctri- 
na. 


La Constitución usó una expresión que es un derivado del 
vocablo “declarar”. El tema es que el Poder Ejecutivo puede 
enviar proyectos con declaración de que su consideración es 
urgente. Estoy añadiendo al tema de lo inconveniente que es, 
por ejemplo, lo que mencionaba recién la señora Senadora Per- 
covich en cuanto a modificar el Código Penal en leyes de ur- 
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gencia, lo que significa desde el punto de vista jurídico decla- 
rar de urgente consideración un proyecto de ley, que es el 
lenguaje constitucional utilizado en el numeral 7* del artículo 
168. 


El vocablo “declarar” usado en la Constitución con respec- 
to al derecho de asociarse se ha venido estudiando en el Uru- 
guay desde hace muchos años. Si mal no recuerdo, el artículo 
39 dice que todas las personas tienen el derecho de asociarse, 
salvo que constituyan asociaciones ilícitas declaradas por la 
ley. Hace muchos años, inclusive a nivel de la Suprema Corte 
de Justicia, ante excepciones de inconstitucionalidad, la doctri- 
na elaboró el concepto de lo que significaba declarar ilícita una 
asociación. 


¿Por qué? Porque si la ley pudiera declarar ilícita cualquier 
asociación -por ejemplo- en un momento de no mucha atención 
un Parlamento podría declarar ilícitas las asociaciones de pro- 
ductores rurales -no quiero decir que haya alguien que desee 
hacerlo, sino que sería una ley válida, porque la Constitución 
habla de “asociación ilícita declarada por la ley”- o las asocia- 
ciones de estudiantes, de empleados de la construcción, de 
profesores, etcétera. Pero siempre la doctrina y también la Su- 
prema Corte de Justicia, trabajando en ese concepto, llegan a la 
conclusión de que el vocablo “declarar” significa poner de ma- 
nifiesto algo que ya existía, es decir, que tenía una ilicitud 
intrínseca. Voy a dar un ejemplo al pasar: la Constitución men- 
ciona cierta ilicitud -y les hace perder la ciudadanía a los ciuda- 
danos legales- en el caso de asociaciones que tiendan a des- 
truir las bases de la nacionalidad por medio de la violencia o 
por propaganda que incite a ella. Ahí hay un principio de ilici- 
tud. La Constitución tienen muchos principios de ilicitud. En- 
tonces, se dijo que declarar ilícita una asociación no es crear la 
ilicitud por ley -estamos hablando de la ley- sino que esto tiene 
un límite muy preciso porque tiene que haber una base de ilici- 
tud y la ley tiene que limitarse a declararla; no crearla. Si trasla- 
damos este razonamiento doctrinario -por otra parte, muy afir- 
mado, ya que en el período comprendido entre 1967 y 1969 la 
Suprema Corte de Justicia dictó más de una sentencia reco- 
rriendo este largo trabajo de la docrtrina- hacia la declaración 
de urgencia de una ley, a nuestro juicio, lo que puede hacer el 
Poder Ejecutivo aunque el concepto puede tener algunos lími- 
tes imprecisos -no estoy calibrando en esta oportunidad el tema, 
porque hace mucho tiempo que he escrito sobre él, cuando aún 
no integraba este Parlamento- es declarar la urgencia; no crear- 
la ni inventarla. Los ejemplos tradicionales de algo que tiene 
intrínsecamente el carácter de urgencia, tienen que ver con epi- 
demias y casos graves pero no imprevistos, porque estos últi- 
mos permiten la adopción de medidas prontas de seguridad, 
según se expresa en el numeral 17 del artículo 168 de la Consti- 
tución. Pero si el caso ha sido previsto y es grave como, por 
ejemplo una conmoción interior, puede ameritar una Ley de 
Urgencia porque la urgencia está en los propios hechos. Por 
ejemplo, si hay un vencimiento de un plazo, hay un principio 
de urgencia. Por lo tanto, nuestra opinión es que la declaración 
de urgencia corresponde, no solamente cuando es o no conve- 
niente, sino que debe hacerse cuando de verdad hay urgencia. 
Esa verdad se aprecia en la jurisprudencia norteamericana, donde 
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no hay leyes de urgencia, pero sí un proceso de ampliación de 
la potestad reglamentaria que se da en la práctica, y se admite, 
en casos en que los hechos mismos determinen, razonablemen- 
te, que hay urgencia -como ya he dicho- en plazos, condicio- 
nes y circunstancias especiales. 


La tesis que ha sostenido la mayoría, incluso en la Comi- 
sión, es que esto no es así y que, en realidad, la Constitución 
dice que el Poder Ejecutivo puede declarar de urgente conside- 
ración cualquier proyecto de ley y que, por lo tanto, los límites 
a esa potestad están escritos en la misma Constitución y son 
más bien de tipo formal. Por ejemplo, no se puede enviar una 
ley mientras esté otra en trámite, no se puede declarar la urgen- 
cia de una ley que necesita tres quintos o dos tercios de votos 
para su aprobación ni tampoco se puede declarar de urgente 
consideración la ley de presupuesto. Salvo estos límites forma- 
les, cualquier otra ley podría ser objeto de esa consideración. 
Creo que este criterio, que también se ha sostenido, es un razo- 
namiento equivocado. Llevado a su coherencia definitiva, se 
podría pensar en enviar una Ley de urgencia, por ejemplo, de 
1.500 artículos que trate todos los temas del país, incluso los 
temas presupuestales. Si se toma con criterio formal, la exclu- 
sión de las leyes de presupuesto de la declaración de urgente 
consideración, no comprende a otras leyes que signifiquen gas- 
tos que están previstas también en el artículo 86 de la Constitu- 
ción. Fuera de las leyes de presupuesto, se pueden generar 
gastos, crear cargos, empleos, aumento y disminución de pasi- 
vidades. 


He revisado con mucho cuidado algunos autores citados 
en el informe en mayoría, que no se refieren a las leyes de 
urgencia aunque sí es verdad que dicen -eso es notorio, aun- 
que lo expresan en otros términos- que el concepto moderno 
de la ley no es sustancial como antes -la famosa ley material y 
abstracta-, sino que es un concepto más bien formal y, perso- 
nalmente, tengo la misma idea. Es decir, considero que la Cons- 
titución, salvo en el artículo 8” que habla del principio de igual- 
dad, en todo lo demás, cuando dice “ley”, se está refiriendo a 
la ley formal, como cuando dice “Constitución”, se refiere a 
este librito llamado así. No se trata de una palabra sustantiva. 
Cuando dice “ley” quiere decir: norma aprobada por una u otra 
Cámara y promulgada por el Poder Ejecutivo. Estoy de acuerdo 
con esto, pero no estoy hablando del carácter formal de la 
urgencia, que no es formal. Por más que la urgencia determine 
un trámite formal distinto, ella es un concepto sustantivo. Cuan- 
do uno de los redactores del numeral 7” del artículo 168, el ex 
Presidente de la República, doctor Julio María Sanguinetti, ha- 
bló de este artículo de la Constitución en un comentario que 
realizó junto con el señor Pacheco Seré, sin decir que era un 
problema de juridicidad o de conveniencia, dijo que el Poder 
Ejecutivo no debe abusar de este dispositivo, que tiene que 
utilizarse en los casos realmente urgentes. 


Este proyecto de ley de urgencia tiene una cantidad de sec- 
ciones, incluso la última Sección corresponde a un solo artícu- 
lo con semejante Título, que dice que el Poder Ejecutivo regla- 
mentará la Ley, creo que esto lo admitieron -un poco festiva- 
mente- los integrantes de la Comisión. Pero las otras secciones 
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tratan temas diversos y creo que alguno es urgente como, por 
ejemplo, el que tiene que ver con el empleo, y en eso estamos 
todos de acuerdo. Pero en las demás, no aparecen causales 
intrínsecas de urgencia. Pienso que el concepto de la Ley de 
Urgencia no es un concepto de superficie que vaya meramente 
a acortar los plazos que tienen las Cámaras. La mayor innova- 
ción de la Ley de Urgencia en el Uruguay y en todos los países 
donde se estableció para combatir la inercia parlamentaria, no 
está en que los plazos sean cortos -a veces los plazos de la Ley 
de Presupuesto son más cortos y es una ley muy compleja- 
sino en que queda aprobado un proyecto de ley por el no 
pronunciamiento, es decir que bastaría con que el Senado no 
hiciera número y que transcurriera determinado plazo, para que 
quedara aprobado. Esto no es formal, tiene un sentido sustan- 
tivo, inclusive, de relación entre Poderes. 


Reitero mis disculpas a los integrantes de la Comisión que 
ya oyeron lo que voy a decir, pero quiero que quede bien en 
claro que me parece que la diversidad de temas que se colocan 
en una Ley de Urgencia, es una manera de violentar, indirecta- 
mente, la prohibición constitucional de enviar una nueva Ley 
de Urgencia mientras está en trámite la otra. ¿Por qué? Porque 
de manera indirecta se consigue lo mismo, por parte del Poder 
Ejecutivo, introduciendo en una Ley de Urgencia 90, 100, 500 Ó 
1.000 artículos con los temas más variados que puedan enten- 
derse. 


En definitiva, en esta Ley de Urgencia y también en la ante- 
rior -llamada Ley de Urgencia I- se enviaron varias leyes al 
mismo tiempo y se estableció para el Parlamento un régimen de 
aprobación ficta o de plazos, que la Constitución no quiere que 
se establezca para más de una ley a la vez. Me parece que es 
una manera indirecta de violentar una prohibición constitucio- 
nal. Aclarando que la expresión no tiene ninguna connotación 
penal y que es una palabra muy dramática, la violación indirec- 
ta de la ley -apareciendo todo como que no hay violación- 
formalmente es llamada fraude a la ley por algunos juristas, o 
sea que desnaturaliza la ley. En materia constitucional, en el 
lenguaje de los constitucionalistas, se dice que se desnaturali- 
za la Constitución -no se usa esa misma expresión, creo que 
con razón- si, indirectamente, se hace lo que la Constitución no 
quiere que se realice directamente. 


(Ocupa la Presidencia el señor Luis Hierro López) 


-Quería dejar esta constancia. No trato de generar una polé- 
mica, sino de dar una opinión que ya hace mucho tiempo ha 
sido aceptada por muchos autores, yo entre ellos. Sé que esta 
materia ha sido objeto de variadas polémicas e, incluso, hay 
una interpretación puramente formal de la declaración de ur- 
gencia en la que se dice que, aunque haya mil artículos con 
cien temas distintos, eso podrá traer inconvenientes pero no 
violenta ningún principio. Personalmente, creo que violenta esa 
elaboración doctrinaria sobre el vocablo “declarar”, según la 
cual dicho concepto no significa crear la urgencia, sino poner 
de manifiesto una urgencia razonablemente ya existente. 


Muchas gracias. 


9 de Enero de 2001 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay más oradores anotados. 
Dése cuenta de una moción que ha llegado a la Mesa. 
(Se da de la siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- “La señora 
Senadora Percovich y el señor Senador Núñez mocionan para 
que la Cámara de Senadores deje sin efecto la declaratoria de 
urgente consideración, de acuerdo con el literal C) del numeral 
7* del artículo 168 de la Constitución de la República”. 


SEÑOR BRAUSE.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SENOR BRAUSE.- Quisiera saber si esta moción que se ha 
presentado significa que se clausura la discusión general y, en 
consecuencia, entramos en la discusión particular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa entiende que no es así. 
SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Senadora. 


SEÑORA PERCOVICH.- Contestando al señor Senador Brau- 
se, debo decir que es para eliminar el trámite, con la fundamen- 
tación que acaba de hacer el señor Senador Korzeniak, el carác- 
ter de urgente consideración. 


SEÑOR BRAUSE.- Me doy por satisfecho con la respuesta 
de la señora Senadora Percovich. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- He escuchado con mucha aten- 
ción al señor Senador Korzeniak, colega versado en temas cons- 
titucionales, quien tuvo la honradez intelectual de señalar que 
frente a su posición, hay otra más. Quiero señalar que me afilio 
a esa otra, al punto que la conducta política que en este mo- 
mento lleva adelante, con todo derecho y legitimidad, el Frente 
Amplio, señala que, en última instancia, más que el Poder Eje- 
cutivo, es el propio Parlamento el dueño de la urgencia y el que 
puede calificarla como tal. Personalmente, considero que la de- 
terminación de hasta qué punto una cosa es urgente o no, no 
puede surgir del texto constitucional, porque la realidad es de- 
masiado cambiante. Aun sin entrar a discutir si el alcance del 
término “declarar” -al que hacía referencia el señor Senador 
Korzeniak- es en el sentido estrictamente jurídico de reconocer 
algo preexistente, habría que determinar quién es, máxime las 
circunstancias que vive el país de una recesión significativa, el 
calificado para reconocer si la urgencia existe o no y si las 
medidas son, a su vez, las que responden o no a la urgencia. 
Más que el Poder Ejecutivo, que naturalmente tiene la iniciati- 
va, es el propio Parlamento el que en esta instancia califica o 
no de urgente, para lo cual debe acatar lo que dicen las mayo- 
rías del Cuerpo. 
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Es la acotación que deseaba formular. Además, comparto 
con el señor Senador Korzeniak la opinión de que no es el 
momento para hacer una extensa discusión sobre el asunto, 
pero no quería dejar pasar la oportunidad para señalar que es- 
tamos afiliados a la otra tesitura. 


SEÑOR FAU.- ¿Me permite una interrupción, señor Sena- 
dor? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador 
Fau. 


SEÑOR FAU.- En la línea de razonamiento realizada por el 
señor Senador Atchugarry, recuerdo que en oportunidad de 
debatirse el actual texto constitucional en el año 1966, los que 
se opusieron a dicho cambio constitucional centralizaron una 
de sus mayores críticas en la incorporación de este instituto, 
mediante el cual el Parlamento tiene que pronunciarse sobre 
ciertas leyes, en determinado plazo. Recuerdo que quienes de- 
fendieron el proyecto de reforma constitucional hicieron un ar- 
gumento muy fuerte en ese sentido. Lo que hace el Poder Eje- 
cutivo es proponer que el proyecto de ley sea aprobado dentro 
de determinados tiempos. Sin embargo, no es dicho Poder el 
que determina que inexorablemente deba aprobarse en ese pla- 
zo; es el Parlamento el que puede coincidir o no con el Poder 
Ejecutivo. El dueño de los tiempos en que se debaten los pro- 
yectos es el Parlamento y no el Poder Ejecutivo. La posibilidad 
de discutir en ese plazo o en otro no la tiene el Presidente de la 
República, sino el Parlamento. Por lo tanto, si decide discutir en 
determinados plazos, nadie puede dudar del grado de represen- 
tatividad política que tiene el Parlamento. Entonces, la crítica 
frente al uso de este mecanismo no debería centralizarse tanto 
en el Poder Ejecutivo, que lo que hace es recurrir a una facultad 
que el texto constitucional le da y le dice al Parlamento que, por 
el contenido de su iniciativa, considera del caso que se aprue- 
be dentro de determinados plazos. El Parlamento puede coinci- 
dir o no con el Poder Ejecutivo. Incluso, puede considerar que 
la materia del proyecto no amerita un tratamiento dentro de un 
plazo exiguo. Entonces, las mayorías parlamentarias están en 
condiciones de decidir si es razonable o no ceñirse a ese plazo. 
Este Parlamento está haciendo uso de una facultad constitu- 
cional y su mayoría entiende que esta materia debe ser tratada 
con este carácter de urgente consideración. 


En primer lugar, nadie discute la procedencia constitucional 
del mecanismo, cosa que está fuera de toda discusión. Lo que 
hay son valoraciones políticas sobre la oportunidad o no de 
ese contenido. En segundo término, debemos rescatar que, nos 
guste o no el procedimiento que la Constitución consagra -en 
nuestro caso particular fuimos contrarios a esta Constitución y 
críticos de estos cambios institucionales-, es bueno que tenga- 
mos claro cuáles son los contenidos que ella tiene y sus alcan- 
ces. El Parlamento es el dueño de determinar en qué tiempo se 
deben considerar estas iniciativas. Por lo tanto, me parece opor- 
tuno el recuerdo que el señor Senador Atchugarry hacía, al que 
complemento con el recuerdo del debate al que tuve oportuni- 
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dad de asistir, no desde el Hemiciclo, sino desde las Barras. Lo 
seguí muy de cerca, y recuerdo con qué fuerza se señalaba este 
carácter de darle una agilidad mayor al Parlamento, pero sin 
desconocer que sólo a él le corresponde determinar su propia 
agilidad. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador 


SEÑOR KORZENIAK.- Simplemente, deseo hacer una acla- 
ración. 


En primer lugar, dediqué algunos minutos -utilizando todo 
mi esfuerzo persuasivo, que es muy pequeño-, a demostrar que 
estaba realizando un planteo jurídico sobre la expresión “decla- 
rar la urgencia” y si ello podía constituir una urgencia o poner 
de manifiesto algo ya preexistente. Por lo tanto, no fue un plan- 
teo de oportunidad o conveniencia. 


En segundo término, debo señalar que efectivamente es así. 
La urgencia establece plazos para el tratamiento del proyecto 
de ley, pero no es esa la innovación que se discutió cuando 
esto se incorporó en 1966. Lo que se discutió fue el carácter 
básico de una Ley de Urgencia, que no es el de los plazos, ya 
que estos pueden ser cortos o largos y alcanzan bien para 
discutir, sino el carácter de ley que queda aprobada por el si- 
lencio. Esto es contrario a toda la tradición porque si una ley 
no se trata y no vienen, por ejemplo, los parlamentarios a traba- 
jar, no se aprueba. Esta es la característica de la Ley de Urgen- 
cia, que por otra parte no es propia de Uruguay, ya que sucede 
lo mismo en casi todos los países donde se ha establecido 
partiendo del supuesto de la inercia y de la inasistencia parla- 
mentaria. En algunos casos esto es cierto, y en otros no. 


En tercer lugar, es efectivamente cierto que la última palabra 
en materia de si una ley va a ser aprobada por el silencio o en 
plazos cortos o largos, la tiene el Parlamento. Este argumento 
fue muy usado y es parte de la coherencia de lo que estamos 
haciendo. 


Hemos explicado por qué entendemos jurídicamente que no 
debe ser de urgencia, ya que encierra, en los hechos, varias 
leyes diferentes. Al mismo tiempo, los compañeros han presen- 
tado un proyecto de ley para que el Parlamento, conforme a la 
letra C del numeral 7? del artículo 168, declare que levanta el 
carácter de urgente. 


Quiere decir que somos coherentes con todo el razonamien- 
to que hacía el señor Senador Atchugarry, en el sentido de que 
es el Parlamento el que tiene la palabra y así lo estamos propo- 
niendo. Pero, si esto se vota o no, es un problema de voluntad 
política mayoritaria, por lo menos mayoritaria de la coalición o 
del Senado, en este caso. 
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Era cuanto deseaba manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Ya hemos manifestado nuestro 
punto de vista, por lo que culminamos aquí nuestra exposición. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Senadora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Voy a seguir dentro de una línea 
de razonamiento interesante que comenzaba el señor Senador 
Atchugarry, que desarrollaba el señor Senador Fau y ampliaba 
y aportaba el señor Senador Korzeniak. Sin embargo, tengo un 
matiz en cuanto al planteo realizado por el señor Senador At- 
chugarry. 


Concretamente, el señor Senador Atchugarry señala que a 
su juicio no es el momento para discutir esto porque efectiva- 
mente, tal como lo expresaba, sobre los grados de urgencia de 
los contenidos de este proyecto de ley tiene consideraciones 
que seguramente son distintas a cómo los visualizamos noso- 
tros. No obstante, creo que esta discusión y la del papel del 
Parlamento, comienza con el informe en mayoría, ya que quien 
pone sobre la mesa con mucha claridad el papel del Parlamento 
-y lo decía muy bien la señora Senadora Margarita Percovich- 
es el Miembro Informante en mayoría, señor Senador Correa 
Freitas. 


Pienso que esta es una buena oportunidad para que discu- 
tamos esto, ya que de “ponchazo en ponchazo” tuvimos una 
Ley de Urgencia 1, una Ley de Presupuesto con hojas de ruta, 
fe de erratas, correcciones posteriores y anuncio de vetos que 
entran pero que después no llegan; es más, a veces los parla- 
mentarios nos enteramos por la prensa y aconsejamos que la 
lean porque no sabemos nada. 


Además, tenemos una fundamentación jurídica histórica so- 
bre temas que no opino porque no son mi especialidad y, ade- 
más, nunca llegaré a la altura de los planteos que con mucho 
respeto creo que desarrolla el señor Senador Correa Freitas, 
pero que abonan en definitiva una discusión en torno al tema 
de para qué sirve el Parlamento en general y el Parlamento 
uruguayo en particular. 


Pienso que ésa es la discusión que abordamos. Efectiva- 
mente, tienen razón los señores Senadores del Partido Colora- 
do, y en particular el señor Senador Fau, cuando dicen que 
esto está en manos del Parlamento. Por mi parte, sostengo que 
está en manos de la mayoría de este Parlamento -o de este 
Senado- decir si tiene sentido o no el trabajo que realiza el 
Parlamento de la República y las Comisiones Asesoras y Espe- 
cializadas. 


Aquí tenemos un conjunto de proyectos de ley que necesi- 
taría el debate, la profundización y el estudio simultáneo -esto 
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puede ser- de las Comisiones llamadas especializadas. En mu- 
chos casos, quienes participamos de unos u otros temas no 
estamos especializados en los mismos y por ese motivo recurri- 
mos al asesoramiento y a la consulta con gente capacitada. 
Reitero que este trabajo puede ser simultáneo a nivel de las 
Comisiones de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente, Constitución y Legislación, Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca, Asuntos Laborales y Seguridad Social, las que estudiarían 
en profundidad todos estos temas. 


Por otro lado, durante estos años he aprendido que los 
plazos y la velocidad con que se aprueban los proyectos de ley 
tienen que ver, no con el funcionamiento del Parlamento, sino 
con las mayorías y minorías y con la voluntad política que 
exista para aprobar o no una iniciativa. Se puede trabajar inten- 
samente en un proyecto de ley sobre algo que uno considera 
que necesita una legislación urgente y a modo de ejemplo pue- 
do mencionar la defensoría de la víctima de la violencia domés- 
tica, el seguro de paro de los trabajadores rurales, el problema 
de las empleadas domésticas, el acoso sexual como falta laboral 
grave, etcétera y sin embargo, no se da la urgencia. ¿Por qué? 
¿Porque la realidad dice que no es urgente? ¿Porque no hubo 
voluntad política para aprobarlo? ¿Quizás no hubo las mayo- 
rías necesarias con la suficiente voluntad política para hacerlo? 
También hemos visto ingresar proyectos de ley como por un 
tubo, y en torno a ellos hemos hecho o no acuerdos; es más, 
muchísimas veces hemos acordado tratarlos sobre tablas, di- 
rectamente en Sala, porque reconocemos la urgencia del pro- 
blema y el hecho de abocarnos todos al trabajo, tal como hoy 
informaba el señor Presidente de la Comisión de Educación y 
Cultura. Precisamente, en la mañana de hoy eso fue lo que 
sucedió con el tema del software, oportunidad en que concu- 
rrieron en pleno los integrantes de la Comisión, se reconoció la 
urgencia del tema y no importó que fuera 9 de enero. Quiere 
decir que hay una dedicación al trabajo y un reconocimiento de 
la necesidad de trabajar y legislar, sin importar si se está en 
receso O no. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, seño- 
ra Senadora? 


SEÑORA ARISMENDI.- Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Simplemente, quisiera recordar un 
antecedente. 


Durante la Presidencia del General Gestido, en Uruguay se 
encontraron una cantidad de elementos realmente urgentes. Por 
ejemplo, la Constitución había creado el Banco Central del Uru- 
guay, pero no tenía Directorio ni una piecita para trabajar y 
tampoco mucha gente que supiera sobre el tema, salvo algu- 
nos, como su primer Presidente, Enrique Iglesias. En conse- 
cuencia, era necesario elaborar una Carta Orgánica para esa 
Institución. 
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Por otro lado, había también temas impositivos y agrope- 
cuarios muy importantes. Frente a esto, alguien señaló que se 
iba a enviar una Ley de Urgencia. Tan es así que hay gente que 
aun cree que la llamada Ley de Emergencia N* 13.608, por la 
cual se dictó, entre otras cosas, la primera Carta Orgánica del 
Banco Central del Uruguay -aunque no con ese nombre- y que 
no fue declarada de urgente consideración, tenía esa naturale- 
za. Precisamente, las razones por las cuales no se envió de esa 
manera fue porque la misma tenía varios capítulos que trataban 
temas distintos y el Poder Ejecutivo -creo que con un criterio 
razonable, ya que obtuvo una ley que se trató muy rápidamen- 
te- consideró que no era conveniente introducir indirectamente 
diez temas distintos en una sola ley. En consecuencia, le llamó 
“ley de emergencia” -también lo hizo así la prensa- pero no fue 
una ley declarada de urgente consideración, como habitual- 
mente suele recordarse la N” 13.608. Precisamente, yo trabajaba 
en el Banco Central y recuerdo que uno de los capítulos era 
una especie de Carta Orgánica inicial o incipiente para el Banco 
Central. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la señora Senadora 
Arismendi. 


SEÑORA ARISMENDI. En realidad, tiene razón el señor 
Senador Fau. Acá lo que estamos discutiendo no es el papel 
del Parlamento o lo que éste hace con la declaratoria de urgen- 
te consideración sino, en definitiva, qué es lo que hace la ma- 
yoría del Parlamento con su trabajo, qué hace con su concep- 
ción de trabajo parlamentario, qué hace la mayoría de este Se- 
nado con su propia credibilidad, con su credibilidad ante la 
opinión pública. 


Por este mecanismo suma y sigue, porque ahora las nume- 
ramos: Ley de Urgencia 1, Ley de Urgencia 2. Anuncian la 3 y 
dicen que vamos a seguir así. 


¿Qué está pasando con los proyectos de ley que proponen 
las señoras Legisladoras y los señores Legisladores en la Cá- 
mara de Representantes y en el Senado? ¿Dónde quedan los 
espacios para las propuestas y para la elaboración de cada uno 
de los representantes en este Cuerpo o en el otro? Creo que 
eso es lo que tendrían que preguntarse a sí mismos. De lo 
contrario, podríamos estar pensando en que, como hemos di- 
cho tantas veces, se trata de un organismo ratificador; como la 
Constitución dice que tiene que pasar por acá, pasa por acá. La 
compañera Senadora Margarita Percovich decía al comienzo que 
si nos levantáramos y nos fuéramos, la aprobación de este 
proyecto de ley sería muy breve. Tengo la curiosidad intelec- 
tual, señor Presidente, de saber qué haría la mayoría de este 
Senado si nosotros no hubiéramos planteado en la Comisión la 
necesidad de discutir, si no hubiéramos hecho propuestas, si 
nos hubiéramos quedado callados y hubiéramos dicho que se 
votara, unos por la mayoría y otros por la minoría. ¿Cuál es el 
papel de este Parlamento? ¿Qué hace la mayoría de este Sena- 
do consigo misma? 
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La verdad es que no comparto ni me autoincluyo cuando se 
dicen esas cosas raras de la clase política, cuando se dice “el 
Parlamento”, “los políticos”, porque creo que nosotros tene- 
mos una concepción con la que se puede discrepar -estoy de 
acuerdo- pero démonos los ámbitos y las instancias para dis- 
crepar y discutir a fondo estos temas, porque creo que es ahí 
donde está la gravedad mayor de los planteos que se hacen. 
Más allá de esto, uno podría decir que es un proyecto de ley - 
por llamarlo de alguna manera- que pasa del empleo -con las 
consideraciones que se hacían en el informe en minoría- a las 
auditorías, de las auditorías a las aeronaves, de las aeronaves a 
la adopción, de las adopciones al gas natural, a la matriz ener- 
gética, de ahí a las Zonas Francas, pasando por CONAPROLE, 
siguiendo por todo un paquete vinculado a la vivienda y por 
los parches relacionados con el deporte, lo que se suma al 
popurrí anterior. 


En definitiva, señor Presidente, esto le da muy poca trans- 
parencia a la ciudadanía. Pregúntese a cualquier ciudadana o 
ciudadano de qué trató la Ley de Urgencia 1 y de qué trata la 2 
y seguramente no tiene idea más que de algunos aspectos muy 
resonantes en torno a los que hubo debate público. Esto le da 
oscuridad a la labor parlamentaria. Nosotros intentamos con- 
versar con la gente y explicarle qué tratan los proyectos de ley, 
tanto los que acompañamos como los que no acompañamos. 


Trátese de explicar este proyecto de ley que tiene -creo- 
doce proyectos y trátese de explicar el anterior, sobre el que 
discutíamos si eran catorce y cuántos los temas que contenía, 
y se verá que el trabajo parlamentario se muestra cada vez más 
oscuro a la población. Eso atenta contra la democracia y hace 
retroceder en mucho, cuando además son debates que, según 
hemos constatado, tampoco llegan por los medios de comuni- 
cación. Personalmente, prefiero llegar directamente a la gente, 
prefiero que se me pregunte, dar explicaciones, debatir. Pero 
también la información sobre todo esto que pasa acá adentro 
es tan oscura como la noche de ayer en que no había equipo 
electrógeno. Así de oscura es la labor de este Parlamento ante 
la opinión pública. 


Por otra parte, creo que la pertinencia o no de la declarato- 
ria de urgente consideración de este popurrí de proyectos de 
ley es parte de una discusión que debería darse el Parlamento 
nacional con respecto a sí mismo. Como la Constitución no 
puede atrapar a la vida misma, las interpretaciones del marco 
constitucional están muy vinculadas a las coyunturas políti- 
cas. En algunos debates y charlas que se hicieron previamente 
a la reforma constitucional se decía que el Uruguay, a través de 
su historia, reformó la Constitución para solucionar determina- 
das coyunturas políticas o momentos políticos, y lo ha ido 
haciendo en ese sentido. Es cierto que sobre este tema noso- 
tros opinamos en su momento con energía, pero porque no lo 
veíamos aisladamente. No veíamos el problema del mecanismo 
de urgente consideración que introduce la reforma, aislado del 
resto de la reforma; lo veíamos en un mismo paquete que ten- 
día a fortalecer al Poder Ejecutivo en desmedro del Poder Le- 
gislativo, y pensamos que esto se va ratificando en la práctica 
con creces. 
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Con respecto a la moción que se presentaba, creo que la 
mayoría de este Senado tendría que darse a sí misma el ámbito 
necesario resolviendo qué debe discutir -con las premuras que 
considere en cada uno de los temas- en sus Comisiones espe- 
clalizadas y tener la posibilidad de cambiar puntos o comas sin 
miedo de que el proyecto vuelva a la otra Cámara porque si no, 
a lo mejor, no se cumplen los plazos. Creo que debería darse 
esta carta de crédito ante el pueblo uruguayo al que todos - 
creo- aspiramos a representar. 


SEÑOR MUJICA.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MUJICA.- Señor Presidente: “Yo conozco ese galli- 
nero” -decía textualmente las otras noches el señor Presidente 
de la República a un conocido diputado- “y les voy a mandar a 
cada rato una ley de urgencia”. Así nomás. Es un método. Es 
un método de gobernar. No estoy mintiendo; estoy diciendo la 
verdad. Tengo el testimonio. Además, muy del estilo. 


Es un método de gobernar. Hemos conocido otros, pero es 
posible a la luz de una realidad política. Si el Partido Nacional 
mañana decidiera tomar otro rumbo, el Presidente -que sigue 
conociendo este gallinero- no manda leyes de urgencia, porque 
va a medir la realidad política. Las mandan porque salen, y 
salen a luz de una correlación de fuerzas. Esta es la lógica. 
Ahora; existen otras lógicas. El señor Senador Correa Freitas 
nos leyó algunas páginas que hablan de una crisis de los parla- 
mentos a nivel contemporáneo. Yo conozco algunos trabajos 
basados en investigaciones hechas en América Latina, en el 
sentido de que existe una objetiva tendencia a la concentración 
del poder en el marco de los Ejecutivos. Este es un problema de 
la época en que vivimos. Y hay una lógica del poder. El poder 
siempre necesita más poder. El Poder Ejecutivo siempre está 
apurado y quiere sacar cosas, sea como sea. Me parece que 
esta es una tendencia incuestionable. Los Poderes Ejecutivos 
tienen una tendencia avasallante sobre el resto de los Poderes. 
Esto no es por maldad ni por bondad; es un dato objetivo de la 
realidad. ¿Cuáles son los niveles? Esos niveles están pautados 
por las correlaciones de fuerzas. En la medida en que el Parla- 
mento le diga sí a la Presidencia, ésta va a ir ahondando esa 
línea. Este es un problema del escenario político contemporá- 
neo que produce otros efectos: la sustitución del parlamentario 
elegido bien o mal por la ciudadanía, por la burocracia técnica 
de confianza ministerial. 


Los no elegidos, la burocracia técnica, pasa a tener, en el 
fondo, la prerrogativa de impulsar, instrumentar y afinar. Tén- 
gase conciencia de que esto no va a variar nada y de que aquí 
existe hoy una correlación de fuerzas. 


Quiero señalar lo que está arriba del tapete: siempre existen 
motivos razonables para estar apurado, y estoy hablando de 
todos los Gobiernos del mundo. ¡Y vaya si las propias tiranías 
tienen motivos razonables para estar apuradas y para no parla- 
mentar tanto, perdiendo el tiempo, porque existe tal o cual pro- 
blema! Este también es un dato de la realidad. Entonces, creo 
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que estamos inmersos en esto. El hecho de que los principales 
actores políticos de este país no se sienten en el Parlamento, 
también ha creado una realidad política nacional por la que el 
propio Parlamento pierde peso y prerrogativas. Objetivamente, 
esto es así. Repito que los principales actores políticos de este 
país están fuera del Parlamento; esto viene pasando desde hace 
rato, y es una realidad de hoy. La opinión pública, mal entera- 
da, de alguna manera olfatea esto, y ahí está el descrédito par- 
lamentario, que algunos dicen que termina en una especie de 
descrédito institucional. 


Finalmente y para cerrar este razonamiento de sentido co- 
mún, debo decir que he sido crítico con el Parlamento. ¡Y vaya 
que me pegaron, porque dicen que atento contra la institución 
de la democracia! Pero si yo hubiera dicho alguna de las cosas 
que dijo el señor Senador Correa Freitas, me habrían tirado de 
todos lados. Sin embargo, como lo dijo un teórico de por allá, 
todo está fenómeno, y estoy absolutamente de acuerdo con 
que esto es así. Además, creo que este es un problema contem- 
poráneo, largo y peligroso que, de alguna manera, socava la 
idea de representatividad, porque no son las cuestiones de 
derecho sino, en el fondo, las realidades de hecho, las que 
jerarquizan las propias instituciones. 


Muchas gracias. 
SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra para una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Quisiera saber qué estamos discutien- 
do. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos tratando la moción de le- 
vantamiento de la urgencia. 


SEÑOR COURIEL..- Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR GALLINAL .- Señor Presidente: tenía intención de 
referirme al proyecto de ley en general. Como seguramente la 
moción presentada es de orden, creo que correspondería que 
ésta se votara primero; luego me anotaría para hacer uso de la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar la moción presentada en el sentido de levantar la 
urgencia del proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-12 en 26. Negativa. 

Continúa en consideración el proyecto de ley. 
Tiene la palabra el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL .- Señor Presidente: la Bancada del Par- 
tido Nacional va a acompañar con su voto este proyecto de ley 
que tenemos hoy a consideración del Senado, por un conjunto 
de razones que nos motivan a otorgarle ese voto afirmativo. 
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En primer lugar, porque cuando se instaló este Gobierno, el 
pasado 1” de marzo, fue el Directorio del Partido Nacional el 
que sugirió al Presidente de la República utilizar el mecanismo 
de las leyes de urgente consideración para, a través de ello, 
otorgarle al Poder Ejecutivo y a la sociedad en su conjunto, 
una serie de instrumentos que nosotros consideramos -tanto 
con respecto a la primera ley de urgente consideración como a 
esta que hoy estamos tratando- que eran y son necesarios para 
enfrentar determinadas circunstancias adversas desde el punto 
de vista económico y social por las que está atravesando nues- 
tro país. 


En segundo término y en lo que refiere a este proyecto de 
ley, lo apoyamos porque está inspirado, prácticamente en un 
setenta por ciento, en disposiciones y normas que fueron in- 
troducidas en la iniciativa del Poder Ejecutivo a través del Par- 
tido Nacional. Basta ver el origen de las mismas y su vincula- 
ción con las distintas Secretarías de Estado, para convenir en 
que tanto el Ministerio de Deporte y Juventud -en lo referido a 
las sociedades anónimas del deporte- como el de Industria y 
Energía -en lo relativo al tema del gas natural-, como el de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -en lo 
pertinente a las viviendas para pasivos, a la fusión de coopera- 
tivas de vivienda, a las urbanizaciones de propiedad horizontal 
y a las normas que reglamentan el registro de aspirantes a vi- 
viendas de emergencia- como el de Trabajo y Seguridad Social 
-en lo que tiene que ver con el fomento del empleo y las licen- 
cias especiales para los padres que adopten niños- son todas 
Carteras que están siendo ocupadas por representantes de nues- 
tra colectividad política. 


En tercer lugar, apoyamos este proyecto de ley porque nos 
consideramos parte integrante del Gobierno de coalición que el 
país se ha dado desde el 1” de marzo. 


Si hay una tarea que me preocupa desarrollar en este año 
2001, es la de exponer claramente ante la ciudadanía y en cuan- 
ta oportunidad sea posible, el valor intrínseco que tiene el solo 
hecho de concebir, gestar, crear e implementar un Gobierno de 
coalición. El solo hecho de crearlo es positivo en sí mismo. A 
esto se suman los logros que se puedan ir alcanzando en el 
ejercicio del gobierno durante todos estos años, como conse- 
cuencia de las mayorías que se conforman a nivel parlamenta- 
rio, para darle al país y al Gobierno la posibilidad de caminar 
rumbo a sus objetivos. Estos, en muchos casos, no son comu- 
nes, porque forman parte del compromiso asumido por el doc- 
tor Jorge Batlle en su calidad de candidato a la Presidencia de 
la República, en la segunda vuelta electoral de noviembre de 
1999, a iniciativa del Directorio del Partido Nacional. 


En este sentido, tengo la opinión -y no tengo temor en 
confesarlo- de que, en el transcurso de los últimos tiempos, a 
nivel de la opinión pública, hemos perdido una batalla con res- 
pecto al concepto que la gente tiene del Gobierno de coalición. 
Se ha intentado -y en alguna medida se ha logrado- denostar, 
deprecar y disminuir el valor sustantivo que tienen los Gobier- 
nos de coalición. ¿Qué sería del país si a la oposición lisa y 
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llana que, por autodefinición, ha hecho el Encuentro Progresis- 
ta, se sumara también una oposición igual por parte del Partido 
Nacional? ¿Qué posibilidad tendría el Parlamento de alcanzar 
las mayorías necesarias en temas importantes y vitales para la 
vida del país, si no existiera un Gobierno de coalición? ¿Qué 
partido político se anima hoy a renegar de ese tipo de gobier- 
no? Digo esto porque, como están dadas las circunstancias en 
el Uruguay y tal como está repartido el electorado, el Gobierno 
de coalición ya no solamente es necesario para gobernar, sino 
también para llegar al gobierno. ¡Vaya si de ello se dio muestra 
en la segunda vuelta electoral de noviembre de 1999! 


Si mañana le toca la responsabilidad de gobernar el país a 
cualquiera de estas colectividades políticas que hoy integran el 
Parlamento Nacional, necesariamente tendrán que recorrer el 
camino de la coalición con alguna de las que, sin ser Gobierno, 
lo integran. Entonces, ¿por qué va a ser bueno hacer un gobier- 
no de coalición en el futuro y no lo es hoy? Si tan bueno lo fue 
en 1984, cuando Wilson recupera su libertad y hace aquella 
magnífica exposición desde la Explanada Municipal en la que el 
concepto básico, la filosofía para encarar los años que tenía 
que vivir el país desde entonces, el centro de gravedad, la 
columna vertebral del futuro Gobierno -que él no había contri- 
buido a gestar, a diferencia de este en el que sí contribuimos- 
fue la gobernabilidad; si tan bueno fue para todos los sectores 
políticos en aquella circunstancia ese discurso, ¿no sigue sien- 
do bueno hoy, tan bueno como entonces? Porque en aquella 
circunstancia, lo que el país tenía como amenaza importante era 
la necesidad de restañar las heridas que se habían profundiza- 
do durante los años de la dictadura militar, recuperar las liberta- 
des públicas y gestar los ámbitos formales en los cuales la 
sociedad democrática se pudiera expresar. Hoy esos proble- 
mas, que ya no están referidos exclusivamente a las libertades - 
porque afortunadamente rigen en todo su esplendor en el país- 
, se relacionan con las dificultades de vida desde el punto de 
vista social y económico que padece nuestra sociedad y que 
quizás más que nunca necesita un Gobierno compartido por 
distintas colectividades políticas -cuantas más sean mejor- y 
de un espíritu constructivo para ayudar a que el país vaya 
sorteando los obstáculos que hoy enfrenta. 


Para nosotros sería mucho más fácil permanecer en la vere- 
da de enfrente; somos especialistas en hacer oposición. La prue- 
ba está en que la vida del Partido Nacional pasó durante 93 
años por la oposición, e incluso en esas circunstancias siempre 
fue capaz de sobrevivir. Sería mucho más fácil elogiar lo bueno 
y criticar lo malo, pero una actitud responsable implica, además 
de elogiar lo bueno y criticar lo malo, aportar soluciones para 
los problemas del país. Nosotros las aportamos de esta manera, 
amparados en mecanismos que recoge la propia Constitución 
de la República y que no atentan contra las posibilidades de 
expresión del Parlamento ni significan una mordaza o censura. 
Existen mayorías para aprobar una ley de urgente considera- 
ción, pero también las hay para aprobar una de trámite común y 
ordinario. Amordazar al Parlamento significaría que estos pro- 
yectos que estamos considerando no fueran tratados como le- 
yes de urgente consideración y aprobados expresamente. Ni en 
la ley anterior ni en esta se va a permitir que se venzan los 


CAMARA DE SENADORES 


9 de Enero de 2001 


plazos para que haya una aprobación tácita, porque eso sí ha- 
blaría mal del Parlamento. Mucho más fácil sería para quienes 
conformamos el Gobierno de coalición -y tenemos las mayorías 
en el Parlamento- presentar el proyecto, elevarlo al Senado sin 
una discusión en Comisión, aprobarlo a tapas cerradas y que 
de los 75 días de que dispone el Parlamento para tratar una ley 
de urgente consideración, se aprobara en 15. Sin embargo, no 
lo hacemos así, porque respetamos al Parlamento desde siem- 
pre, pero además lo hacemos como miembros de él. 


Cuando se ingresó al Senado esta ley de urgente conside- 
ración, fueron citadas distintas delegaciones a iniciativa de la 
coalición. En dicha oportunidad concurrieron el señor Ministro 
de Economía y Finanzas, el señor Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, el señor Presidente de UTE, el 
señor Presidente de ANCAP, el señor representante de los pa- 
sivos en el Banco de Previsión Social y algún otro jerarca a 
informar sobre el alcance de este proyecto. Previamente a ello, 
en la Cámara de Representantes se profundizó en una discu- 
sión sobre estos temas y se desarrolló un trabajo muy intenso. 


(Suena el timbre indicador del tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, señor Senador, la 
Mesa debe acotar que para esta hora estaba previsto que el 
Senado iniciara el tratamiento del proyecto de ley relativo al 
Banco de Previsión Social. Hay una moción para postergar el 
tratamiento de dicho proyecto hasta tanto el señor Senador 
Gallinal termine con su exposición. 


Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota: ) 

-19 en 20. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Aquí se ha señalado, prácticamente, 
que estamos castigando al Parlamento, que lo estamos relegan- 
do a un papel absolutamente secundario y que no funciona 
bien, cuando lo hizo muy bien durante este período de Gobier- 
no. Por supuesto que hubo discrepancias y debates, y en mu- 
chas oportunidades no existió el consenso. Realmente no me 
preocupa el consenso; me alcanza con que haya debates y que 
de allí surjan, a través de las mayorías que se conformen, las 
soluciones que el país está reclamando. Quiere decir que no se 
trata de que nosotros estamos censurando al Parlamento o im- 
pidiéndole expresarse en toda su dimensión; muy por el contra- 
rio: estamos utilizando un mecanismo constitucional para que, 
disponiendo de los plazos allí previstos, tengamos oportuni- 
dad de discutir a fondo sobre todos estos temas y, a su vez, 
también con un plazo determinado, se tenga la seguridad de 
que se está arribando a soluciones que van a permitir al Poder 
Ejecutivo empezar a caminar con paso firme en muchos aspec- 
tos que aquí están contenidos. 


No en vano el sector político que hoy habla en contra de 
estos proyectos de ley acompaña más del 50% de las normas 
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contenidas en ellos. Al final, esto de la votación en general y 
en particular termina siendo una especie de engaño, porque 
primero no se vota en general y luego, en la discusión particu- 
lar, se acompaña el 70% de las disposiciones que contiene un 
proyecto de ley. Me parece que hubiera sido más coherente, 
lógico y razonable votar a favor en la discusión general, salvo 
que se me diga que excepcionalmente hay alguna norma que 
merece ser acompañada. Sin embargo, al igual que lo que suce- 
dió con la primera ley de urgente consideración, acompañan el 
70% de las disposiciones contenidas en el proyecto. Además, 
las acompañan porque están de acuerdo con ellas. ¿Acaso no 
están de acuerdo con fijar en 0% el aporte patronal jubilatorio 
al Banco de Previsión Social? Tal vez me puedan decir que el 
beneficio debería haber sido mayor. Por supuesto; nosotros 
pensamos lo mismo, pero vamos hasta donde podemos. 


SEÑOR GARGANO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR GALLINAL.- Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Creo que mis compañeros que trabaja- 
ron en la Comisión especial dejaron bien claros los puntos de 
vista del Encuentro Progresista y del Frente Amplio. El señor 
Senador Gallinal hace reiterados esfuerzos, en casi todos los 
temas que se plantean en el Senado, por tratar de ubicar al 
Partido Nacional en contra o al costado -pero no pegado- al 
Partido Colorado. Sin embargo, lo ha hecho con poco resulta- 
do. En ese sentido yo comenté con mis compañeros que el 
señor Senador Gallinal comenzó diciendo que el Partido Nacio- 
nal está de acuerdo con esta ley, “pero”... Y siempe hay un 
“pero”. En todas las oportunidades, se repite el “pero”, pero 
votan sistemáticamente con la coalición de Gobierno y están 
comprometidos en la conformación del Gobierno. Incluso, en el 
día de hoy han votado la integración de los Entes Autónomos. 
Está claro que si la coalición de Gobierno, a través del Poder 
Ejecutivo -hay que aclarar que no se trata solamente del Presi- 
dente de la República, porque la ley está firmada por todos los 
integrantes del Poder Ejecutivo-, presenta un proyecto de ley 
de estas características, es porque está de acuerdo, no sólo 
con el trámite, sino con todo su contenido. Pero empieza por 
estar de acuerdo con el trámite, con el mecanismo para legislar. 
Ahora bien; está claro que si hay una disposición que creemos 
que es razonable votar -aunque, como se dice en el informe en 
minoría, preferimos tener más tiempo para considerarla-, lo va- 
mos a hacer. No entiendo el asombro que produce esto. De 
nuevo vendrá el argumento del doble discurso. No hay doble 
discurso. Simplemente decimos: esto lo votamos; esto no lo 
votamos. 


¡Pero el Partido Nacional vota todo! ¡Está de acuerdo con 
todo, no tiene discrepancia en nada! De modo que alabo su 
esfuerzo, pero me parece muy difícil que consiga trasmitir a la 
opinión pública que el Partido Nacional no está votando todo 
lo que ha acordado con el Partido Colorado, pese a las presu- 
mibles discrepancias que tenía con algunos de los puntos de 
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vista del Poder Ejecutivo. El señor Senador Gallinal debe tener 
claro que esos puntos de vista salen adelante, porque el Parti- 
do Nacional los apoya. ¡Es así! ¡Hay cogobierno, coalición y 
corresponsabilidad! 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Lo de “con poco o gran resultado” lo 
vamos a ver en las próximas elecciones nacionales. En esa oca- 
sión, discutiremos que tan bien o mal nos fue. También nos 
pegamos al primer Gobierno del doctor Sanguinetti, ¡y bien que 
le sacamos a ustedes las castañas del fuego en varias oportu- 
nidades, y después terminamos ganando las elecciones por 
170.000 votos! 


Justamente, si de algo me he preocupado desde el comien- 
zo de este discurso, es de destacar el valor intrínseco que tiene 
la coalición por sí misma, a la que ustedes van a acudir si 
mañana les toca ejercer el Gobierno. En la jerga jurídica se dice 
que “a confesión de partes, relevo de pruebas”. En más de una 
oportunidad, aquí se ha dicho que el Encuentro Progresista 
considera que el Parlamento es una mayoría virtual. ¿Por qué? 
Porque tiene el 40% de los Legisladores, pero no le da, no llega 
al objetivo. Yo digo -y me honro de eso- que somos una mino- 
ría virtual, porque tenemos el 22% pero una gran participación 
en las decisiones importantes para la vida del país. No estamos 
permanentemente poniéndole el palo a la rueda, ni votando que 
no a todo, ni que sí a todo. Hemos marcado más de una dife- 
rencia, pero lo hacemos en la medida en que nos es necesario 
para defender nuestro perfil e identidad. Tenemos nuestra pro- 
pia identidad; de lo contrario, no habríamos cumplido 164 años 
de vida. Es nuestra responsabilidad defender esa identidad. 


La coalición siempre significa una transacción: ni el punto 
de vista total del señor Presidente de la República o de la Ban- 
cada del Partido Colorado, ni el de la del Partido Nacional. Tie- 
ne que haber un punto de inflexión, un encuentro o cruce de 
caminos que nos permita generar esa gobernabilidad. Ni ellos 
nos atropellan a nosotros, ni nosotros a ellos. El día que entre- 
mos en los atropellos, se romperá esa coalición a la que, nece- 
sariamente, ustedes deberán recurrir si mañana les toca ejercer 
el Gobierno. 


SEÑOR GARGANO.-- ¡Pero va a ser otra cosa! 


SEÑOR GALLINAL.- ¡Y ojalá lo hagan, porque le va a hacer 
bien al país recorrer el camino de la coalición! Y en esto de 
votar con o contra el Partido Colorado, dentro de un rato, los 
vamos a ver votando con él para suspender elecciones. ¡Así 
que los argumentos no vienen al caso! 


Finalmente, respecto al tema referido al proyecto de ley de 
urgente consideración en sí mismo, no hay ninguna norma en 
la Constitución que defina este tipo de normas como un con- 
cepto sustantivo o sustancial. Todo se refiere al trámite y a los 
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plazos, pero no al contenido. Sobre esto ya se ha dicho más 
que suficiente. El único argumento que deseo agregar -y que lo 
acabamos de ver- es que en la Primera Ley de urgente conside- 
ración se interpuso un recurso de referéndum contra algunos 
de sus artículos. La Corte Electoral acaba de adoptar una deci- 
sión aceptando que el mismo es de recibo, no solamente por- 
que se han juntado las firmas necesarias, sino porque constitu- 
cionalmente -según señala la resolución de dicho órgano- el 
recurso es de recibo. Sin embargo, hay una norma de la Consti- 
tución que dice que no admiten recurso de referéndum aquellas 
leyes que son iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. La Ley 
de urgente consideración es una norma de iniciativa privativa 
del Poder Ejecutivo y, sin embargo, la Corte Electoral aceptó el 
recurso. Y no solamente eso, sino que el Encuentro Progresista 
se adhirió a dicho recurso, ahora que se obtuvieron las firmas. 
De esta manera, dicho Partido considera que el concepto de 
Ley de urgente consideración es formal, no sustancial porque, 
de serlo, la ley no sería recurrible. Si fuera un concepto sustan- 
cial no admitiría referéndum y no se hubiera adherido a la reco- 
lección de firmas, las cuales alcanzaron la cifra de 48.000. Es un 
concepto estrictamente formal referido al trámite, lo que no quiere 
decir que las disposiciones allí contenidas sean todas urgentes 
en cuanto a la necesidad que tiene el país para que se aprue- 
ben. Algunas de ellas sí lo son, por ejemplo, las que figuran en 
el Capítulo l, referidas al fomento del empleo. El objetivo que 
nos movió desde el comienzo no era exactamente este. Por eso, 
he dicho que la coalición siempre se resume en una transac- 
ción. En realidad, en este proyecto de ley apuntábamos a fo- 
mentar el empleo, por un lado, reduciendo sustancialmente los 
aportes patronales y, por otro, a modificar en su esencia los 
aportes a la construcción -que, a nuestro juicio, son desmedi- 
dos- y continuar lo que se aprobó en la primera Ley de urgente 
consideración, acerca de exonerar de los aportes patronales 
rurales en lo relativo a los dependientes y al titular y su cónyu- 
ge. De allí surgió este Capítulo I que recoge las tres ideas, 
aunque no en toda su dimensión. El artículo 1%, con carácter 
general -y como forma de generar el empleo-, lleva al 0% la tasa 
de aporte patronal jubilatorio al Banco de Previsión Social. En 
el artículo 2” se establece una reducción de importancia en ma- 
teria de aportes para el sector de la construcción. No es la 
reducción que nosotros esperábamos, ni la que el gremio de- 
fiende. Pero es un primer paso que va a regir por un año. En la 
medida en que dé frutos importantes, terminará significando 
una prórroga de la vigencia del presente proyecto de ley. Hay 
otros Capítulos que se refieren, entre otros temas, a la fiscaliza- 
ción de sociedades comerciales en las que participen entes au- 
tónomos y servicios descentralizados. Recuerdo que cuando 
se discutió el Presupuesto Nacional -estableciéndose la facul- 
tad de ANTEL para asociarse-, se reclamó, incluso por sectores 
de la oposición, que debía existir alguna suerte de fiscalización 
para las nuevas sociedades que se van gestando en las que el 
Estado tiene una participación, ya sea importante o no. Duran- 
te estos años ha habido algunas asociaciones O participacio- 
nes del Estado, incluso fuera de fronteras, que no han tenido 
esta fiscalización que se establece en las normas que estamos 
aprobando y que, por cierto, son muy bienvenidas porque nos 
van a ilustrar acabadamente sobre los alcances de las inversio- 
nes que se estén haciendo dentro y fuera del país. 
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También podemos mencionar la Sección referida a las nor- 
mas concursales, que transforman en ley un proyecto elabora- 
do en 1993 por la Suprema Corte de Justicia junto con la Liga 
de Defensa Comercial. Es una norma que se hace necesaria en 
circunstancias económicas difíciles, porque refiere a quiebras, 
concursos y concordatos. Se transforman dos Juzgados Letra- 
dos de Primera Instancia en dos Juzgados Letrados de Concur- 
sos, con el fuero de atracción correspondiente para que haya 
una parte del Poder Judicial que se especialice en estos temas 
que, lamentablemente, hoy golpean duramente en la vida eco- 
nómica y comercial del país. La Cámara de Representantes ha 
tenido la feliz idea de circunscribir la competencia de estos 
Juzgados al departamento de Montevideo, de manera tal de no 
quitarle a los profesionales del interior la posibilidad de defen- 
der a sus clientes que se iban a ver en la necesidad de recurrir, 
probablemente, a abogados de la capital. 


De esta manera, esos Juzgados van a tener competencia 
exclusivamente en la capital del país. 


Con respecto a la norma que establece licencia especial para 
los funcionarios públicos o trabajadores privados que adopten 
menores, cabe preguntarse quién podría estar en contra de una 
disposición de estas características, que tiene como propósito 
facilitarle a los padres y al menor un período de adaptación 
siempre necesario cuando se produce un cambio tan brusco 
dentro de una familia con la aparición de un nuevo integrante, 
que en algunos casos ya tiene uso de razón. 


Otros aspectos contenidos en esta ley son los relativos a 
los recursos administrativos -sobre los que se ha expresado 
con mayor propiedad el señor Senador Correa Freitas-, las vi- 
viendas para pasivos y su administración por el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, norma 
que ha sido consentida, aprobada y respaldada por el propio 
representante de los pasivos en el Directorio del Banco de Pre- 
visión Social, habida cuenta de que éste no tiene la infraestruc- 
tura técnica necesaria ni los conocimientos suficientes para tra- 
bajar en una materia de estas características. Por otro lado, hay 
una norma relativa a la fusión de las cooperativas de vivienda, 
que fue reclamada por la propia FUCVAM. También se prevé lo 
que tiene que ver con la urbanización de propiedad horizontal, 
denominados “countries”, que es una necesidad en las circuns- 
tancias que estamos viviendo. 


Con relación a las modificaciones al RAVE, cabe recordar 
cuántos años hace que el Parlamento está discutiendo una ley 
referida al Régimen de Aspirantes a Viviendas de Emergencia 
sin que haya existido un pronunciamiento definitivo. Cabe aclarar 
que con esto no se conspira contra los derechos de quienes 
han sido beneficiarios del sistema, ya que se los reconocen 
expresamente y lo único que deben hacer es comparecer nue- 
vamente ante el Banco Hipotecario del Uruguay para volver a 
realizar la inscripción correspondiente. De esa manera, seguirán 
amparados en ese régimen que tanto los ha beneficiado, que 
fue justo por momentos pero muy injusto por otros, y que ha 
provocado una ola de demandas contra el Estado que todavía 
no sabemos qué destino va a tener. ¡Bien nos cuidamos de no 
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introducir ese tema en este proyecto de ley! Recuerdo que en 
algún momento se señaló que iba a declararse la caducidad de 
los juicios contra el Estado por aquellos propietarios que ha- 
bían visto vulnerados sus derechos como consecuencia de la 
implementación del RAVE, lo que verdaderamente ocurrió, por- 
que han sido desposeídos por décadas sin poder acceder a su 
vivienda propia. Seguramente, el Estado estaba haciendo justi- 
cia con estos ciudadanos que no tuvieron otra opción que 
ampararse al RAVE, pero también adoptó una actitud bastante 
injusta frente a otros a los que prácticamente se les expropió su 
inmueble. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una moción en 
el sentido de prorrogar el tiempo de que dispone el orador. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-23 en 24. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador. 
SEÑOR GALLINAL.- Muchas gracias. 


En la Sección IX se dispone la libertad para la importación 
de gas natural al por mayor, estableciendo que debe ser supe- 
rior a los 5.000 metros cúbicos diarios, aunque el Poder Ejecuti- 
vo quedará facultado para modificar esa cantidad mínima. Lisa 
y llanamente, esto significa la derogación parcial del monopolio 
que hoy ejerce ANCAP en la importación y el refinado del 
crudo y, entonces, toda entrada de gas natural al país -tenga o 
no participación el Ente en ese transporte- lleva a que el impor- 
tador deba pagarle un canon por el solo hecho de que existe 
una ley de 1931 que establece dicho monopolio. De esta mane- 
ra, señor Presidente, estamos abaratando el costo del gas natu- 
ral para el consumo que de a poco va ganando más clientela, 
por lo que constituirá un beneficio evidente para toda la pobla- 
ción del país salvando así los perjuicios que tantas veces nos 
generan los monopolios. 


La Sección XI refiere a las Zonas Francas. Para mi gusto es 
la norma más discutible de todas las que contiene este proyec- 
to de ley. El régimen de Zonas Francas es un régimen de excep- 
ción que goza de determinados beneficios o exoneraciones 
tributarias que se otorgan en condiciones especiales y en la 
medida en que sigamos avanzando en esas exenciones y en la 
posibilidad de prestar cada vez mayor cantidad de servicios 
desde las Zonas Francas a territorio no franco, de alguna ma- 
nera estamos desvirtuando el sentido que originalmente tuvo 
la creación de las Zonas Francas en el Uruguay, que si bien ha 
sido beneficioso, debemos evitar su desnaturalización. No digo 
que eso suceda a través de esto, pero si ese era el propósito -el 
de generar nuevas fuentes de empleo en el país a través de la 
posibilidad de instalar los denominados centros internaciona- 
les de llamadas- alcanzaba con establecer una norma dirigida 
exclusivamente a ese propósito. Quienes están interesados en 
prestar esos servicios, que no son otra cosa que los servicios 
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0800 que hoy se prestan en el Uruguay, es decir, servicios 
gratuitos de atención al cliente para brindarle determinada in- 
formación, son empresas multinacionales que están buscando 
un lugar donde instalarse en la región y si no le concedíamos 
estos beneficios, lo harían en países vecinos, donde sí los tie- 
nen. Entonces, de esta manera habilitamos la posibilidad de 
que General Motors, IBM o United conviertan a nuestro país 
en una referencia en materia de centros internacionales de lla- 
madas y, a Su vez, estaremos generando un conjunto de cierta 
importancia en materia de fuentes de empleo. 


Lo demás no necesitaba una norma que lo habilitara porque 
las casillas de correo electrónico no forman parte del monopo- 
lio de ANTEL, como así tampoco la educación a distancia. Con 
respecto a la emisión de certificados de firma electrónica, debe- 
mos decir que es la definición equivocada porque lo que se 
quiso decir es emisión de certificados de firma digital; la firma 
electrónica es un conjunto genérico y lo que se certifica es la 
firma digital. 


Finalmente, hay un último inciso dentro del proyecto de ley 
que además de contener algunos errores en su redacción que 
fueron bien señalados en la Comisión, fija tarifas diferenciales 
por ley dirigidas a la Dirección Nacional de Telecomunicacio- 
nes. En primer lugar, las tarifas no las fija ANTEL sino el Poder 
Ejecutivo y así debería estar definida la norma. En segundo 
término, en el Uruguay no hay solamente tarifas de ANTEL 
sino también de empresas privadas. En tercer lugar, creo que 
fijar tarifas diferenciales a través de la ley y en función de la 
distancia no es lo más recomendable y no le ha ido muy bien 
en el mundo a aquellas empresas de telecomunicaciones que 
fijaron tarifas diferenciales en función de determinados paráme- 
tros. Quizás habría otros criterios más importantes para recoger 
la idea, como puede ser el atender a las zonas carenciadas, 
aunque en alguna medida en los últimos años se han colocado 
teléfonos gratuitos. Insisto, nunca es aconsejable fijar por ley 
las tarifas de las empresas públicas. 


Con respecto a los demás capítulos del proyecto, creo que 
en forma profunda se ha referido el Miembro Informante, señor 
Senador Correa Freitas. Adhiero a los argumentos que ha mani- 
festado en todo lo que tiene que ver con el fomento del depor- 
te y el apoyo a los talentos deportivos y deportistas en gene- 
ral. También tenemos lo vinculado a CONAPROLE. Cabe recor- 
dar que se han formulado algunas objeciones a la forma en que 
se han redactado algunas frases del proyecto de ley, como 
aquello que tiene que ver con las normas de carácter sanitario. 


Quizás, de alguna manera, en este caso sí estemos legislan- 
do al grito, porque es evidente que estas normas de carácter 
sanitario surgen del problema que el Uruguay acaba de enfren- 
tar como consecuencia de la aftosa. 


En términos generales, señor Presidente, creo que este es 
un buen proyecto de ley. Recoge un conjunto de ideas que 
demuestran la sensibilidad del Poder Ejecutivo y de la coalición 
de Gobierno al momento de llevarlas a la práctica, y aunque 
significan un costo importante para el Erario Público, tanto en 


1594-C.S. 


lo que refiere a las exoneraciones como a las licencias que allí 
se establecen, en definitiva van a redundar en beneficio de la 
población en su conjunto. 


Finalmente, volviendo a lo que señalábamos al principio, 
creo que estos proyectos de ley, con su rótulo o su carácter de 
urgente consideración, tienen el propósito de ir avanzando, cada 
vez con mayor intensidad, en el cumplimiento de los compromi- 
sos que ambos asumimos en noviembre del año 1999. El país 
necesita cada día más de mayor imaginación para encontrar 
solución a viejos problemas que con viejas recetas ya no se 
pueden resolver. A este respecto, repito que me honro de per- 
tenecer a una colectividad política que le da valor primordial a 
la seriedad, a la responsabilidad y al sacrificio. Desde luego 
que todavía no hemos logrado trasmitir a la opinión pública 
todos los aspectos positivos de lo que significa integrar un 
Gobierno de coalición y el sacrificio que ello puede derivar para 
nuestra colectividad, pero el tiempo se encargará de demostrar 
de qué lado está la razón, así como la importancia que tiene que 
las colectividades políticas todas pongamos nuestro intelecto 
y nuestra dedicación al trabajo al servicio de la nación, sobre 
todo en estas horas tan difíciles que es cuando la nación más 
necesita de estas colectividades políticas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más oradores, el Sena- 
do pasa a cuarto intermedio. 


(Así se hace.Es la hora 20 y 27 minutos) 
(Vueltos a Sala) 
4) SELEVANTA LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, continúa la se- 
sión. 


(Es la hora 23 y 14 minutos) 


-El Senado continúa con la consideración del proyecto de 
ley con declaratoria de urgente consideración por el que se 
dictan normas para el “Fomento del Empleo y de la Mejora de 
la Administración”. 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANABRIA.-Formulo moción para que el Senado 
pase a cuarto intermedio hasta el próximo martes a las 16 horas. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes que nada, la Presidencia acla- 
ra que la moción no tiene discusión. 


Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- En realidad, señor Presidente, estoy ins- 
cripto para hablar, pero son más de las 23 horas y comprendo 


CAMARA DE SENADORES 


9 de Enero de 2001 


que el Senado deba pasar a cuarto intermedio. No obstante, 
quiero señalar, con total franqueza, que cada uno organizó sus 
vacaciones como pudo y, en lo que me es personal, la semana 
que viene no voy a poder estar. Por este motivo, me gustaría 
saber si existe la chance de que la sesión, en lugar del martes 
que viene, sea el miércoles, el jueves o el viernes de esta sema- 
na, ya sea de mañana o de tarde. Planteo esta posibilidad por- 
que, en verdad, soy el primer inscripto, pero no estoy en condi- 
ciones de hacer mi exposición el día martes. 


SEÑOR SINGER.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia reitera que la moción 
no tiene discusión y que no es conveniente que por vía de la 
aclaración terminemos discutiendo lo que no admite debate. 


Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SINGER.- Por supuesto, tiene razón el señor Presi- 
dente; sin embargo, estamos en una circunstancia especial. Aten- 
diendo a las consideraciones que planteó el señor Senador 
Couriel, me permito solicitar al señor Senador Sanabria que pos- 
tergue su propuesta -que comparto- a los efectos de que poda- 
mos escuchar la exposición del señor Senador Couriel en este 
momento. En ese caso, si el martes él no puede estar, se proce- 
derá a convocar a su suplente o se hará lo que corresponda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia oportunamente soli- 
citó a los coordinadores de Bancada que hicieran las consultas 
pertinentes, y creo que la moción del señor Senador Sanabria 
cuenta con el aval de los coordinadores de las cuatro Banca- 
das. 


SEÑOR COURIEL.- Pero yo no fui consultado, señor Presi- 
dente. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se hizo lo propio con el señor Sena- 
dor Núñez; es para evitar este tipo de discusiones que se ha- 
cen las consultas previas. 


SEÑOR GALLINAL .- Pido la palabra para una consulta. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Simplemente, deseo preguntarle a los 
compañeros del Senado si no sería posible que en una hora y 
media o dos aprobáramos este proyecto de ley, de modo tal de 
evitarnos la necesidad de fijar una nueva sesión. Observo que 
esta idea no es apoyada, razón por la cual desde ya adelanto 
que acompañaremos la moción de pasar a cuarto intermedio 
hasta el próximo martes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formulada 
por el señor Senador Sanabria, en el sentido de que el Senado 
pase a cuarto intermedio hasta el próximo martes. 


(Se vota:) 


-28 en 30. Afirmativa. 
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El Senado pasa a cuarto intermedio hasta el martes próximo 
a la hora 16. 


(Así se hace, a la hora 23 y 17 minutos, presidiendo el señor 
Luis Hierro López, y estando presentes los señores Senado- 
res Arismendi, Astori, Atchugarry, Borsari, Brause, Cid, Co- 
rrea Freitas, Couriel, de Boismenu, Fau, Fernández Huidobro, 
Gallinal, Garat, Gargano, Korzeniak, Larrañaga, Mangado, 
Michelini, Mujica, Nin Novoa, Núñez, Penadés, Percovich, Pou, 
Riesgo, Sanabria, Scarpa, Singer y Xavier.) 
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